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Desde hace varios años, el Instituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana de Nuevo León ha tratado de ser 
un puente para nutrir a la sociedad a través de la investiga-
ción sobre las realidades sociales y políticas. En esta oca-
sión, el organismo que tengo el honor de presidir reconoce 
el mérito y el valor público de la investigación por medio del 
Cuarto Concurso Nacional de Estudios Políticos y Sociales. 
Mismo que contó con una participación histórica de 109 te-
sis, de las cuales 63 corresponden al grado de maestría y 46 
propuestas elaboradas por estudiantes de doctorado.

El Instituto comparte la postura de que la construcción 
de conocimiento tiene una interrelación profunda con la 
cotidianidad. Por ello, es importante contar con espacios 
donde se pueda divulgar el conocimiento y una investiga-
ción que prime el interés común y la dignidad. Es por ello 
que esta iniciativa institucional abona a contar con elemen-
tos para darle sentido a distintos retos que se presentan en 
las realidades vividas y sentidas de la ciudadanía. Recono-
cemos el mérito de compartir recursos para interpretar las 
situaciones que se nos presentan. 

Los estudios sociales y políticos abonan a reflexionar 
desde nuestras cotidianidades, o las de otras sociedades, 
a través de una serie de procedimientos para aportar da-
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tos confiables. Así, nos ayudan a enriquecer la mirada, al 
contar con recursos compresivos para formular soluciones 
más afines. Incluso propuestas más sostenibles, puesto que 
consideramos que la eficacia de una acción pública radica 
tanto en su capacidad para reconocer la complejidad de la 
realidad, como para construir una respuesta consistente. 

Es por eso que se considera fundamental contar con es-
tudios cualitativos y cuantitativos que se nutran de un diá-
logo de saberes abierto a la crítica y al espíritu humanista, 
con el que podemos materializar la dignidad y el cuidado 
colectivo con respeto de la diversidad. Por supuesto, las 
investigaciones que cuentan con rigor metodológico y una 
argumentación congruente brindan insumos que permiten 
al resto de la sociedad contar con referentes confiables para 
comprender problemáticas que nos atañen. Es considera-
ble el aporte público de la investigación que consiste en su 
potencial para tomar decisiones más pertinentes y conse-
cuentes con cada realidad particular en uno u otro contexto. 

Una academia viva y en relación dialógica con la vida 
social aporta valor público en cualquier ágora política. 
También aporta preguntas que estimulan la curiosidad por 
develar distintas formas de abordar un problema y de pro-
yectar respuestas que se han sometido a la rigurosidad y a 
un código ético en el tratamiento de los datos, de la gente, 
de su entorno y de los significados compartidos. Para esta 
ocasión, el concurso premió tesis que destacaron por su 
pertinencia y consistencia metodológica y analítica. 

Es así como podemos apreciar la transcendencia de un 
instrumento de participación ciudadana, como lo es el pre-
supuesto participativo —gracias a José Pablo Aretia Ruiz, 
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tercer lugar de maestría—. También podemos contar con 
referencias sobre la lucha por la representación política por 
parte del pueblo originario de San Andrés Totoltepec, Tlal-
pan en la Zona Metropolitana del Valle de México —cuyo 
autor, Fernando Vargas Olvera, fue primer lugar de maes-
tría—. Igualmente se puede leer sobre la persistencia de la 
corrupción a nivel nacional, con el aporte de Héctor Ramón 
Alonso Vázquez, segundo lugar de doctorado. Así como po-
demos dar cuenta de las implicaciones de la regla de pari-
dad en los congresos locales para las mujeres, un aporte de 
Gabriela Gutiérrez Dávila, quien obtuvo el tercer lugar de 
doctorado. 

En el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciu-
dadana de Nuevo León felicitamos profundamente a las 
personas que nos brindan aportes significativos a la socie-
dad a través de la investigación social y política. Agradece-
mos el esmero del Jurado Calificador, que en esta ocasión 
fue integrado por la Dra. María del Socorro Arzaluz Solano, 
la Dra. Alma Rosa Saldierna Salas, la Dra. Juana Isabel Vera 
López y el Dr. José Fredman Mendoza Ibarra. Nos sentimos 
honrados de colaborar con todas las partes, incluidos quie-
nes institucionalmente hacen posible contar con este me-
dio para fortalecer la democracia. Muchas gracias. 

Mtra. Beatriz Adriana Camacho Carrasco
Consejera Presidenta

Instituto Estatal Electoral 
y de Participación Ciudadana de Nuevo León





El Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana 
de Nuevo León (ieepcnl) realiza una importante tarea al 
impulsar el desarrollo del conocimiento sociopolítico na-
cional a través de la convocatoria del Concurso Nacional de 
Estudios Políticos y Sociales, el cual promueve la participa-
ción de las y los jóvenes egresados de posgrados en México.

En la cuarta edición del Concurso Nacional de Estudios 
Políticos y Sociales, celebrada en 2022, el Jurado Califica-
dor revisó 109 tesis participantes, de las cuales 63 fueron de 
maestría y 46 de doctorado que se presentaron como traba-
jos de titulación en instituciones públicas y privadas a nivel 
nacional.

Las temáticas de estos textos fueron:

• Estudios electorales
• Cultura política 
• Derechos humanos 
• Género y política
• Grupos vulnerables y representación
• Administración y función pública
• Participación ciudadana
• tic’s y democracia

MENSAJE DEL JURADO CALIFICADOR
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Estos documentos fueron revisados por este jurado con 
atención en los siguientes aspectos: 1) relevancia del tema 
estudiado, 2) rigor metodológico, 3) coherencia interna y 
estructura lógica de la investigación, 4) actualidad de las 
referencias bibliográficas, 5) pertinencia del marco teóri-
co y organización de contenidos, 6) aporte disciplinar y 7) 
trascendencia en las conclusiones.

Para llegar a un veredicto, este Jurado Calificador realizó 
varias reuniones en las que se tomaron diversos acuerdos. 
En una primera fase se seleccionaron 17 trabajos semifina-
listas, posteriormente se contrastaron los contenidos en di-
versas plataformas de detección de plagio y en páginas de 
internet para verificar la originalidad de los mecanuscritos. 

Es importante recalcar que la revisión de las tesis se hizo 
con respeto a lo establecido en la convocatoria: el principio 
de imparcialidad fue la base de los acuerdos tomados. 

Se trató de un trabajo exhaustivo, pero al mismo tiempo 
de gran aprendizaje, ya que se dio muestra del talento de 
las personas participantes, destacamos los trabajos de tesis 
de maestría de Fernando Vargas Olvera y José Pablo Aretia 
Ruiz y, en tesis de doctorado, los de Héctor Ramón Alonso 
Vázquez y Gabriela Gutiérrez Dávila. En la determinación 
final consideramos la originalidad, relevancia de la temá-
tica analizada, aportes disciplinares e impacto de las inves-
tigaciones.

¡Enhorabuena para las personas ganadoras del premio!
Esperamos contar nuevamente con su participación en 

futuras ediciones del Concurso Nacional de Estudios Polí-
ticos y Sociales.
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Dra. María del Socorro Arzaluz Solano
Presidenta del Jurado Calificador

Dra. Alma Rosa Saldierna Salas
Integrante del Jurado Calificador

Dra. Juana Isabel Vera López
Integrante del Jurado Calificador

Dr. José Fredman Mendoza Ibarra
Integrante del Jurado Calificador
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Reseña de la tesis 
La judicialización de la identidad originaria. 

La impugnación electoral en San Andrés Totoltepec, 
Tlalpan, Ciudad de México

Fernando Vargas Olvera

Introducción
Mi tesis de maestría ha sido una pequeña contribución al 
conocimiento y divulgación sobre las luchas autonómicas 
de los pueblos originarios de la Ciudad de México (cdmx en 
adelante). A un año y medio de mi examen de grado, nue-
vos frentes de lucha se han gestado en la capital y profun-
dos avances se han logrado en el terreno de la autonomía y 
el autogobierno. En este sentido, la presente reseña busca 
situar los principales argumentos y hallazgos de la investi-
gación sobre el proceso judicial de San Andrés Totoltepec, 
Tlalpan, y relacionarlos con los nuevos frentes de lucha de 
los pueblos originarios y sus interacciones con el Gobierno 
de la cdmx.

Actualmente, San Andrés Totoltepec ha consolidado el 
Concejo de Gobierno Comunitario como la autoridad repre-

PRIMER LUGAR
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sentativa del pueblo. Ha finalizado su Estatuto de Gobierno 
Comunitario en 2021, la primera normatividad comunitaria 
producida por un Gobierno colegiado en la cdmx. Asimis-
mo, el Concejo de Gobierno ha sido renovado en asamblea, 
el pasado 8 de mayo de 2022, con lo que se consolidaron los 
entramados comunitarios y se fortaleció uno de los prime-
ros frentes de autogobierno en la cdmx. 

En la capital, el escenario político y jurídico también se 
ha transformado. La elaboración y los procesos de consul-
tas ciudadanas e indígenas sobre las leyes secundarias de la 
Constitución Política de la cdmx han significado para los 
pueblos afrentas políticas que amenazan sus territorios y 
recursos naturales (los bosques, los humedales y los siste-
mas agrícolas chinamperos). Mediante un uso hegemónico 
y multicultural del reconocimiento de los pueblos origina-
rios como sujetos de derecho, local y federal, el Gobierno 
capitalino trata de coartar sus territorios. 

Ejemplos de estas nuevas políticas multiculturales han 
sido la Convocatoria de registro de pueblos y barrios ori-
ginarios (Aviso por el que se da a conocer la convocatoria 
pública para constituir el Sistema de registro y documen-
tación de pueblos y barrios originarios y comunidades in-
dígenas residentes en la Ciudad de México, 2022), un censo 
constitutivo que entre otros elementos busca reducir el re-
conocimiento de los pueblos y barrios originarios a espacios 
geográficos, los cuales representan el territorio reconocido 
por cada población. También el Plan General de Desarrollo 
(pgd) y el Plan General de Ordenamiento Territorial (pgot) 
son políticas que buscan quitar los candados legales al suelo 
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de conservación en el sur de la cdmx, bajo la categoría de 
suelo rural (Instituto de Planeación y Prospectiva, 2022a, 
p. 44). Mediante dicha nomenclatura se vulneran las zonas 
forestales y los humedales de recarga de agua de la ciudad, 
con el argumento de que estas zonas han ido perdiendo 
potencia agrícola o de recarga de los mantos acuíferos. El 
uso político de esta categoría no expresa de forma directa 
la privatización del territorio de conservación, pero sí quita 
los candados de evaluación de construcción y urbaniza-
ción, lo cual posibilita la entrada del capital inmobiliario y 
que los megaproyectos puedan construirse, sin más frente 
de evaluación que el otorgado por las instituciones guber-
namentales. 

Proveo estos breves antecedentes inicialmente para co-
locar de forma contextual la situación contemporánea al 
análisis del problema de investigación de mi tesis: reflexio-
nar cómo la identidad originaria se ha articulado en los 
procesos judiciales electorales que los pueblos originarios 
como San Andrés Totoltepec han entablado, desde 2016 a la 
actualidad, para modificar sus formas locales de elegir a sus 
autoridades, e incluso de cambiar la naturaleza de sus figu-
ras de Gobierno. Después de un año y medio de continuar 
mi reflexión antropológica y política sobre los pueblos, sitúo 
la siguiente hipótesis: las luchas electorales que los pueblos 
originarios han entablado en los tribunales judiciales fueron 
las primeras acciones de movilización socio-legal, cuyo ob-
jetivo ha sido transformar el Gobierno vertical y el control 
electoral clientelar que el Gobierno capitalino y sus Alcal-
días han ejercido en los pueblos, hacia formas electivas y de 
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Gobierno comunales, rumbo al control y autonomía terri-
torial: en camino al autogobierno de los pueblos originarios. 

El problema de investigación y la hipótesis buscan re-
flexionar sobre los alcances y hallazgos de mi investigación, 
a la luz de los nuevos frentes de lucha territorial y del re-
conocimiento en la cdmx. Esta reseña se divide en cuatro 
apartados: 1) el concepto judicialización y el campo políti-
co-electoral como universo de descripción etnográfica; 2) 
el pueblo originario como identidad y construcción antro-
pológica y política; 3) el proceso judicial electoral en San 
Andrés Totoltepec y la Constitución de la cdmx; y 4) hallaz-
gos y reflexiones críticas. 

El concepto de judicialización y el campo político-electoral 
como universo de descripción etnográfica
Una de mis preguntas que se mantuvieron durante todo el 
proceso de investigación fue qué ocurre con el ser origina-
rio, en tanto identidad, cuando esta se entrama de forma 
estratégica en un proceso judicial. Más allá de una pregunta 
teórica sobre la identidad, esta cuestión fue detonada por la 
alta ambivalencia de significaciones sobre lo originario, ya 
sea como autoadscripción de varios pobladores nativos de 
los pueblos del sur de la cdmx, como concepto político y 
antropológico en debate o como acreditación y sustento de 
interpretaciones en el campo judicial. 

Por tanto, era necesario un armazón teórico-concep-
tual y metodológico que me ayudara a conocer las trans-
formaciones de la identidad pueblo originario, mediante los 
procesos judiciales que varios pueblos originarios entabla-
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ron entre 2016 y 2017 (Alejos Arredondo citado en Otálora 
Malassis et al., 2020; Velázquez citado en Aragón Andrade y 
Bárcena Arévalo, 2022). Articulé el curso de mi reflexión en 
diferentes niveles: tener un marco teórico amplio que parte 
desde el concepto de judicialización para sustentar el aná-
lisis sobre las transformaciones de la identidad originaria. 
Por medio de una metodología de descripción etnográfica 
redondeo a lo electoral como un campo de disputa. La des-
cripción etnográfica del campo electoral me permitió trazar 
las minuciosas transformaciones identitarias, involucradas 
en un juicio electoral. En este intervinieron y se produjeron 
una considerable cantidad de actores y de documentos que 
rebasaron los límites de acción de los tribunales judiciales 
(litigantes, opositores, autoridades tradicionales, defenso-
res, burócratas y académicos).

La judicialización como concepto
La judicialización de la política ha sido un concepto estu-
diado desde la ciencia política para conocer el involucra-
miento de los tribunales judiciales en la toma de decisio-
nes de la rama ejecutiva del Estado, o bien en procesos de 
elección presidenciales, en que una elección no puede diri-
mirse mediante la participación ciudadana electoral, y más 
bien transita a la decisión judicial (Miller, 2004; Hirschl en 
Goodin, 2011). Desde la sociología jurídica, la judicializa-
ción ha sido comprendida con el concepto de estrategia, en 
el sentido de formar parte de un conjunto de acciones de 
movilización legal, en la cual la ciudadanía movilizada im-
pulsa demandas y agendas políticas mediate la acción legal  
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(Slumovitz, 2008). También la judicialización ha consti-
tuido una acción de incidencia del discurso en litigios para 
producir nuevos derechos o para la resolución de los «[…] 
conflictos entre derechos establecidos y prácticas que violan 
esos derechos» (Slumovitz citado en Sieder et al., 2011, p. 
176). La judicialización ha sido comprendida también desde  
las valoraciones acerca de los tribunales judiciales: como 
entes con mayor eficacia para resolver conflictos, para cali-
ficar políticas públicas o para incidir en la toma de decisio-
nes de instancias burocráticas (Tacher Contreras citado en 
Morás y Bottinelli, 2019, p. 43).

Las visiones revisitadas anteriormente parten de una 
comprensión unitaria del derecho estatal, y a la judicia-
lización como dentro de las reglas —por así decirlo— que 
impone el derecho, como entidad de comprensión de un 
Estado considerado de manera homogénea. Sin embargo, 
estas visiones no permiten comprender qué sucede cuan-
do la materia a judicializar proviene de un orden jurídico 
no occidental y principalmente no estatal. ¿Cómo pensar 
a la judicialización cuando las demandas de derechos pro-
vienen de un sistema normativo interno y ontológicamen-
te diverso, específicamente desde los pueblos indígenas y 
originarios?

Para acercarme a una definición más comprensiva, re-
tomé el concepto de judicialización, desde las investigacio-
nes de Rachel Sieder. En su visión, judicializar supone una 
forma de interacción derivada de un concepto globaliza-
dor: la juridificación. Inicio con este último concepto para 
identificar los flujos de construcción de juridicidad en cam-
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pos fuera y dentro del Estado. Rachel Sieder (2020) define 
la juridificación que involucra a población indígena como 
«[…] juridification involving indigenous peoples occurs at 
the intersection between forms of law with often radica-
lly different epistemological and ontological bases: on one 
hand, hegemonic national and international legality and, 
on the other, the autochthonous forms of law of colonized 
peoples» (Sieder, 2020, p. 19).

En el marco general, la juridificación juega un papel de 
intersección entre órdenes del derecho ontológicamente 
distintos. Al remitirme a la categoría identitaria de pueblo 
originario, la ontología la he comprendido de forma rela-
cional e inmersa en la identidad. Si es posible pensarse, lo 
ontológico remite a conocer las normatividades producidas 
mediante relaciones de los originarios con el territorio (en 
la defensa de los bosques, los sistemas chinamperos y las 
parcelas agrícolas); en relaciones de parentesco vinculadas 
a la participación del pueblo en los ciclos festivos anuales, 
en el involucramiento político dentro de sus autoridades 
tradicionales y —la materia de este trabajo— en su interac-
ción con los tribunales para impulsar demandas comuni-
tarias. En este último punto involucro a la judicialización y 
la identidad como ámbitos altamente dinámicos que, den-
tro de los flujos de juridificación o juridización (O’Donnell 
citado en Sieder et al., 2011, p. 315), los sujetos articulan 
y entraman nuevas significaciones y transformaciones de 
lo que es ser, así como de lo que podría llegar a volverse o 
transformarse dentro de lo originario. En este sentido, con-
tinúo la definición del concepto de judicialización, com-
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prendida por Rachel Sieder, Line Schjolden y Alan Angell 
(2011) como

[…] la presencia cada vez mayor de los procesos judiciales 
y de los fallos de los tribunales en la vida política y social, 
y la creciente resolución en los tribunales de los conflictos 
políticos, sociales o entre el Estado y la sociedad […] ligado 
a un proceso mediante el cual una gama diversa de actores 
políticos y sociales percibe cada vez más la ventaja de invo-
car estrategias legales y recurrir a los tribunales para hacer 
valer sus intereses (p. 19). 

La judicialización me permite comprender las interacciones 
entre los actores litigantes, los defensores y los tribunales 
judiciales; sin embargo y como parte de los flujos de juridi-
cidad, la juridificación también tiene un papel articulador 
más amplio. Por ejemplo, en el momento en que surgen in-
terpretaciones desde los tribunales judiciales que relacio-
nan lo originario a lo indígena, lo que impacta fuera de las 
cortes, en las acciones de la movilización social y la orga-
nización comunitaria local, cuando los litigantes deciden 
contravenir alguna resolución en las sentencias judiciales, 
desde una estrategia legal comunitaria o una acción direc-
ta, al punto de modificar las resoluciones de los tribunales 
y las visiones legales de los magistrados, desde un discurso 
de derechos producido desde su propio ser originario. Tan-
to la juridificación como la judicialización constituyen mo-
vimientos de ida y vuelta, los cuales pude identificar en el 
curso del proceso judicial de San Andrés Totoltepec. Para 
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el análisis de estos vaivenes, recurrí a otras conceptualiza-
ciones que me ayudaron a analizar flujos de juridificación, 
dentro del contexto de la judicialización: los conceptos de 
traducción, vernacularización (Merry, 2010) y de looping effect 
(o efecto recursivo) (Kirsh citado en Eckert, 2012).

Entiendo a la traducción1 como una dinámica constitu-
tiva de los procesos de juridificación. La traducción se ha 
analizado desde el discurso, cuando existe una codificación 
de las demandas de los pueblos a un lenguaje jurídico, me-
diado por los abogados litigantes y posteriormente en los 
tribunales. Sin embargo, la traducción tiende a compren-
derse como un proceso de una sola vía. Por tanto, para ir 
más allá de la dinámica unilateral de la traducción jurídi-
ca, retomo la vernacularización. Sally Engle Merry defi-
ne este concepto desde los individuos o grupos que «[…] 
appropriate, deploy, redefine, and transform dominant le-
gal norms, framings, and instruments within specific set-
tings, thereby “localizing” them» (Merry citado en Sieder, 

1 El concepto de traducción es tratado por Julia Eckert, quien lo retoma 
del trabajo de Sally Engle Merry. Merry define desde la traducción de la 
teoría del actor-red, «[…] who translate legal norms between the ver-
nacular notions of their clients and the legal language of the wider are-
nas» (citado en Eckert et al., 2012, pp. 9-10). La traducción constituye 
un mecanismo de flujo y tránsito discursivo entre las demandas locales 
y los lenguajes legales de los tribunales. El problema de este concepto, 
de acuerdo con los autores, es que la traducción designa el tránsito en 
una sola vía (arriba hacia abajo), no deja entrever la interpretación local 
de las normas legales y no profundiza en el traductor concreto ni a su 
interpretación de la ley a los términos locales, solo se detiene a las redes 
de poder que establece en su práctica traductora.
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2020, p. 6). La vernacularización la comprendo como un 
flujo cultural2 y del derecho que va más allá de una lógica 
arriba-abajo; un trasplante del derecho estatal y el derecho 
internacional a un sistema político y de justicia local. Sa-
lly Engle Merry apunta que «[…] para que las ideas sobre 
derechos humanos sean efectivas se necesita traducirlas 
a los lenguajes locales y situarlas en los contextos locales 
de poder y significado. Se necesita, en otras palabras, re-
formularlas en lenguaje vernáculo» (Merry, 2010, p. 23). 
Los flujos de codificación jurídica y cultural que produce 
la vernacularización los analizo bajo el concepto de looping 
effect, referido al proceso concreto por el cual las ideas y 
prácticas indígenas son remodeladas a través de su interac-
ción con las cortes (Kirsch citado en Eckert et al., 2012, p. 
24). El looping effect es importante para el análisis porque 
concierne no solo a las prácticas o discursos juridificados, 
sino a los judicializados (en tanto las demandas de los li-
tigantes entran en contacto con las cortes, y los tribunales 
devuelven traducido un derecho comunitario, que impac-
ta de vuelta en la movilización socio-legal). En este senti-
do, el efecto recursivo me permite analizar los vaivenes de 
aquellas demandas de los pueblos indígenas que tienen un  

2 En la propuesta sobre los flujos culturales en la transnacionalización de 
los derechos humanos, Sally Engle Merry distingue tres: 1) la formación 
de consensos trasnacionales en la elaboración de documentos y reso-
luciones a nivel internacional; 2) los trasplantes de programas trasna-
cionales que una sociedad elabora y se trasplantan a otra; y 3) la trans-
formación local del conocimiento trasnacional por sujetos nacionales 
y locales que participan en eventos trasnacionales y luego llevan a sus 
países lo que aprenden allí (Merry, 2010, pp. 51-53). 
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impacto en la forma de resolución de los tribunales judicia-
les, así como desde las resoluciones judiciales que impactan 
en las identidades y subjetividades de los pueblos. 

La etnografía de las elecciones
Una etnografía que me permitiera llegar a la minuciosidad 
de las transformaciones discursivas y políticas de la iden-
tidad originaria demandaba repensar qué universo de des-
cripción quería retratar. Ante una gran cantidad de actores 
que entran y salen a lo largo de un proceso judicial que lle-
vó cerca de dos años y medio (2016-2018), consideré que el 
eje principal era el campo en donde se desenvolvió la im-
pugnación y todo el proceso judicial: el político-electoral. 
Posteriormente, reflexioné cómo podía identificar aquellos 
ordenamientos jurídicos provenientes del Estado y las nor-
matividades internas del pueblo de San Andrés Totoltepec, 
involucrados a lo largo del proceso de impugnación elec-
toral. Finalmente, resolví cómo hacer la metodología de 
recolección de información, ante un periodo de trabajo de 
campo atravesado por la etapa más intensa de la pandemia 
por covid-19 (septiembre-diciembre de 2020). 

Inicialmente retomé la propuesta metodológica de Ri-
cardo Méndez García (2018) sobre la etnografía de la impug-
nación. En su tesis doctoral, Méndez García propuso rastrear 
—en clave multilocal— el arco de disputa electoral,3 las con-
diciones, la circulación y las significaciones del conflicto  

3 El autor planteó una guía metodológica para acercarse a los procesos de 
impugnación, la cual parte de estancias de campo en la población y de 
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electoral en el municipio de Atzompa, Oaxaca (Méndez 
García, 2018, pp. 17-18). En diálogo con el autor, propuse 
realizar una etnografía de las elecciones: una construcción 
descriptiva del proceso electoral y de impugnación en San 
Andrés Totoltepec, Tlalpan. 

A partir de la propuesta de Ricardo Méndez García (2018) 
pude construir una descripción etnográfica multilocal4 y 
procesual5 sobre la elección y la impugnación electoral, con 
base en la disputa de San Andrés Totoltepec. El proceso de 
impugnación —propuesto etnográficamente por Méndez 

conversaciones formales e informales con involucrados, como revela-
doras de las dimensiones ocultas de la política electoral. También com-
binó la información local con el estudio de las instituciones judiciales, 
a través de estancias en el Instituto Estatal Electoral y de Participación 
Ciudadana de Oaxaca para hacer consultas de los expedientes judiciales.

4 La perspectiva de la etnografía multilocal de George E. Marcus (2001) 
me será de ayuda para enriquecer la descripción etnográfica desde un 
conjunto de escenarios interactuantes. Mediante el posicionamiento 
multilocal de la investigación planteo seguir la metáfora originaria: «[…] 
trazar las relaciones y sustentos sociales de asociaciones que están más 
claramente vivas en el lenguaje y hacer uso de medios visuales e impre-
sos» (Marcus, 2001, p. 119).

5 El denominado paradigma procesual parte de un conjunto de estudios 
sobre la disputa y la toma de decisiones, mediante las metodologías del 
caso extendido (Sierra y Chenaut, 2002). En este sentido, el estudio de 
las disputas  es considerado a partir de procesos inscritos en relaciones 
sociales de mayor amplitud, los cuales permiten dar cuenta del derecho 
y la jerarquía de las normas que entran en juego, como consecuencia 
de relaciones sociales y culturales situadas (Sierra y Chenaut, 2002). De 
acuerdo con las autoras, el análisis de la disputa presupone estudiar la 
prehistoria de la disputa — el estado de las relaciones sociales de fun-
damento—, la disputa misma —la negociación, la mediación y la reso-
lución entre las partes— y, por último, las consecuencias sociales del 
acuerdo al que se llegó (Sierra y Chenaut, 2002, p. 127).
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García— es importante, pero mi intención era llevar la des-
cripción hacia considerar el momento anterior, el proceso 
de elección del que provienen los agravios impugnables 
de los juicios político-electorales. En este sentido, articu-
lé ambos procesos como fases de un solo campo electoral 
para conocer el proceso por el cual se dieron los agravios 
que posteriormente fueron impugnados en los tribunales. 

La etnografía de las elecciones constituyó mi método et-
nográfico, cuyo universo de descripción fue el campo po-
lítico electoral, un espacio de interacciones que conjuntó 
una diversidad de escenarios y actores articulados al eje 
principal: la disputa electoral en San Andrés Totoltepec. Por 
medio de este campo electoral pude evidenciar las relacio-
nes en tensión al interior del pueblo originario, las cuales 
llevaron a resolver sus conflictos electivos en los tribuales 
judiciales. Principalmente analicé los flujos de identidad 
que se vieron impactados en el pueblo por los tribunales y 
las transformaciones políticas que devinieron del proceso 
de cumplimiento de la sentencia de impugnación. 

Principalmente, al considerar las elecciones como un 
campo en disputa, pude analizar los órdenes del derecho 
que se encontraban en tensión y reflexionar acerca de sus 
articulaciones, usos estratégicos e hibridaciones. En tér-
minos analíticos, dividí el campo político-electoral en dos 
ámbitos. En primer lugar, lo electivo me permitió identifi-
car las dinámicas de organización y realización de las elec-
ciones de los pueblos como San Andrés Totoltepec, y en 
general de los pueblos originarios de la Ciudad de México. 
Asimismo, consideré a los organismos locales de toma de 
decisión (Junta Cívica), a las etapas del proceso de elección  
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(en coordinación con la Delegación Tlalpan) y a las deman-
das de impugnación, entendidas como una disputa impul-
sada por facciones locales, hasta el momento en que eran 
remitidas a los tribunales electorales. En segundo, en lo 
electoral identifiqué los procesos de elección que forman 
parte de los sistemas de elección y Gobierno partidistas, 
junto a sus mecanismos de toma de decisiones, sus etapas 
del proceso electoral y sus instancias judiciales de regu-
lación y sanción. Con relación a ambos ámbitos, tomé en 
cuenta las divisiones territoriales electorales y también los 
entendimientos locales sobre el territorio, los cuales distan 
de las cartografías electorales, agrarias y administrativas.

No obstante, a la par que trabajaba en la categorización 
de estos ámbitos, me di cuenta de que difícilmente algunas 
de las interacciones de los pueblos y los tribunales podían 
catalogarse de forma ideal en alguno de estos polos. Por tan-
to, requerí de otras formas conceptuales que me ayudaran a 
comprender ordenamientos híbridos, los cuales surgían a la 
luz del proceso judicial, principalmente en el momento de 
entrega de vistas de los documentos y requerimientos a las 
partes, junto con sus posteriores manifestaciones, deman-
das y resoluciones en acuerdos plenarios en los tribunales, o 
desde los litigantes y abogados defensores. Para aproximar-
me a una comprensión de estos fenómenos de hibridación 
jurídica, consideré la perspectiva del pluralismo jurídico 
(Sierra citado en Chenaut et al., 2011), en el sentido del re-
conocimiento de diversos órdenes del derecho, que se en-
cuentran en interacción durante todo el proceso de disputa 
judicial electoral. 
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En términos de pensar este pluralismo jurídico operan-
te dentro de un campo como el electoral, reflexioné que el 
derecho estatal y el derecho de los pueblos mantenían re-
laciones de articulación, pero desde sus propios ámbitos de 
conocimiento y experimentación: pensar en las formas de 
vernacularización y traducción jurídica, producidas duran-
te la disputa electoral, las cuales no solamente provienen de 
una polaridad que remite a considerar el pluralismo jurídico 
como un aislamiento aparente entre los campos jurídicos 
estatales y no estatales. Comprendí que existen posibilida-
des de que se construya un tercer campo o ámbito de arti-
culación; un campo de discurso y práctica donde puedan 
observarse formas vernáculas del derecho estatal y no es-
tatal, así como dinámicas y formas de hibridación jurídica. 

Por tanto, me allegué al concepto de Sally Falk Moo-
re (1973) del campo semiautónomo para analizar el campo 
electoral fuera del aparente binarismo de lo estatal y lo no 
estatal, y más bien como una articulación de escenarios y 
órdenes jurídicos precarios y volátiles. Estos construyen un 
tercer campo semiautónomo, formado en tanto la disputa 
electoral articula el pluralismo jurídico y la vernaculariza-
ción de forma recursiva. Probablemente en mi tesis no sea 
tan clara la distinción de la cualidad semiautónoma —cues-
tión que continúo trabajando—, pero uno de los ejes de 
comprensión de la disputa electoral y su capacidad produc-
tiva precisamente está en la complejidad de fuentes. Estas 
proveen las argumentaciones e interpretaciones involucra-
das en la disputa judicial, ya sea por los litigantes origina-
rios o sus opositores, por los abogados defensores, por los 
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magistrados, por las autoridades gubernamentales o por los 
antropólogos peritos. El meollo no está en lo diferenciable 
del análisis, sino en la capacidad de articulación, de flujo e 
hibridación de los órdenes jurídicos.

El pueblo originario como identidad y construcción 
antropológica y política
Al hablar de los pueblos originarios en la cdmx, sus formas 
de autoadscripción y sus frentes de lucha autonómicas, nos 
encontramos con diferenciaciones claras. En principio, la 
adscripción de lo originario no siempre remite a una sino-
nimia con la adscripción pueblo indígena. Esta diferencia se 
debe a siglos de discriminación de los ciudadanos capitali-
nos a los pueblos indígenas quienes, desde la conformación 
de la capital en el siglo XIX, han llegado a poblar la ciudad, 
en busca de mejores oportunidades de vida. Después, lo 
originario constituyó una identidad estratégica, un frente 
de defensa del territorio que los pueblos formularon contra 
la destrucción de sus zonas forestales y sistemas agrícolas 
chinamperos, al sur de la urbe. Asimismo, lo originario, en 
las primeras décadas del siglo XXI, transitó de un estan-
darte de lucha autonómica a una política pública. Median-
te diversas políticas del reconocimiento multiculturales, el 
extinto Gobierno del Distrito Federal estableció una política 
de los pueblos originarios: un conjunto de políticas estata-
les que tuvieron como objetivo racionalizar y homogeneizar 
la adscripción de los pueblos, a través de diversas institu-
ciones, políticas públicas de censo y registro, así como or-
ganismos participativos que institucionalizaron la lucha de 
los pueblos originarios bajo el seno del Estado. 
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En un periodo de 20 años (1996-2006), lo originario se 
consolidó como una identidad polisémica y cuya alta plas-
ticidad es correspondiente a las formas en que fue cons-
truida, desde los pueblos, la academia antropológica y 
desde el Gobierno estatal. Para consolidar el esquema his-
tórico sobre el concepto originario, recurro a otro trabajo 
en el que analizo a la identidad como principio de eman-
cipación electoral desde la judicialización (Vargas Olvera, 
2021a). En este ensayo esquematizo diferentes etapas de 
construcción teórica, histórica y política del pueblo ori-
ginario, tanto como identidad, así como concepto. Bajo 
el término iteración pude relacionar las dinámicas de ver-
nacularización y el efecto recursivo del derecho de forma 
histórica, en tanto diversos cuerpos de ley se anudan en 
el tiempo, como procesos de transformación, adición o 
enriquecimiento de relaciones, prácticas, significados y 
subjetividades (Eckert et al., 2012, p. 11). Con este concep-
to, comprendo a la identidad originaria fuera de la linea-
lidad historiográfica, y más bien inserta y producto de un 
conjunto de ciclos y dinámicas cíclicas de transformación 
conceptual y de producción de subjetividades, en mo-
mentos coyunturales de condensación o conjunción. En el 
momento en que los pueblos retoman discursos y lógicas 
del contexto donde se desenvuelve la identidad, lo origi-
nario toma una plasticidad estratégica, y correspondiente 
al escenario de su desdoblamiento: en asambleas comuni-
tarias, en trabajos comunales, en protestas sociales y ar-
gumentaciones jurídicas, o bien desde políticas públicas, 
interpretaciones judiciales, legislaciones participativas o 
en artículos constitucionales.
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A partir de la lógica de iteraciones, dividí la historización 
sobre el concepto de pueblo originario en cuatro etapas, más 
una quinta iteración contemporánea, tema principal de la 
tesis: la supresión, la transformación, la reivindicación, la 
oficialización y, por último, la judicialización. La iteración 
de supresión refiere a la etapa del Gobierno verticalista del 
Departamento del Distrito Federal (ddf), instituido desde 
1929 cuando el Congreso de la Unión suprimió el régimen 
municipal en la capital. La supresión del municipio libre 
trajo muchos cambios administrativos y territoriales, por lo 
que se vieron modificadas las autoridades civiles de los pue-
blos, llamadas subdelegados. Estas autoridades fueron un 
nivel de Gobierno en la capital, y con el paso de las décadas 
fue subsumiéndose hasta volverse un empleado de las dele-
gaciones que componían al Distrito Federal. Las iteraciones 
de transformación y de reivindicación refieren a las movi-
lizaciones sociales de los pueblos del sur de la ciudad en la 
década de los noventa, en el marco de la transición demo-
crática del Distrito Federal (1987-1996) en que se produjeron 
las primeras adscripciones de los pueblos como originarios. 
Desde la década de los setenta, los pueblos de Tlalpan se ha-
bían congregado en el Movimiento Popular de Pueblos y Co-
lonias del Sur, pero fue hasta los noventa que las luchas en 
defensa de los pueblos del sur de la capital se erigieron bajo 
el estandarte étnico de lo originario, como frente identitario 
de defensa y propiedad ancestral del territorio. 

En esta época, las luchas de los pueblos originarios se ar-
ticularon en dos frentes identificables: la defensa del terri-
torio y la reivindicación política de las autoridades locales 
(subdelegados y coordinadores territoriales), quienes ha-
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bían quedado invisibilizados en el nuevo trazo administrati-
vo y político-electoral de la apertura democrática en el Dis-
trito Federal. Las movilizaciones de los pueblos produjeron 
nuevas relaciones con el Gobierno de la capital, en principio 
progresistas, lo que dio paso a la iteración de oficialización 
de lo originario. Los Gobiernos perredistas de Andrés Ma-
nuel López Obrador (2000-2006) y Marcelo Ebrard (2006-
2012) crearon diversas políticas públicas e instituciones de 
atención a los pueblos originarios e indígenas migrantes, 
tales como el Programa de Apoyo a los Pueblos Originarios 
(papo) en 2003, la Secretaría de Desarrollo Rural y Equidad 
para las Comunidades (sederec) y el Consejo de Pueblos y 
Barrios Originarios del Distrito Federal en 2007. El Consejo 
impulsó diversas políticas de censo y registro como el Pa-
drón de Pueblos y Barrios Originarios y el Atlas Etnográfico 
de los pueblos originarios del Distrito Federal  (2008-2011). 
Desde la Asamblea Legislativa también se impulsó la refor-
ma a la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Fede-
ral de 2010 y las iniciativas de Ley de pueblos, entre 2011 y 
2013. En general, estas fueron políticas, instituciones y le-
gislaciones que enmarcaron a los pueblos originarios como 
unidades territoriales y poblaciones étnicamente diferen-
ciadas, pero con un reconocimiento limitado de sus dere-
chos al territorio y a la participación política diferenciada 
del resto de la ciudadanía metropolitana de la capital. 

En un esquema general, considero que lo originario cons-
tituyó una identidad política y jurídica, cuya etnicidad se 
produjo dentro de una relación íntima con el Estado, pero 
siempre desde el sustento de los frentes de lucha territorial 
de los pueblos. Durante las etapas de oficialización, los aca-
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démicos —antropólogos principalmente— contribuyeron a 
complejizar la visión de los pueblos originarios bajo docu-
mentaciones históricas y etnográficas, así como en concep-
tualizaciones taxonómicas articuladas desde visiones me-
soamericanistas y socio-antropológicas (Medina Hernández, 
1995). El problema que concluyo en este apartado fue que la 
oficialización, si bien posibilitó que los pueblos y sus fren-
tes de lucha pudieran impulsar sus demandas en los esce-
narios del Estado, también llevó a que muchas de sus movi-
lizaciones se institucionalizaran, al articularse con redes de 
clientelismo político-partidista, principalmente del prd. En 
este sentido, observo el carácter pluralista de lo jurídico en 
las luchas de los pueblos y sus antagonismos políticos, des-
de comprender que la movilización social que sustentó a lo 
originario, a partir de los noventa, empezó a oponerse a la 
movilización de los originarios que se habían articulado en 
las redes político-partidistas en el Gobierno capitalino. Se 
antagonizó la institucionalización de lo originario desde las 
legalidades del Estado (Aragón Andrade, 2021) versus lo ori-
ginario como principio autonómico de organización social y 
política, desde sus sistemas normativos de elección de auto-
ridades y de sus luchas en defensa del territorio. 

El proceso judicial electoral en San Andrés Totoltepec 
y la Constitución de la cdmx
San Andrés Totoltepec es uno de los 11 pueblos originarios6 

6 De acuerdo con el Padrón de Pueblos Originarios, aquellos pertenecien-
tes a la Alcaldía de Tlalpan son: Chimalcoyoc (La Asunción), Magdalena 
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pertenecientes a la Alcaldía7 de Tlalpan. El pueblo está ubi-
cado entre el kilómetro 22.2 de la carretera federal Méxi-
co-Cuernavaca y la autopista de cuota. Abarca un territorio 
considerable cuyas zonas forestales colindan con el volcán 
Xitle, el Colegio Militar y el Parque Ecológico de la cdmx. 
Colinda, al norte con el pueblo de San Pedro Mártir, al sur 
con San Miguel Xicalco, la Magdalena Petlacalco y San Mi-
guel Ajusco; al oriente limita con Santiago Tepalcatlalpan y 
Tepepan (Xochimilco), y al poniente con el Parque Ecoló-
gico y con la primera y segunda sección de la colonia Mi-
guel Hidalgo (Delegación Tlalpan, 2015, p. 6). La toponi-
mia Totoltepec significa «Cerro del guajolote» o «Cerro de 
las aves», en la aglutinación de las palabras náhuatl totolli 
(guajolote, ave) y tepetl (cerro). 8 

La distribución del pueblo originario está dividida en un 
casco del pueblo, denominado históricamente como fundo 
legal; en el casco del pueblo habitan la mayoría de los ha-
bitantes originarios. La periferia de la población la compo-
nen 37 colonias, habitadas mayormente por avecindados. 
Parte del pueblo también considera el Parque Ecológico de 
la cdmx y el Parque Tepozan, así como dos zonas ejidales: 
el ejido de San Andrés Totoltepec y el Héroes de 1910. To-
toltepec cuenta con bienes comunales, cuyo comisariado 

Petlacalco, Parres El Guarda, San Andrés Totoltepec, San Lorenzo Hui-
pulco, San Miguel Ajusco, San Miguel Topilejo, San Miguel Xicalco, San 
Pedro Mártir, Santa Úrsula Xitla y Santo Tomás Ajusco. 

9 Antes de 2018 era denominada Delegación de Tlalpan, hasta la entrada 
del nuevo esquema de Gobierno, con la Ley de Alcaldías.

8 Traducción complementada por Jerónimo Paz, 2021.
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está reconocido como una autoridad local, pero no así en el 
Registro Agrario Nacional. Son bienes comunales de hecho, 
mas no de derecho. 

Además de sus autoridades agrarias, los sistemas norma-
tivos de Totoltepec también consideran a las autoridades re-
ligiosas y civiles. Las autoridades religiosas están compues-
tas por la organización eclesiástica de la parroquia de San 
Andrés Obispo de Nipona: el párroco encabeza la organi-
zación eclesial, seguido del fiscal, quien está encargado del 
mantenimiento del templo; también está la secretaria de la 
parroquia, quien realiza trámites de distribución de sacra-
mentos. Hay un Consejo Parroquial que concentra a diversas 
agrupaciones de feligreses como los grupos de catequesis, 
comunidades y coros de la Iglesia católica. También existen 
comunidades eclesiales de base que son congregaciones de 
feligreses, formadas en la teología de la liberación, com-
puestas desde finales de los años setenta. Las comunidades 
se dedican a realizar actividades de evangelización y trabajo 
social, en coordinación con diversas poblaciones como el 
vecino pueblo de San Pedro Mártir, considerado la cuna de 
las comunidades eclesiales. Por último, las mayordomías 
de las fiestas patronales se integran por seis agrupaciones: 
los de salva, los de castillo, los de música y los mayordomos 
de danza compuestos por los grupos de arrieros, chinelos y 
santiagueros.

Las autoridades civiles son el tema que nos ocupa en esta 
investigación, ya que fueron sustancialmente modificadas 
después del proceso judicial electoral. Por tanto, debo mar-
car un antes y un después en las autoridades civiles. Antes 
de la disputa electoral, el Gobierno local estaba a cargo del 
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subdelegado y el coordinador de los pueblos de Tlalpan; 
después del proceso judicial, las autoridades civiles, agra-
rias y religiosas se articularon por medio de representacio-
nes en el Concejo de Gobierno Comunitario. Para no ade-
lantarme a los hechos, voy a describir etnográficamente el 
antes desde el proceso de elección e impugnación electoral 
y el después con el cumplimiento de la sentencia y la con-
sulta indígena. Ambas etapas igualmente están delimitadas 
por un contexto más amplio y paralelo: la Asamblea Consti-
tuyente y la elaboración de la Constitución de la cdmx. 

La elección del subdelegado y la impugnación electoral 
Para 2016, las autoridades civiles estaban compuestas por 
el subdelegado del pueblo que, como lo describí en el apar-
tado histórico, fue la autoridad local en los pueblos desde 
1929. Además del subdelegado existía un organismo ciuda-
dano denominado Junta Cívica Electoral,9 el cual estaba en-
cargado de organizar los procesos electivos del subdelega-
do, cada tres años. Este era un órgano reglamentado por la 
población, y medianamente regulado por el otrora Instituto 
Electoral del Distrito Federal (en adelante iedf/iecm) y por 
la Delegación de Tlalpan. Entre junio y julio de 2016, ocurrió 

9 Este órgano no estaba regulado por ninguna ley electoral o participa-
tiva de la Ciudad de México, y más bien fue un organismo ciudadano 
constituido desde los propios pueblos, en coordinación con el Insti-
tuto Electoral, para llevar a cabo las elecciones de los subdelegados y 
coordinadores territoriales de los pueblos del sur de la capital. En otras 
delegaciones, este organismo también puede ser llamado Comisión 
Organizadora. 
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el proceso electoral de elección del subdelegado. Este pro-
ceso electivo tenía tres etapas: la conformación de la Junta 
Cívica, la organización de candidaturas y del proceso elec-
tivo, y la jornada de elección. Sin embargo, para este año, 
diversos activistas y habitantes originarios dieron cuenta de 
que todo el proceso electivo estaba controlado por el pe-
rredismo local, quien movilizaba el electorado de los ave-
cindados de las colonias, y volvió el voto de los originarios 
poblacionalmente irrelevante. Los originarios articularon 
una estrategia de doble vía, en colaboración con dos abo-
gados asesores10 y con la Defensoría Pública Electoral para 
Pueblos y Comunidades Indígenas del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (en adelante tepjf).11 Por un 
lado, los originarios participarían por vía independiente en 
el proceso electivo y por otro, empezarían a documentar las 
irregularidades de la elección de la junta cívica, para enta-
blar las primeras impugnaciones electorales.

El trazo de las múltiples impugnaciones entabladas es 
complejo: tras la elección de la Junta Cívica, el 19 de junio 
de 2016, los originarios involucrados en la planilla indepen-
diente interpusieron un primer juicio al entonces Tribunal 
Electoral del Distrito Federal (en adelante tedf/tecdmx) 
(tedf-jldc-2223/2016), y denunciaron irregularidades en 
la jornada electiva. El siguiente 11 de julio, la Junta Cívica 
emitió la convocatoria de elección del subdelegado y los 
activistas interpusieron un segundo recurso de impugna-

10 Larisa Ortíz Quintero y Jerónimo López Marín.
11 La defensora pública electoral que representó todo el caso ante los tribu-

nales fue la Mtra. Atzimba Xitlalic Alejos Arredondo. 
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ción contra la convocatoria a la Sala Regional Distrito Fe-
deral, del tepjf (sdf-jdc-2123/2016), el cual fue regresa-
do al tedf. Por último, el candidato independiente, Mauro 
Santillán, presentó un recurso de impugnación contra la 
asamblea de elección del subdelegado, el 31 de julio (te-
df-jldc-2403/2016) que fue acumulado al segundo juicio. 
El primer recurso de impugnación fue resuelto por el tedf, 
mientras los otros dos fueron acumulados y sobreseídos. 
La resolución del tedf validó la elección de la Junta Cívica, 
con el argumento de que no existían reglamentos para to-
mar un eje de evaluación del proceder de la jornada electi-
va. Por tanto, los litigantes promovieron un juicio en la Sala 
Regional Distrito Federal del tepjf, con los agravios de falta 
de exhaustividad en la resolución del tedf, carencia de un 
juicio de carácter intercultural y la violación al derecho a la 
libre determinación como pueblo originario. 

La sentencia sdf-jdc-2165/2016 fue resuelta el 12 de 
enero de 2017. La Sala Regional Distrito Federal resolvió a 
favor de los litigantes originarios, y ordenó a la entonces 
Delegación de Tlalpan y al Instituto Electoral del Distri-
to Federal (en adelante iedf) reponer el proceso electivo 
de acuerdo con sus sistemas normativos locales, los cuales 
debían ser conocidos e informados al tribunal, mediante la 
elaboración de un dictamen antropológico. 

En esta primera etapa de impugnaciones, la identidad 
originaria se articuló con formas de adscripción indígena, 
principalmente de las poblaciones nahuas. Los originarios 
debían articular su identidad de forma estratégica, al consi-
derar que los Magistrados no conocían siquiera que existían 
poblaciones indígenas y originarias en la ciudad, ni que lo 
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originario era una adscripción diferenciada en la cdmx. En 
este sentido, los litigantes se acreditaron como indígenas 
nahuas, y parte de la estrategia que articularon con la De-
fensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades In-
dígenas fue el adscribirse como indígenas nahuas, al tiempo 
que informaban a los tribunales las diferenciaciones cultu-
rales, políticas y jurídicas que implica el ser originario. 

En la primera etapa de impugnaciones, los litigantes, 
abogados defensores y asesores realizaron diversos tra-
bajos de vernacularización, al traducir estratégicamente 
la identidad de las poblaciones indígenas a la adscripción 
originaria. Estratégicamente, lo originario-indígena per-
mitió relacionar la identidad como la acreditación para el 
juicio electoral, como en la codificación de los originarios 
dentro del marco de derechos indígenas conocidos por los 
Magistrados: el artículo 2° constitucional, el Convenio 169 
de la oit y la Declaración de la onu sobre los derechos de 
los pueblos indígenas. Otra dinámica de vernacularización 
es manifiesta en la sentencia sdf-jdc-2165/2016, en la cual 
la Sala Regional articuló este marco jurídico internacional y 
federal a la legislación local en materia de pueblos origina-
rios, que para ese momento solamente era la Ley de Partici-
pación Ciudadana del Distrito Federal.  

Por último, el proceso de elección del subdelegado y las 
impugnaciones se llevaron paralelamente al proceso de for-
mación de la Asamblea Constituyente y la elaboración de la 
Constitución de la cdmx. El 4 de febrero de 2016, el Instituto 
Nacional Electoral (ine) emitió la convocatoria para elegir a 
60 congresistas (Juárez Undelo, 2017) por mayoría relativa, de 
los 100 que compusieron la Asamblea Constituyente. Cuando 
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inició el proceso de elección del subdelegado en Totoltepec 
(del 13 de junio al 31 de julio), los comicios del proceso elec-
toral constituyente habían concluido apenas el 5 de junio de 
2016 (Juárez Undelo, 2017; Sánchez citado en González et al., 
2021). El 12 de enero de 2017 cuando se resolvió la sentencia 
sdf-jdc-2165/2016, los trabajos de dictaminación y consulta 
de las iniciativas de conformación de los artículos constitu-
cionales habían concluido, principalmente de la propuesta 
de artículos relativos a los derechos de los pueblos y barrios 
originarios, y de las comunidades indígenas residentes.

El cumplimiento de la sentencia y la consulta indígena: 
el Concejo de Gobierno Comunitario
El proceso de cumplimiento de la sentencia comprende 
una complejidad de momentos y etapas, establecidas por 
las tensas relaciones entre los litigantes y los opositores al 
interior del pueblo de Totoltepec. La densidad del proceso 
judicial también residió en una importante producción de 
documentos entre las partes del litigio (manifestaciones, 
contestaciones, incidentes, acuerdos plenarios y perita-
jes) con la delegación de Tlalpan, el Instituto Electoral del 
Distrito Federal, con peritos antropólogos, así como con la 
Sala Regional del tepjf. Dicha complejidad fue correspon-
diente con el vaivén de significaciones sobre lo originario, 
que circularon no solo desde los originarios litigantes, sino 
también desde los originarios opositores. La identidad se 
convirtió en una arena de disputa, mediante el proceso ju-
dicial electoral. Para concretar los puntos relevantes de esta 
etapa, voy a referirme en cuatro momentos principales: la 
etapa de empantanamiento y la asamblea fallida; el juicio 
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contra el Manual Administrativo de Tlalpan; la unión del 
pueblo de Totoltepec y el proceso de consulta indígena. 

La etapa de empantanamiento, denominada así por el 
litigante principal Agustín Pérez, consistió en relaciones 
tensas en el pueblo posterior a la sentencia del 12 de enero 
de 2017. Tras la resolución de la Sala Regional, se formaron 
dos facciones en el pueblo: los litigantes en coordinación 
con los abogados asesores, y los opositores liderados por el 
subdelegado impugnado y por su hermano, quien deten-
taba el puesto gubernamental de coordinador de los pue-
blos de Tlalpan.12 Con la jefatura delegacional de Tlalpan, 
esta etapa se tradujo en la ralentización del cumplimiento 
de la sentencia y en tensiones de los litigantes con la dele-
gación. El centro de las tensiones sucedió porque los fun-
cionarios de la Delegación13 y del iedf trataron de cumplir 
con la sentencia sin considerar la intervención de las partes, 
principalmente de los litigantes originarios. Prueba de ello 
fue que el Instituto Electoral trató de realizar, como autori-
dad responsable, el peritaje antropológico;14 y en coordina-

12 Este es un puesto adscrito a la Dirección de Participación Ciudadana de 
Tlalpan. Este coordinador aglutina a los subdelegados de los 11 pueblos 
originarios de Tlalpan, al coordinarlos para actividades de enlace con 
la Jefatura Delegacional, ahora Alcaldía. El entonces coordinador trató 
de instrumentalizar la oposición no solo al interior del pueblo, sino con 
presión por parte de los subdelegados de los otros pueblos originarios. 

13 De la Dirección de Concertación Política y la Dirección de Jurídico y Go-
bierno.

14 En realidad, y como está titulado este documento, fue una recopila-
ción bibliográfica e histórica sobre los pueblos originarios, la cual no 
sabía respuesta a los requerimientos ordenados por la Sala Regional 
Distrito Federal. 
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ción con la Delegación de Tlalpan organizaron la consulta 
ciudadana, sin tomar en cuenta el conflicto poblacional que 
se estaba fraguando desde la sentencia. El resultado de esta 
etapa fue que el 28 de mayo de 2017 funcionarios del iedf 
y de la delegación Tlalpan llegaron al pueblo de Totoltepec 
para realizar la consulta, pero fueron violentados por los 
opositores, quienes se manifestaron frente a la explanada 
subdelegacional y quemaron los materiales de la consulta 
(urnas y papeletas). 

El juicio contra el Manual Administrativo de Tlalpan 
fue parte de los intentos de la Delegación de Tlalpan por 
restablecer las relaciones de cordialidad con el pueblo y 
principalmente con los litigantes. Para este momento, los 
funcionarios delegacionales y los del iedf ya habían sido 
advertidos de incumplimiento de la sentencia por la Sala 
Regional; y con los conflictos poblacionales, los funciona-
rios se dieron cuenta de que sin la intervención de los li-
tigantes no podrían cumplir con la sentencia. El juicio del 
Manual administrativo ocurrió porque el subdelegado im-
pugnado intentó de convocar a una consulta vecinal para 
tratar de cumplir con la sentencia. Para esto, el subdelega-
do impugnado recurrió al Manual, en el cual se especificaba 
que una de sus atribuciones era la de convocar a asambleas 
y consultas. En favor de los litigantes, la Delegación de Tlal-
pan contestó al subdelegado impugnado que, derivado de 
la sentencia, su puesto había sido revocado, y por tanto no 
tenía las atribuciones que el puesto confería, de acuerdo 
con el Manual. Sin embargo, el actuar de la delegación fue 
contraproducente, ya que los litigantes entablaron un juicio 
ante la Sala Regional Distrito Federal, para controvertir no 
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solo al subdelegado impugnado, sino a la misma delegación 
de Tlalpan, por no informar previamente de las atribucio-
nes del subdelegado inscritas en el Manual administrativo, 
que había sido aprobado a mediados de 2017.

El juicio scm-jdc-1254/2017 controvirtió las funciones del 
subdelegado inscritas en el Manual administrativo, en agosto 
de 2017, el cual fue resuelto hasta finales de noviembre de 
ese mismo año. La significación de este juicio fue que la de-
fensora pública electoral y los litigantes utilizaron de forma 
estratégica el derecho a la libre determinación para realizar 
una transferencia de atribuciones de la materia administrati-
va —las funciones del subdelegado impugnado— hacia el jui-
cio en materia electoral, cuya sentencia fue el 12 de enero de 
2017. A partir de esta transferencia, pudo incluirse en el juicio 
electoral no solo la modificación del método de elección para 
elegir a la autoridad local, sino también el mismo cambio de 
la figura de autoridad, lo que posibilitó realizar un proceso 
de consulta indígena y sustituir al subdelegado por un órga-
no de Gobierno colegiado. En términos de la identidad, los 
Magistrados de la Sala Regional cdmx realizaron una inter-
pretación sobre lo originario, que armonizó la Constitución 
federal, los tratados internacionales y la legislación local, con 
la Constitución de la cdmx, publicada el 5 de febrero de 2017. 
En una visión de progresividad del derecho, la Sala Regional 
instrumentó los artículos 57, 58 y 59 de la Constitución de 
la cdmx, en una interpretación que reconoció los derechos 
de los pueblos originarios, no de forma equiparable, sino en 
el sentido un corpus jurídico y una interpretación desde el 
reconocimiento y el respeto de los pueblos originarios como 
sujetos de derecho.
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La unión del pueblo de San Andrés Totoltepec pudo lle-
varse a cabo gracias a una protesta alterna, en contra de la 
construcción de un centro de verificación vehicular (Veri-
ficentro), en la entrada del pueblo. Mediante una agrupa-
ción llamada Vecinos Unidos, los habitantes originarios del 
casco del pueblo se manifestaron en contra de esta cons-
trucción, y lograron detenerla y suspenderla. La manifes-
tación en contra del Verificentro fue la chispa que unió a la 
población con el juicio electoral; esta unificación fue po-
sible porque varias de las activistas de la manifestación de 
Vecinos Unidos también estaban involucradas en el proce-
so judicial electoral. Desde marzo a mayo, el grupo Vecinos 
Unidos, los litigantes del juicio electoral y la población de 
Totoltepec comenzaron a reunirse en el salón parroquial, 
para organizarse rumbo al proceso de consulta indígena. El 
objetivo era cambiar de forma definitiva el Gobierno verti-
cal del subdelegado que, entre otras vicisitudes e ilegalida-
des, había otorgado la autorización para construir el Verifi-
centro suspendido. 

La consulta indígena no fue un requisito de cumpli-
miento de la sentencia, sino hasta el tercer acuerdo plena-
rio de incumplimiento, por el cual la Delegación de Tlalpan 
consideró restablecer las cordialidades con el pueblo de 
Totoltepec. Después del juicio contra el Manual adminis-
trativo, los litigantes originarios demandaron que la de-
signación de un nuevo método electivo se pudiera llevar 
a cabo desde un proceso de consulta indígena, reconocido 
por los tratados internacionales. Para mediados de 2018, la 
entonces Jefa Delegacional de Tlalpan pidió licencia para 
contender a la Jefatura del Gobierno de la cdmx en el pro-
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ceso electoral 2018. El delegado sustituto había tenido un 
papel fundamental en el juico electoral, desde la Dirección 
de Jurídico y Gobierno de Tlalpan;15 su intervención des-
de la Jefatura Delegacional pudo dar salida a la sentencia, 
desde una articulación entre la Delegación Tlalpan, el Ins-
tituto Electoral y principalmente con los litigantes, quie-
nes daban la pauta de los tiempos y formas de organización 
para convocar y efectuar cada una de las asambleas com-
ponentes de la consulta. 

El proceso de consulta indígena estuvo compuesto por 
cuatro asambleas: la informativa, la deliberativa, la resolu-
tiva y la toma de protesta. En general, la consulta llevó una 
dinámica de alta maleabilidad y transformación de todas las 
autoridades locales, con un eje en las autoridades civiles. 
Para que el Tribunal Electoral pudiera conocer qué auto-
ridades incidirían directamente en el proceso de consulta, 
requirieron que el peritaje antropológico (el tercero que se 
había hecho para el proceso judicial) también dictaminara 
la cualidad tradicional de las autoridades, lo que permiti-
ría delimitar qué autoridades podrían tener voz activa en la 
consulta. Es de resaltar que la dictaminación del peritaje no 
llevó a cabo la cualificación de las autoridades tradicionales, 
por tratarse de una evaluación de índole consuetudinaria y 
que al realizarlo se estaría vulnerando el principio de libre 
determinación. Aun con estas precauciones del peritaje, la 
Sala Regional se tomó la atribución de otorgar la cualidad 
tradicional bajo la decisión judicial; los Magistrados con-

15 Fernando Aureliano Hernández Palacios Mirón.
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cluyeron que el comisariado ejidal, las mayordomías y el 
patronato16 eran las autoridades tradicionales, legales para 
involucrarse en el proceso de consulta.

Las autoridades tradicionales y los litigantes organiza-
ron todo el proceso de consulta, a la cual asistirían exclu-
sivamente los habitantes originarios, acreditados mediante 
la residencia en el pueblo y la ascendencia parental, ya sea 
por vía consanguínea o por lazo matrimonial. La asamblea 
informativa fue celebrada el 22 de junio de 2018. Su objeti-
vo fue presentar los resultados del peritaje antropológico y 
dar información sobre el proceso judicial, específicamente 
en la propuesta de modificación de la figura de Gobierno. 
La asamblea deliberativa, realizada el 5 de agosto de 2018, 
incluyó un voto vinculante de los originarios para decidir 
el cambio del método de elección y de la figura de Gobier-
no —invertir el triángulo de representatividad vertical, en 
el cual el subdelegado era la punta de la toma de decisio-
nes— e instaurar otra forma de Gobierno intermediaria en-
tre la asamblea comunitaria, máxima autoridad en el pue-
blo, con las instituciones estatales. En esta asamblea, los 
originarios votaron por la conformación de un Concejo de  

16 Para este punto, el patronato fue una autoridad tradicional en dispu-
ta, porque los opositores constituyeron un patronato alterno, liderado 
por personas aliadas al subdelegado impugnado y al coordinador de 
los pueblos de Tlalpan. Dichos actores presentaron dos recursos de 
reconsideración, los cuales se introdujeron en el Tribunal Electoral fe-
deral como incidentes de cumplimiento de sentencia. En su calidad de 
incidentistas, estos opositores pudieron involucrarse en parte del pro-
ceso judicial, y trataron de desechar el proceso de consulta indígena, 
el cual a la postre fue desechado por los Magistrados de la Sala Regional 
cdmx. 
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Gobierno Comunitario como figura de representación del 
pueblo. También se constituyó una Comisión de Segui-
miento, quien realizaría los trabajos de formación de los 
criterios de elegibilidad de los concejales, y las formas de 
votación para los originarios. 

La asamblea resolutiva o definitoria fue celebrada el 19 
de agosto de 2018. Esta fue la puesta en escena y votación de 
los lineamientos de formación del Concejo de Gobierno Co-
munitario. La asamblea decidió la composición del Concejo 
por 13 representaciones colectivas, en que las autoridades 
tradicionales y diversas agrupaciones sociales tendrían una 
representatividad como concejalías, titulares y suplentes. 
Cada concejalía sería elegida por equidad de género: la mi-
tad formulada por mujeres y la otra por hombres origina-
rios. Asimismo, la figura del Concejo sería una organización 
sin fines de lucro, sin postura político-partidista y sus con-
cejales serían electos por criterios éticos y morales dentro 
de cada representación. 

Después de la asamblea definitoria, hubo un periodo in-
termitente de reuniones de elección al interior de las au-
toridades tradicionales y representaciones. Cada autoridad 
y agrupación eligió sus fórmulas de concejales titulares y 
suplentes para ser ratificados posteriormente en la asam-
blea de toma de protesta, celebrada el 2 de septiembre de 
2018, la cual fue la conclusión de un arduo proceso de dis-
puta política al interior de la población. En esta ceremonia, 
el Concejo de Gobierno Comunitario tomó protesta ante un 
Concejo de mayores del pueblo, y ante la asamblea e invi-
tados especiales de los recién electos Gobiernos federal y de 
la cdmx. La toma de protesta fue un momento festivo y de 
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importancia política no solo para San Andrés Totoltepec, 
sino para los pueblos originarios de la Ciudad de México, ya 
que fue el primer Concejo de Gobierno en ser elegido por 
originarios en la capital. Meses después, el 29 de noviembre 
de 2018, la Sala Regional Ciudad de México dio por cumpli-
da la sentencia, en un acuerdo plenario. De la toma de pro-
testa al cumplimiento de la sentencia pasaron varios meses, 
debido a las impugnaciones que los opositores entablaron 
con cada una de las asambleas de la consulta indígena, las 
cuales fueron desechadas por la misma Sala Regional. 

Conclusión: hallazgos y reflexiones críticas
Las luchas de los pueblos originarios en la Ciudad de Méxi-
co han transitado a los tribunales judiciales para impulsar 
sus demandas de autonomía y para ejercer su derecho a la 
libre determinación frente al Gobierno estatal de la capital. 
A la par del proceso judicial de Totoltepec, San Andrés Mix-
quic, Tláhuac, también impugnó su autoridad local, llama-
da Coordinador Territorial, pero con resultados distintos: 
se ratificó el candidato que había sido impugnado. Asimis-
mo, los 14 pueblos de Xochimilco también han impugna-
do sus Coordinaciones Territoriales desde 2017 (tedf-jl-
dc-013/2017), sentencia que aún sigue en cumplimiento, 
porque la pandemia de covid-19 suspendió los procesos de 
consulta indígena. En este contexto, el pueblo de San Luis 
Tlaxialtemalco pudo conformar un segundo concejo a nivel 
cdmx: el Concejo Autónomo de Gobierno (Velázquez citado 
en Aragón Andrade y Bárcena Arévalo, 2022).

Los múltiples escenarios de disputas judiciales electo-
rales en los pueblos del sur de la ciudad me han permitido 
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afirmar que la judicialización no solo es una relación en-
tre los pueblos y las instituciones judiciales, para resolver 
conflictos que ya no pueden ser mediados en las instancias 
locales o comunitarias. La judicialización también ha sido 
una época creciente en la Ciudad de México, por la cual los 
pueblos han podido establecer o reforzar frentes autonómi-
cos (Vargas Olvera, 2021b) y conformar órganos comunita-
rios de Gobierno como los concejos. La judicialización ha 
sido principalmente estratégica para el objetivo principal 
de la movilización de los pueblos: instaurar Gobiernos co-
munitarios que permitan defender el territorio desde una 
administración sancionada por los originarios articulados 
en concejos, frentes, asambleas comunitarias o coordina-
ciones de pueblos. 

La Constitución de la cdmx también ha contribuido 
profundamente al impulso de los frentes autonómicos de 
los pueblos. Al reconocerse los derechos políticos y al te-
rritorio para los pueblos en la Constitución, los originarios 
han hecho uso estratégico del derecho constitucional para 
defender sus territorios ante proyectos habitacionales gu-
bernamentales, a la destrucción de las zonas forestales y los 
humedales, así como a los megaproyectos inmobiliarios que 
hasta la fecha amenazan la existencia de los propios pue-
blos, su trazo urbano y sus recursos naturales. Sin embar-
go, lo inscrito en la Constitución dista mucho de las leyes 
secundarias, las cuales desde 2018 a la fecha el Congreso de 
la cdmx ha conformado y aprobado. La ley de pueblos ori-
ginarios no reconoce los frentes de lucha de los pueblos, y 
reafirma a los coordinadores y subdelegados como figuras 
representativas de enlace entre los pueblos y el Gobierno, 
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pero aún envueltos en prácticas verticales gubernamenta-
les y en redes clientelares en los pueblos. La Ley de Parti-
cipación Ciudadana reconoce solamente a 48 pueblos ori-
ginarios de los más de 200 pueblos y barrios existentes en 
la capital y en la zona metropolitana. Junto con el Sistema 
de Registro de Pueblos y Barrios Originarios, el Gobierno 
capitalino busca instrumentalizar el reconocimiento de los 
pueblos como originarios, con miras al otorgamiento o no 
de un conjunto de derechos políticos, territoriales y cultu-
rales, por medio de la instrumentalización gubernamental 
de la autoadscripción de los pueblos y del ejercicio de su li-
bre determinación. 

El Plan General de Desarrollo (pgd) y el de Ordenamien-
to Territorial (pgot) se articulan con las leyes secundarias. 
Mediante el reconocimiento, el Gobierno encuadra a los 
pueblos originarios reconocidos en un polígono llamado es-
pacio geográfico, el cual dista mucho del territorio de cada 
pueblo. Con la categoría de suelo rural posibilita la urba-
nización desmedida en las zonas de conservación forestal 
y chinampera del sur de la ciudad. En este sentido, reco-
nocimiento y ejercicio de derechos están relacionados con 
el ordenamiento urbano. El territorio se reafirma como la 
principal arena de disputa entre los pueblos y barrios origi-
narios frente al Gobierno de la ciudad y los grandes capita-
les inmobiliarios. 

San Andrés Totoltepec y el Concejo de Gobierno Comu-
nitario han tenido profundas significaciones para los frentes 
de lucha autonómicos de los pueblos de la cdmx. Sus políti-
cas referentes al territorio, a los panteones y la elaboración 
de su Estatuto de Gobierno han sentado referentes jurídicos 
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muy importantes para los pueblos y su derecho al autogo-
bierno, así como para los tribunales judiciales. No obstante, 
sus aristas de lucha se han multiplicado: el embate de los 
opositores ha transitado de la acción legal a la acción vio-
lenta durante todo su proceso de Gobierno desde 2018 hasta 
la fecha. El Concejo lucha también en contra de proyectos 
habitacionales respaldados por Diputados locales, quienes 
los autorizaron o gestionaron sin consultar a la asamblea. 
Asimismo, por parte de la Alcaldía de Tlalpan, el Concejo 
se enfrenta a la obstaculización de sus gestiones y a oídos 
sordos por parte de los funcionarios de la Alcaldía, y por la 
misma Alcaldesa en funciones. 

Sin embargo, el Concejo de Gobierno y la asamblea co-
munitaria siguen consolidándose como órganos comuni-
tarios de toma de decisiones, de gestión y de Gobierno del 
territorio. En su ejercicio jurídico mediante el Estatuto de 
Gobierno, el Concejo y la población de Totoltepec han op-
tado por una identidad estratégica; una construcción dis-
cursiva resultante de la multiplicidad de significaciones cir-
culadas y producidas durante el proceso judicial electoral. 
Actualmente esta formulación tiene una profunda potencia 
política y jurídica. San Andrés Totoltepec ha juridificado su 
identidad como un pueblo indígena-originario, derivado de 
la judicialización electoral y del ejercicio real del derecho al 
autogobierno.
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TERCER LUGAR

Reseña de la tesis
Índice de derechos humanos: propuesta para la (re)

distribución del presupuesto participativo y divulgación 
de la Agenda 2030 en la Ciudad de México

José Pablo Aretia Ruiz

Introducción
La ciencia es instrumental. Su fin último es comprender el 
mundo. Para nosotros, inmersos en el mundo de la política 
pública, claramente ello debe redundar en la comprensión 
de la realidad para intentar moldear esta última de acuerdo 
con lo que sabemos y guiarla hacia nuestros objetivos, típi-
camente normativos. 

Me siento orgulloso de poder presentar esta investiga-
ción, la cual ha llevado un indescriptible esfuerzo propio y 
colectivo, y que, además, ha recibido el honor de ser reco-
nocida con el tercer lugar en el Cuarto Concurso Nacional de 
Estudios Políticos y Sociales del Instituto Estatal Electoral y 
de Participación Ciudadana de Nuevo León. Se trata, justa-
mente, de un caso de estudio, una investigación aplicada 
que descubre características incluso contradictorias de los 
diseños del presupuesto participativo (pp) de la Ciudad de 
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México. Culmina en la imperatividad de una propuesta que 
espera responder a las exigencias normativas vigentes: en 
particular, de hacer, en los hechos, de los derechos huma-
nos (dd. hh.) el eje de la acción gubernamental en la na-
ciente Ciudad de México (cdmx), y de impulsar un espíritu 
orientado hacia la difusión y promoción de la Agenda 2030, 
así como el involucramiento ciudadano, según los princi-
pios de Gobierno abierto.

El estudio de caso que aquí se reseña consiste en la in-
vestigación de un fenómeno (el pp) en su contexto parti-
cular, la acción gubernamental en la cdmx, y comprende 
un sistema de elementos normativos, presupuestarios y 
humanos que buscan incidir en la realidad concreta de las 
condiciones de vida y democracia de la población local. 

Este estudio de caso es individual e intrínseco, a la vez 
que aplicado, y considera todo el ciclo de intervención. En 
la tesis se identifica, define y diagnostica el problema (ca-
pítulo II. Un Análisis Distributivo del Presupuesto Partici-
pativo en la cdmx, 2011-2020), se diseña una intervención 
(capítulos III-V) y se evalúa el impacto que tendría dicha 
intervención bajo la lógica del análisis realizado en el diag-
nóstico (capítulo V. Propuesta de Redistribución del Presu-
puesto Participativo en la cdmx con enfoque de dd. hh.), al 
mantener congruencia y consistencia teórico-conceptual a 
lo largo de toda la investigación.

1. ¿Por qué se realizó esta investigación?
1.1 El presupuesto participativo como práctica de Gobierno 
abierto
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El interés del autor por este estudio de caso surgió debi-
do a su interés previo en el tema de Gobierno abierto.

El Gobierno abierto es un enfoque que se desprende 
a partir del concepto de gobernanza y entraña una rees-
tructuración del proceso político y la administración pú-
blica que involucra al ciudadano como corresponsable del 
quehacer público, desde una perspectiva compatible con 
aquella de enfoques gerenciales de gobierno (Instituto Na-
cional de Transparencia, Acceso a la Información Pública 
y Protección de Datos Personales [inai], 2016). Su objetivo 
es «promover la participación ciudadana en los asuntos 
públicos, mejorar la gestión gubernamental y, al mismo 
tiempo, producir una transformación estatal que desta-
que la centralidad del ciudadano (citizen-centered gover-
nment), de manera de reforzar los aspectos deliberativos 
y participativos de la democracia» (Oszlak y Kaufman,  
2014, p. 3).

Desde el punto de vista de la transformación del Esta-
do, se alinea con la perspectiva de la nueva gestión pú-
blica, con una ambición aún mayor: la reconfiguración 
estatal como un ente abierto a la participación colectiva, 
en el que todos los actores puedan participar de la elabo-
ración e implementación de políticas públicas, en particu-
lar las que requieren su implementación en diferentes ejes 
de acción o trincheras de programas y agencias guberna-
mentales con diferentes propósitos (transversalidad). La 
democratización del Gobierno, del proceso de gobernar: 
un modelo de gobernanza (Martínez y Valenzuela, 2013, 
citados en Chaidez, 2016). El Gobierno abierto se basa en 
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los principios de (Oszlak y Kaufman, 2014; Chaidez, 2016; 
inai, 2016):

1. Transparencia: entendida como el acceso a la infor-
mación pública para favorecer la rendición de cuen-
tas del quehacer gubernamental. 

2. Participación: que la sociedad pueda participar de lo 
que hace el Gobierno mediante el acceso a la infor-
mación pública, en particular, en la toma de decisión 
y la jerarquización de las prioridades de política pú-
blica.

3. Colaboración: se refiere a la integración de la admi-
nistración pública con la sociedad y las empresas 
(Oszlak, 2013), al distinguir entre el diseño y elabora-
ción de políticas públicas (coconstrucción) e imple-
mentación conjunta de las mismas (coproducción) 
(Vaillancourt, 2009, citado en Oszlak, 2013).

Entre las múltiples experiencias internacionales de Gobier-
no abierto destacan los presupuestos participativos (Oszlak 
y Kaufman, 2014) por su potencial en la coconstrucción e 
inclusive la coproducción de las políticas públicas median-
te la participación ciudadana. Es el aspecto colaborativo el 
que se consideró de particular interés al configurar los pre-
supuestos participativos como una herramienta de amplio 
potencial. Esta se confirmó una vez que se realizó una in-
vestigación con mayor profundidad, al destacar el caso de 
Porto Alegre (Fedozzi, 1998; Rendón, 2006) y el impacto 
que tuvo en muchas vidas, gracias al redireccionamiento de 
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la inversión pública (Marquetti, 2003) que se tradujo en una 
mejoría considerable de la infraestructura y los servicios 
públicos (De Sousa Santos, 1998).

El presupuesto participativo ha tenido una difusión 
mundial que ha implicado un sinnúmero de transformacio-
nes, en su naturaleza, alcances e incluso el espectro político 
de quienes lo impulsan, al adquirir una aparente neutrali-
dad (Goldfrank, 2012). Fue reconocida como una «buena 
práctica» tanto por el Banco Mundial como por el Programa 
de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos 
(onu-Hábitat) (Ganuza y Baiocchi, 2012; Goldfrank, 2012, 
Hamilton, 2014, Sintomer et al., 2012).

En México, la difusión del pp ha sido más bien limita-
da, con un total de hasta 37 experiencias hasta 2016, de las 
cuales 15 (40%) estaban activas, y se trata de una práctica 
asociada principalmente a municipios metropolitanos con 
muy baja marginación (76%), contra 15, 6 y 3% en muni-
cipios con baja, media y alta marginación, respectivamente 
(García y Téllez, 2018). En este mismo sentido, las entidades 
federativas donde se ha impulsado su mayor número son las 
de Nuevo León, Jalisco y, por último, la Ciudad de México.

En la Ciudad de México se hicieron prácticas asociadas 
con el concepto de presupuesto participativo en tres Alcal-
días: Miguel Hidalgo, Cuauhtémoc y Tlalpan (García, 2014; 
García, et al., 2015). Sin embargo, en el año 2010, con la re-
forma que se hizo a la Ley de Participación Ciudadana del 
Distrito Federal, se estableció esta práctica en el nivel co-
rrespondiente al de entidad federativa, caso único en todo 
el país. Ha estado vigente desde entonces, al realizarse este 
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ejercicio democrático una vez cada año, excepto para el pp 
2020, el cual iba a tener lugar en 2019, pero por las reformas a 
la ley en que se fundamenta se tuvo que posponer por un año.

1.2 Ciudad de México: la ciudad desigual y el potencial  
del presupuesto participativo hacia el derecho humano  
al desarrollo
La Ciudad de México (cdmx) es la entidad administrativa y 
geográfica que, entre aquellas de la escala de entidad federa-
tiva, ostenta el mayor Índice de Desarrollo Humano (idh) del 
país: 0.83 para el año 2012 (Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo [pnud], 2015). No obstante, también 
se trata de la más desigual: con un índice de Gini igual a 0.53 
para el año 2018 (Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social [coneval], s. f.-a). En su interior, 
conviven personas con un nivel de bienestar y oportunida-
des semejantes a las de Suiza —aquellas que viven en Benito 
Juárez, por su idh —pero también (si habitan en Milpa Alta) 
personas cuyas condiciones de vida se asemejan a Granada, 
en el Caribe (pnud, 2019). En 2018, 2,680,000 de sus habi-
tantes, es decir, 30.55%, vivían en pobreza, el decil X po-
seía un ingreso corriente total per cápita igual a 22.85 veces 
el del primer decil (coneval, s. f.-b) mientras que en 2017 
solamente 79.6% de la población tenía disponibilidad diaria 
de agua (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2018).

De acuerdo con De Sousa Santos (1998), en Porto Alegre, 
en 1989 solamente 49% de la población contaba con agua 
potable y drenaje, pero para 1996, en menos de una déca-
da, 98% ya contaba con acceso al agua y 85% disponía ya 
con drenaje, cuya red casi se duplicó, pasando de 1,100 a 



MAESTRÍA | Tercer Lugar 69

2,000 kilómetros; se urbanizaron los barrios más margina-
les, se construyeron viviendas para la población más pobre y 
se duplicó la matrícula en escuelas de educación primaria y 
secundaria.

Diferentes experiencias de pp han contribuido tam-
bién al avance y cumplimiento de la Agenda del Milenio, 
también denominada Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(Cabannes, 2004). Además de mejorar el acceso al agua y 
saneamiento, el pp ha mejorado la calidad de la vivienda y 
la regularización del territorio, a la vez que ha ayudado a 
ampliar el acceso a equipamiento educativo como escuelas 
primarias, al incrementar el número de hospitales y clínicas 
y mejorado el acceso a medicinas. 

Si se consideran estos impactos, así como el aspecto re-
distributivo y de justicia social que el pp de Porto Alegre 
y algunas otras experiencias han tenido, el presupuesto 
participativo de la Ciudad de México (ppcdmx), aunque 
sea posterior, desde su concepción ha estado rezaga-
do respecto de sus predecesores, al distribuirse de forma 
«igualitaria» entre cada una de las colonias y pueblos que 
conforman una Alcaldía dada, a pesar de sus múltiples di-
ferencias. No obstante, la incorporación de criterios para 
su distribución en la reciente reforma a su funcionamiento 
en 2019, el ppcdmx no ha sido capaz de superar esta li-
mitación. El pp de la Ciudad de México implica un enor-
me potencial en términos regionales, si bien la Ciudad de 
México tiene la menor marginación del país (Consejo Na-
cional de Población [conapo], 2016a) no se trata de un te-
rritorio menos uniforme, en el que prevalezca la igualdad 
de oportunidades. Esto nos lleva a la segunda razón por la 
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cual se eligió este caso de estudio: la armonización legal y 
en principios.

En 2011 tuvo lugar la reforma constitucional en derechos 
humanos, cuyo principal mérito fue establecerlos como el 
fundamento, centro y razón de ser de la acción guberna-
mental del Estado mexicano. A raíz de la reforma política 
del Distrito Federal, nació la Ciudad de México, y estableció 
una Constitución Política igualmente basada en los dere-
chos humanos (Constitución Política de la Ciudad de Méxi-
co, 2017). Este aspecto es central para la investigación rea-
lizada, pues la Ley de Participación Ciudadana del Distrito 
Federal [lpcdf] (2017) basaba el pp en el derecho a la parti-
cipación política, pero, aunque se reconocen los dd. hh. en 
esta, en los hechos, la forma en la que planteó el funciona-
miento del pp ignora uno de los principios fundamentales 
de los dd. hh.: la toma de medidas de equiparación frente a 
la desigualdad estructural: 

ciertos sectores de la población requieren medidas especia-
les de equiparación. Esto implica la necesidad de dar un tra-
to diferenciado cuando, por las circunstancias que afectan a 
un grupo en desventaja, la igualdad de trato supone coartar 
o empeorar el acceso a un servicio o un bien, o el ejercicio 
de un derecho (Abramovich, 2006, p. 44, citado en Vázquez 
y Delaplace, 2011, p. 45).

Este principio se reconoce tácitamente en la cpcdmx (2017), 
artículo 4º, inciso c, numeral 1: «Las autoridades adoptarán 
medidas de nivelación, inclusión y acción afirmativa», así 
como el inciso a, numeral 4, del mismo artículo:



MAESTRÍA | Tercer Lugar 71

Las autoridades adoptarán medidas para la disponibilidad, 
accesibilidad, diseño universal, aceptabilidad, adaptabili-
dad y calidad de los bienes, servicios e infraestructura pú-
blicos necesarios para que las personas que habitan en la 
Ciudad puedan ejercer sus derechos y elevar los niveles de 
bienestar, mediante la distribución más justa del ingreso y 
la erradicación de la desigualdad.

Dicho espíritu es además congruente con la promesa de la 
Agenda 2030 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible: «no 
dejar a nadie atrás» (pnud, s. f.), agenda supranacional de 
desarrollo basada en el Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos (Oficina del Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos [oacnudh], s. f.-a). 
Dado que nuestro país la suscribió, a la vez que se ha con-
vertido en el referente obligado del discurso y políticas de 
desarrollo en el ámbito internacional, es también necesario 
generar propuestas para identificar e implementar acciones 
en pro de avances en la materia.

2. Problema y pregunta de investigación
En línea con lo anterior, tanto el planteamiento original 
«igualitario» como el vigente del presupuesto participati-
vo se encuentran al margen de la intervención y el impacto 
de la acción pública en respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos establecidos en la Constitución Polí-
tica de la cdmx o aquellos contenidos en la Agenda 2030 
como conjunto. En consecuencia, el pp no representa una 
«medida de nivelación, inclusión y acción afirmativa». Es 
necesario un replanteamiento, una actualización para que 
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la distribución de estos recursos favorezca la apropiación 
del Gobierno abierto del pp no solo para obtener un mayor  
beneficio del ejercicio de la participación ciudadana sino 
para detonar el desarrollo, en particular, de las poblaciones 
con mayor marginación y pobreza.

Por tanto, se planteó como núcleo de la investigación 
la siguiente pregunta: ¿qué criterios y variables se pueden 
incorporar al diseño de la distribución del presupuesto par-
ticipativo de la cdmx para que contribuya a la justicia dis-
tributiva, así como a la medición y al avance en los dd. hh., 
en el marco de la Agenda 2030?

3. Objetivos
Originalmente se habían considerado tres objetivos espe-
cíficos y uno general. No obstante, los requerimientos de la 
investigación han hecho pertinente el reconocimiento de 
otros objetivos de investigación, a los cuales se ha dado re-
solución uno por capítulo.

3.1 Objetivo general
Elaborar una propuesta de distribución territorialmente di-
ferenciada del pp en la cdmx con la incorporación de varia-
bles demográficas, económicas, de infraestructura urbana, 
de participación ciudadana, entre otras, a fin de convertirlo 
en una herramienta estratégica de Gobierno abierto, la cual 
contribuya a la justicia distributiva, al monitoreo, promo-
ción y cultura de los derechos humanos y la Agenda 2030 a 
nivel local, cuya propuesta pueda ser adoptada por el Go-
bierno de la Ciudad de México.
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3.2 Objetivos específicos
Los objetivos específicos de la investigación son los siguientes:

1. Revisar experiencias y tipos de presupuesto participa-
tivo analizando sus objetivos, métodos de distribución 
del presupuesto, así como el enfoque de derechos en 
las políticas públicas para que la práctica coadyuve a 
impulsar el desarrollo en el marco de la Agenda 2030.

2. Examinar el presupuesto participativo de la cdmx 
durante el periodo 2011-2020, para determinar las li-
mitaciones de su actual perspectiva y definir cuál es 
la relación con el enfoque de derechos y los derechos 
humanos establecidos en la nueva Constitución de la 
cdmx así como los objetivos de desarrollo sostenible.

3. Elaborar un modelo de distribución del pp que des-
de una perspectiva de derechos humanos promueva 
justicia distributiva, contribuya al cumplimiento de 
los objetivos de desarrollo sostenible y a la mejora 
continua del instrumento en su vocación de Gobier-
no abierto.
a) Identificar, desde la perspectiva de los dd. hh., 

indicadores que permitan dar seguimiento y pro-
mover la cultura de dd. hh., así como el recono-
cimiento de la Agenda 2030 tanto en la ciudadanía 
como en la administración pública.

b) Construir un número índice con los indicadores 
identificados, que manifieste congruencia teórica, 
facilidad interpretativa y refleje de la forma más 
adecuada posible los principios intrínsecos a los 
dd. hh.



José Pablo Aretia Ruiz74

c) Elaborar una propuesta de distribución del pp con 
el uso del índice construido, y verificar su desem-
peño con relación a los dd. hh. contenidos en la 
Constitución Política de la cdmx, con énfasis en 
las propiedades de la distribución obtenidas como 
medidas de nivelación e inclusión entre las pobla-
ciones y territorios que conforman la Ciudad de 
México.

4. Metodología
En general, se puede decir que la investigación es aplicada, 
pero las técnicas de investigación empleadas pertenecen 
tanto al espectro cuantitativo como cualitativo. En opinión 
del autor, se trata de un enfoque mixto, pues la naturaleza 
de los análisis se pierde si no se considera el referente o la 
base cualitativa en la que se fundamentan.

El primer capítulo, así como la mitad del segundo, pre-
sentan el contexto del presupuesto participativo en México 
y el mundo, no solo como una práctica altamente flexible, 
sino también vinculada, de origen, con la justicia social, la 
colaboración en la definición de las prioridades y políticas 
públicas y en última instancia con un enorme potencial en 
el marco del derecho humano al desarrollo: hacia la mejoría 
de los estándares de vida y el ejercicio de dd. hh. gracias a 
esta autodeterminación colectiva.

Asimismo, el enfoque basado en derechos humanos 
(ebdh), revisado en el capítulo I, establece los requisitos a 
seguir para dar al pp una perspectiva de dd. hh. Si bien esta 
aplicación debe ser transversal, la investigación aplica este 
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marco a la dimensión específica estudiada: la distribución 
del pp. En el capítulo II, una vez expuesto el fundamento y 
operación del pp en la Ciudad de México, gracias a la revi-
sión teórica previa se aplica una perspectiva analítica tanto 
cualitativa —distribución geográfica— como cuantitativa 
—mediante análisis de dispersión y de concentración, es-
pecíficamente con el índice de Gini— a partir de la cual se 
evidencia el alcance original y vigente de la naturaleza de la 
distribución de facto del pp respecto de la heterogeneidad 
en términos de dd. hh. prevaleciente en la Ciudad.

La importancia del ebdh no se limita a lo anterior. Si 
bien el enfoque establece la revisión del ius corpus de los 
dd. hh., tanto nacional como internacional para la iden-
tificación de su contenido específico que debe incorporar-
se en la política pública, en el capítulo III la investigación 
se remite al referente básico e inmediato: la Constitución 
Política de la Ciudad de México (2017) para la incorpora-
ción del ebdh en la medición del desarrollo, de forma que 
pueda constituir el eje para la distribución del pp. Esta pers-
pectiva es relevante toda vez que el medir (qué y cómo) es 
por sí mismo una acción de política pública (Stone citado 
en Birkland, 2015) y los índices institucionales disponibles 
a escala submunicipal (Índice de Rezago Social, Índice de 
Desarrollo Social, Índice de Marginación Urbana) —como el 
nivel de colonia y pueblo originario en el que funciona el 
pp— se han desarrollado en torno al fenómeno de la pobreza 
y son inadecuados desde el ebdh por su cobertura temá-
tica limitada, tanto en los dd. hh. como en sus atributos; 
porque metodológicamente son incapaces tanto de dar se-
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guimiento y monitoreo a los indicadores en su conjunto, 
como de reflejar la indivisibilidad e interdependencia en-
tre los dd. hh. a los que aluden (Aretia, 2020). La pobreza 
es indiscutiblemente un problema de dd. hh. (oacnudh,  
s. f.-b; Organización de las Naciones Unidas [onu] México, 
2018), pero estos no se circunscriben a ella. 

Los capítulos III y IV desarrollan la construcción y la 
propuesta de un índice alternativo que supera estas limi-
taciones, a partir de la revisión de los estándares y normas 
de dd. hh. en el marco nacional e internacional, en forma 
directa e indirecta mediante la revisión de índices e indi-
cadores de desarrollo y su comparación respecto de lo que 
se establece en forma y contenido en diferentes trabajos 
sobre derechos humanos, incluso el Programa de Dere-
chos Humanos de la Ciudad de México, las evaluaciones 
de Derechos Sociales y el recién desarrollado Sistema de 
Indicadores de Derechos Sociales, ambas del coneval, y 
finalmente, el conjunto de indicadores establecido para el 
Protocolo de San Salvador. 

Sartori (2002) señala que la cuestión central no es ¿es 
comparable?, sino ¿en qué aspecto es comparable? Esto se 
aplica a los indicadores, los cuales son comparados con base 
en sus propiedades: el nivel de agregación, la frecuencia 
con que se dispone, el primer y último dato —estos tres ele-
mentos refieren a la oportunidad del indicador— las insti-
tuciones responsables y si se usan tales datos estadísticos o 
no en el ámbito del trabajo y del monitoreo de los derechos 
humanos. De manera que, en su conjunto, la (no) concu-
rrencia de dichas características determina la factibilidad 
del uso de un indicador  como una medida proxy adecuada 
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—oportuna y preferentemente representativa en el sentido 
estadístico— de cierta dimensión de interés de un derecho 
humano  que goza o ejerce una persona.

Para ello, se recurrió a una extensiva búsqueda de infor-
mación y revisión de bases de datos, así como su relación o 
similitud con los indicadores y contenidos establecidos en 
los documentos de dd. hh. revisados. Simultáneamente, 
en un sentido práctico, aunque no explícito, se manejó el 
principio de saturación, entendido en los sentidos de satu-
ración temática a priori, el cual considera si existe suficiente 
información para ilustrar el marco teórico [normativo], en 
este caso, los dd. hh.; y la saturación de datos, referida a la 
saturación de información: pretende evitar la redundancia 
de datos (Saunders et al., 2018).

Particularmente, se pretendió incorporar los indicado-
res disponibles de forma que den una mayor completitud o 
integralidad a los derechos examinados, sin caer en redun-
dancias que hagan del índice una acumulación agotadora e 
innecesaria de información estadística no articulada teóri-
camente, y con duplicidades.

La propuesta del índice de derechos humanos (iddhh), 
desarrollada a lo largo de estos dos capítulos, incorpora es-
tos indicadores de una forma congruente con los principios 
de dd. hh.; particularmente, aquellos de complementarie-
dad e interdependencia, principio pro persona, igualdad y 
no discriminación, cultura de derechos humanos y coordi-
nación y articulación entre niveles y órdenes de Gobierno 
(Vázquez y Delaplace, 2011).

A ello siguió el establecimiento de la base de datos, la 
cual requirió la solicitud del procesamiento remoto de mi-
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crodatos por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(inegi) debido a la indispensabilidad de la información re-
querida a nivel de manzana, ya que los principales resulta-
dos por ageb y manzana urbana (inegi, 2010) se juzgaron 
como inadecuados según las particularidades, principios y 
estándares de dd. hh.

Una vez obtenido el iddhh y presentados sus resulta-
dos en el capítulo IV, en el V se expone la metodología de 
la propuesta de reparto del pp para la Ciudad de México. Se 
comienza por explicar el funcionamiento del pp de refe-
rencia — el de Porto Alegre—, el cual mediante un sistema 
de puntos asignaba la inversión pública a cada una de las 
regiones participantes (Fedozzi, 1998; Rendón, 2006). Pos-
teriormente, se hace una breve revisión de los esquemas de 
distribución de otros pp alrededor del mundo. 

Para la propuesta del esquema de reparto del ppcdmx, 
se desarrolló un sistema similar al de Porto Alegre, con la 
diferencia de que considera como su eje el  construido e 
incorpora algunos otros criterios —también empleados en 
otros presupuestos participativos, como población, montos 
mínimos, poblaciones en desventaja— de acuerdo con las 
premisas del federalismo fiscal. Este capítulo culmina con 
la presentación de resultados de dicho sistema, a través de 
simulaciones de la distribución del pp que tienen por ob-
jeto realizar la comparación con el análisis aplicado a los 
comportamientos que ha tenido el pp en la Ciudad de Mé-
xico según los dos regímenes que ha tenido (realizado en el 
capítulo II) y se demuestra que la propuesta cumple con el 
objetivo planteado. 
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5. Principales hallazgos y resultados
5.1 Identificación del funcionamiento de la distribución del 
ppcdmx y su relación con la normatividad
En el capítulo II, se logró identificar el comportamiento 
de la distribución del ppcdmx entre las colonias y pueblos 
originarios que la conforman, así como su origen en la re-
dacción de la normatividad vigente al momento de cada 
distribución: la lpcdf (2017) o la Ley de Participación de 
la Ciudad de México (lpccdmx) (2019), según correspon-
da. Como parte de esta caracterización, se logró medir el 
índice de Gini de cada distribución, a la vez que el análi-
sis cuantitativo y legal permitieron hacer una valoración 
desde la perspectiva de dd. hh. empleada como referente 
no solo teórico, sino como legislación vigente en términos 
de la constitución local actual (2017). En este sentido, se 
pudo corroborar que aun pese a la abrogación de la lpcdf 
y la promulgación de la lpccdmx, persisten oportunidades 
de mejora para incorporar los principios de dd. hh. en esta 
práctica; particularmente, en vincular el nivel de desarro-
llo —las condiciones socioeconómicas— con los montos a 
disponer por una colonia dada, de manera que, donde haya 
menor desarrollo, pueda haber mayor inversión.

Las figuras 2.9 y 2.19, que se presentan en el segundo 
capítulo, sintetizan cómo se distribuían estos recursos pú-
blicos antes y después de la reforma al ppcdmx. Mientras 
tanto, las figuras 2.14 y 2.15 muestran la influencia de las 
variables clave  y  sobre el reparto del ppcdmx durante la 
vigencia de la lpcdf, mientras que las figuras 2.21 y 2.22 co-
rresponden a la lpccdmx.
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FIGURA 2.9. 
Presupuesto participativo 2019 por colonia y pueblo originario (deciles)

Fuente: elaboración propia con base en la cartografía del Marco Geográfico de Participación 
Ciudadana 2016 (iecm, 2016) y pecdmx (2017).      

FIGURA 2.19.
Presupuesto participativo 2020 por colonia y pueblo originario (deciles)

Fuente: elaboración propia con base en la cartografía del Marco Geográfico de Participación 
Ciudadana 2019 (iecm, 2019c) y Presupuesto Participativo por colonia 2020 (iecm, 2019c).
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Fuente: elaboración propia con base en pecdmx (2017), mgpc 2016 (iecm, 2016), conapo (2016b) e 
inegi (2010b, 2015).

FIGURA 2.14.
Diagrama de dispersión, 

monto del pp cdmx (pesos) 
y población residente por colonia, 

2019

FIGURA 2.21. 
Diagrama de dispersión, 

monto del pp cdmx (pesos) 
y población residente por colonia, 

2020

FIGURA 2.15. 
Diagrama de dispersión,

 pp cdmx 2019 
y proxy de desarrollo 2010 

por colonia

FIGURA 2.22. 
Diagrama de dispersión, 

pp cdmx 2020 
y proxy de desarrollo 2010 

por colonia
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5.2 Construcción de un nuevo índice de desarrollo, basado en la 
teoría de los dd. hh. y las recomendaciones internacionales
A lo largo de los capítulos III y IV de esta investigación, se 
analizó un conjunto de índices de desarrollo, con el objeto 
de identificar el espectro de la información estadística exis-
tente en las diferentes escalas geográficas, desde el ámbito 
local en la unidad de manzana, y escalando hacia los niveles 
de Alcaldía, entidad federativa, e incluso nacional e inter-
nacional. A partir de la información estadística disponible, 
se caracterizaron los indicadores contenidos en cada índi-
ce de acuerdo con sus propiedades estadísticas; por ejem-
plo, nivel de agregación (escala) y frecuencia, institución 
responsable en el caso mexicano y el periodo disponible, 
además de realizarse un perfil relacionando cada uno con el 
trabajo institucional en materia de dd. hh. El propósito de 
este componente era verificar en qué medida un indicador 
podía relacionarse con otros mencionados por los trabajos 
de dd. hh., en calidad de ejemplos, guías o indicadores ofi-
ciales en esos trabajos.  

El índice resultante incorporó la teoría y principios de 
los dd. hh., los cuales se retomaron en el primer capítulo, 
y se logró generar una medición con las siguientes caracte-
rísticas peculiares: 

1. Incorpora los principios de indivisibilidad e interde-
pendencia de los dd. hh.

2. Es congruente con mediciones de otros índices, in-
clusive del Índice de Desarrollo Humano (idh) del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 
o el Índice de las Ciudades Prósperas (icp), del Pro-
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grama de las Naciones Unidas para los Asentamientos 
Humanos (onu-Hábitat).

3. Es capaz de reflejar la desigualdad en la medida re-
sumen, característica difícil de lograr, y que carecen 
índices como el idh (Foster et al., 2006).  

4. Tiene una concepción más amplia del desarrollo, la 
cual permite dar seguimiento y monitoreo a una ma-
yor variedad de tópicos, según la lógica del icp en su 
versión extendida y contextual (onu-Hábitat, 2016).

5. Complementa la información estadística local con 
información estadística disponible de mayor agrega-
ción, por ejemplo, la Alcaldía.

Su fórmula quedó conforme a la ecuación 4.62, y su inter-
pretación intuitiva es la probabilidad promedio de que la 
persona representativa que vive en la cypo  cumpla con un 
indicador de interés, por ejemplo, tener acceso a servicio 
médico, lo cual es posible gracias a que todos los indicado-
res que lo componen son proporciones, ya sea por su natu-
raleza relacionada a condiciones presentes en la persona o 
por la estandarización de las variables de grado respecto a 
una norma. Un caso sería el tipo de fuente de agua potable al 
que tiene acceso la persona, en el cual dentro de la vivienda 
—norma— es igual a 1.
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En que r hace referencia al total de unidades que con-
forman la geografía de mayor jerarquía, por ejemplo, el nú-
mero de Alcaldías o municipios en una entidad federativa. 
Esta es la formulación más adecuada para mantener la co-
herencia de la agregación con el planteamiento del iddhh, 
y la unidad de análisis central es la persona, no solo como 
individuo, sino como colectivo: el bienestar de una perso-
na depende también del bienestar de las demás. Con este 
método se obtuvieron los valores correspondientes a las es-
calas de manzana, cypo (colonia y pueblo originario), mu-
nicipal (Alcaldía) y entidad federativa (Ciudad de México), 
que se presentan en el cuadro 4.12.1

1 La congruencia de las medias para la escala de entidad federativa es 
del tipo multiplicativo, conforme la ecuación 4.66, mientras que en el 
cuadro 4.12 el promedio es aritmético, es decir, del tipo sumatoria y di-
visión. La coherencia de las medidas agregadas puede verificarse en la 
figura 4.3 de la tesis que se reseña.

CUADRO 4.12. 
Perfil estadístico de los resultados de 2019

 a distintas escalas geográficas (niveles de agregación), cdmx

iddhh_Mza

iddhh_cypo

iddhh_Mun

iddhh_cdmx

Variable

64,782

1,815

16

1

Obs

.5648883

.5725709

.5673909

.5603292

Mean

.0822644

.0690009

.0550679

Std. Dev.

.1651861

.2650931

.4521127

.5603292

Min

        Fuente: elaboración propia con stata.

.761212

.7392076

.6532643

.5603292

Max

Además, el número índice construido se encuentra altamen-
te correlacionado con el idh y el icp, pero impone un estándar 
más exigente que el idh, puesto que los valores comparables 
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son más bajos en la propuesta, aunque estén marginalmente 
superiores a los del icp 2015, lo cual puede deberse a la dife-
rencia temporal de algunos de los 53 indicadores.

CUADRO 1.1. 
Coeficientes de correlación y coeficientes de regresión,  (dependiente) 

respecto del idh 2015 e icp 2015 (independientes)

Coeficiente de correlación 0.8309

-0.3169

1.0438

idh 2015

        Fuente: elaboración propia con stata.

0.7965

0

1.0363

icp 2015

Las figuras 4.6, 4.9 y 4.11 demuestran la aplicabilidad para 
caracterizar el nivel de desarrollo desde la microescala 
manzanal, hasta el nivel de colonia y pueblo originario y 
Alcaldía, respectivamente.

FIGURA 4.6.
Índice de derechos humanos por manzana, Xochimilco, 2019

Fuente: elaboración propia.
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FIGURA 4.9. 
Heterogeneidad del iddhh a nivel cypo, cdmx, 2019

Fuente: elaboración propia.

FIGURA 4.11. 
Heterogeneidad del iddhh a nivel Alcaldía, 2019

Fuente: elaboración propia.
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5.3 Diseño de un esquema de reparto coherente  
con los principios de dd.hh., particularmente la toma  
de medidas diferenciadas
Por último, en el capítulo V se logró generar un sistema de 
puntos basado en los principios de dd. hh., con las siguien-
tes variables:

Este esquema, que se propone adoptar para la cdmx, se ins-
piró en el sistema utilizado antes en el presupuesto parti-
cipativo de Porto Alegre, Brasil, fue el examinado a mayor 
profundidad. Para obtener más ideas y referencias, también 
se obtuvo información de tipo presupuestario y financiero 
de los presupuestos participativos de Belo Horizonte, Bra-
sil; Zaragoza y Madrid, en España; París, Francia, y algunos 
casos de Argentina, Colombia y Chile.

A partir de estas, la información recopilada específica-
mente trató su esquema de reparto, así como el tamaño de 
los pp respecto de sus administraciones públicas, si tenían 
divisiones o «bolsas» diferentes y los destinos potenciales 
para dichos recursos. Adicionalmente, se añadieron con-

CUADRO 5.4. 
Criterios utilizados en la propuesta de distribución basada en dd. hh.

Tipo de criterio

        Fuente: elaboración propia.

Compensatorio
Factor persona (Pi) 
Factor de ajuste por discriminación (adi)
Factor de escalamiento o de economías de escala (eei)

Criterio

Distributivo El factor división territorial (dti)
El factor población (Ni)

De avance 
programático El factor participación ciudadana (pci)
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sideraciones de la teoría del federalismo fiscal, lo cual dio 
lugar a la fórmula:

En que, en el núcleo, se encuentra el factor Persona, que 
sigue la fórmula:

 

En la cual, la variable  hace referencia al índice creado en los 
capítulos previos.

En la fórmula 5.18 se pone en el centro el nivel de desa-
rrollo captado por el iddhh, y pondera cada colonia o pue-
blo originario según su distancia de la que tiene el máximo 
nivel de desarrollo, y un par de variables exógenas a deter-
minar por la administración pública de la Ciudad de Méxi-
co. Estas permiten ajustar el grado de concentración de los 
recursos presupuestarios en aquellas colonias donde haya 
mayores necesidades.

No obstante, es menester señalar que esta propuesta no 
se limitó a una recomendación teórica y abstracta. Al con-
trario, la última sección del capítulo V demuestra cómo, al 
ajustar determinados valores en las ecuaciones presentadas 
y utilizando información real, se puede obtener una distri-
bución específica y concreta para los fondos que esta prác-
tica de participación ciudadana reparte al conjunto de la 
cdmx. Esta demostración se realizó con el software amplia-
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mente difundido Excel, y permite que la distribución pueda 
pasar de la Figura 2.13 y 2.20 —se pone a continuación esta 
última, por ser la más reciente y muy semejante a la 2.13, y 
mostrar cómo después de la reforma al ppcdmx este no ha 
logrado orientarse hacia las colonias y pueblos originarios 
con menor desarrollo— a una distribución como la de la Fi-
gura 5.7, la cual refleja casi perfectamente en el presupuesto 
per cápita el factor persona.

FIGURA 2.20. 
Curvas de concentración del presupuesto participativo cdmx 2020, 

ordenamiento respecto de  2010

Fuente: elaboración propia en stata con base en iecm (2019a, 2019b) y Cartografía de marginación 
por ageb 2010 (conapo, 2016b).
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6. Reflexiones y recomendaciones
La investigación concluye con los hallazgos, característi-
cas centrales y reflexiones sobre la relevancia y potencial 
del  generado, así como sus limitaciones, y subraya las tres 
principales recomendaciones de la tesis: a) modificar la Ley 
de Participación Ciudadana de la Ciudad de México (2019) 
para incorporar esta propuesta de distribución en la nor-
mativa del pp; b) establecer el iddhh como índice oficial 
para la medición del Desarrollo en la Ciudad de México y su 
integración al Sistema Integral de Derechos Humanos de la 
Ciudad de México, en acompañamiento del recién promul-
gado Plan General de Desarrollo de la Ciudad de México, y 
en complementariedad a los ya existentes índices oficiales 
de medición de la pobreza; y c) utilizar este para difundir 
y acercar a la ciudadanía con la Agenda 2030, junto con la 
incorporación de un enfoque de objetivos de desarrollo sos-
tenible al presupuesto participativo, particularmente en su 
promoción y divulgación, para que, si así lo desea, la ciuda-
danía misma pueda proponer proyectos con esta perspecti-
va, que respondan al goce de sus dd. hh., a las exigencias 
de sus necesidades y a la apremiante pertinencia de generar 
avances en torno a esta, de manera local y global.

Para finalizar, se puntualiza una serie de comentarios y 
recomendaciones generales, en las dimensiones específicas 
de la distribución del pp y su relación con los dd. hh., que 
fue el núcleo de la tesis, pero también en cuanto al funcio-
namiento en general del pp. 

El trabajo realizado contribuye a la meta 17.19 de la Agen-
da 2030, con relación a «aprovechar las iniciativas existentes 
para elaborar indicadores que permitan medir los progresos 
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en materia de desarrollo sostenible y complementen el Pro-
ducto Interno Bruto» (onu, s. f.), mientras que su vincula-
ción con el ppcdmx, adicionalmente, coadyuva a las metas 
10.3: «Garantizar la igualdad de oportunidades y reducir la 
desigualdad de resultados […] y promoviendo legislaciones, 
políticas y medidas adecuadas a ese respecto»; 10.4: «Adop-
tar políticas, especialmente fiscales […] y lograr progresiva-
mente una mayor igualdad» y 16.7: «Garantizar la adopción 
en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y 
representativas que respondan a las necesidades».

Inclusive, se puede afirmar categóricamente que esta 
propuesta aporta no solo a la congruencia normativa y al 
espíritu de los dd. hh. y la dignidad humana, sino también 
al Sistema Integral de Derechos Humanos de la Ciudad de 
México, como un instrumento de cada uno de los tipos es-
pecificados en su respectiva ley.

Sin embargo, permanece como una tarea pendiente 
fundamental la generación e incorporación de acercamien-
tos conceptuales y metodológicos que permitan avanzar 
en la medición de los derechos que, por la disponibilidad 
estadística, terminaron siendo relegados, específicamente 
aquellos relacionados con los derechos civiles y políticos, 
como la libertad religiosa, libertad de expresión, el derecho 
a la autodeterminación personal, entre otros, o bien los de-
rechos culturales. 

La tesis reseñada hace un llamado a continuar incorpo-
rando y visibilizando los dd. hh. en las políticas públicas, 
en busca de que estos, al igual que la ley, no permanezcan 
solo como discurso; que no se conviertan en letra muerta y 
estéril, sino que, en cambio, coadyuven a generar condicio-
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nes que hagan que el pp se constituya en terreno fértil para 
la apropiación de los dd. hh. y la Agenda 2030 y conlleven 
el empoderamiento ciudadano en su autodeterminación y 
construcción del desarrollo. Asimismo, se pretende para 
instaurar el presupuesto participativo como un instrumen-
to de gestión, bajo los principios y estándares de Gobierno 
abierto, para avanzar hacia la reflexión colectiva y la co-
construcción y la coproducción de políticas públicas para 
solventar dichas problemáticas, tanto de forma específica 
como transversal, y con transparencia, como una práctica 
común a nivel municipal.2 Después de todo, es el municipio 
el nivel de Gobierno más cercano a las personas, y a sus ne-
cesidades, facultado por el artículo 115 constitucional para 
atender funciones y servicios básicos para el desarrollo, y 
sujeto obligado por el 1° constitucional para «promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad» (Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020).

La persona es el sujeto del desarrollo. No hay tal cosa 
como desarrollo sin dignidad, sin derechos humanos, sin 
libertad.

La libertad no es solamente el objetivo del desarrollo; 
también es el medio crucial para alcanzarlo.

Amartya Sen (2002, p. 509).

2 Las propuestas aquí presentadas son exclusivamente para la Ciudad de 
México. No obstante, permanece abierta la posibilidad de utilizar el idd-
hh, instaurar el pp o bien adoptar alguna de las recomendaciones aquí 
vertidas por cualquier municipio del país, siempre con las modificacio-
nes necesarias para su contexto particular.
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Reseña de la tesis 
¿Por qué persiste la corrupción política en México? 

Estudio comparado de los ejecutivos federales: 2000-2021
Héctor Ramón Alonso Vázquez

Introducción 
La corrupción es uno de los problemas institucionales más 
desafiantes que ha padecido México en los últimos 30 años. 
Si bien este problema público puede rastrearse hasta los orí-
genes de México como nación independiente, sus legados 
para la práctica política y su arraigo social han persistido 
hasta el presente. Esta problemática estructural, en la era 
contemporánea, ha sido abordado como objeto de las políti-
cas públicas federales solo de manera relativamente reciente. 
Como señala Casar (2016, pp. 75-76): «aunque siempre ha 
sido parte del paisaje de la política nacional, la corrupción 
se incorporó a la agenda y al debate público hasta los años 
ochenta. Fue entonces que comenzó a percibirse y a definirse 
abiertamente como una práctica nociva para la vida pública y 
a diseñarse algunos mecanismos para limitarla y castigarla».

SEGUNDO LUGAR
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A pesar de la relativa juventud del tema en la agenda pú-
blica, este tema es más probable encontrarlo como objeto 
de interés periodístico que con un propósito propiamente 
de estudio sistemático y de rigor científico. El objeto central 
de esta reseña es presentar de forma sintética, pero con ri-
gor metodológico, un trabajo de investigación producto de 
una tesis doctoral sobre la corrupción política en México. 
Esta se presenta como una variable dependiente del tipo de 
incentivos político-racionales e institucionales, los cuales 
involucran al Poder Ejecutivo y a sus respectivos equipos 
presidenciales como actores centrales para posibilitar o re-
sistir a probables actos corruptos. 

Este trabajo de síntesis analítica se estructura de la si-
guiente forma. En primer lugar, se clarifica en términos 
conceptuales y teóricos cómo se entiende a la corrupción 
en general, y en el estricto sentido político en este trabajo. 
En segundo término, se delimita la pregunta de investiga-
ción principal, los objetivos analíticos y la respectiva hipó-
tesis central; se explica también brevemente la metodología 
empleada para el estudio de los casos específicos a analizar. 
En el tercero se exponen de forma sintética los cuatro ca-
sos principales de estudio que corresponden a los Gobier-
nos federales que en 2000 y 2021 enfrentaron «escándalos 
estelares»1 de gran corrupción política, en los cuales pre-

1 Debido a la necesaria brevedad de esta reseña, solo se presentan detalles 
esenciales de los casos y las variables de comparación que se observan 
en estos. Es muy importante remarcar que, debido a que la corrupción 
política es un objeto de estudio elusivo porque se sirve de la secrecía 
de los actores involucrados para lograr con éxito sus objetivos de ser-
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cisamente el Ejecutivo y sus negociaciones políticas fue-
ron fundamentales para observar su desarrollo y desenlace. 
Posteriormente, se implementa con propiedad el análisis 
cualitativo comparado (qca, por sus siglas en inglés), el 
cual nos permite observar la presencia o ausencia de condi-
ciones o variables propuestas por la teoría para observar un 
determinado resultado. En este trabajo es el contestar qué 
factores posibilitan la persistencia de corrupción política en 
México en la temporalidad citada. Por cuarto y último pun-
to, se presentan los principales hallazgos o resultados del 
método de análisis empleado y se cierra presentando la tesis 
a la que llega esta investigación.       

virse o beneficiarse de una posición pública de poder, los analistas de 
este tema deben trabajar observando casos concretos de corrupción o 
de probable corrupción, cuyas evidencias sean divulgadas y conocidas 
en la opinión pública. Tales casos se conocen de forma coloquial como 
escándalos corruptos. En este trabajo examinamos cuatro escándalos 
concretos distintos: 1) para el periodo de Gobierno de Vicente Fox Que-
zada (2000-20006) se eligió el caso Amigos de Fox de temática políti-
co-electoral; 2) para el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012) 
el caso Etileno XXI de tema de inversión energética; 3) para el mandato 
de Enrique Peña Nieto (2012-2018) el caso Odebrecht de naturaleza po-
lítico-electoral; y 4) para el periodo de Andrés Manuel López Obrador 
(2018-2024), entonces hasta 2021, se trabajó con el caso conocido como 
«el decretazo» de temática político-mediática. Estos casos se eligieron 
en función de a) ser percibidos como de gran corrupción y discutidos 
por la opinión pública nacional en su momento; b) ser emblemáticos, 
con plena documentación pública disponible; y c) ser sujetos de algún 
tipo de responsabilidad pública: administrativa, política o penal, todas 
estas fundamentales para contrastar el desarrollo de estos con sus res-
pectivos desenlaces entre sanción o impunidad (Alonso, 2021, p. 101). Si 
el lector quiere ampliar sus observaciones o ahondar en mayores aspec-
tos del tema, sugiero que se consulte la tesis doctoral disponible en el 
repositorio institucional de El Colegio de San Luis A. C. 
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1. ¿Qué entender por corrupción y corrupción política? 

1.1 La corrupción en sentido amplio 
La corrupción es un concepto sujeto a múltiples interpre-
taciones y a diferentes valoraciones según el contexto en 
el que este se observe y se trate, porque «para entender 
cualquier problema primero es necesario definirlo e iden-
tificarlo» (Casar, 2016, p. 11). Por tanto, vale partir de una 
definición general de corrupción hacia otras definiciones 
conceptuales más específicas. 

En el sentido más parsimonioso, la corrupción pue-
de entenderse, de acuerdo con Transparencia Internacio-
nal (ti), como «el abuso del poder público para beneficio 
privado» (citado en Casar, 2016, p. 11) o como «el abuso 
del poder público confiado para el beneficio privado» (Ro-
se-Ackerman y Palifka, 2016, p. 9). Morris (1988) y Malem 
(2000) siguen la misma estructura y la definen como el uso 
arbitrario, no ético, ilegal e ilegítimo del poder público o 
gubernamental para el beneficio de intereses personales. 
Estas definiciones son las más generales, pero establecen 
una lógica común en varios autores que comparten este ob-
jeto de estudio. Tal razonamiento es el del abuso interesado 
de una posición de poder público o privado.

Una síntesis adecuada del concepto de corrupción en 
forma general, y con la cual se trabaja en este estudio, es 
«el abuso de cualquier posición de poder, pública o priva-
da, con el fin de generar un beneficio indebido a costa del 
bienestar colectivo o individual» (Casar, 2016, p. 11). 

Esta forma de conceptualizar a la corrupción es adecuada 
para la finalidad de este estudio porque cuenta con tres ele-



DOCTORADO | Segundo Lugar 107

mentos analíticos importantes. Por principio, sostiene que 
a) es un acto de abuso de poder ya sea en la esfera pública o 
privada; b) que se genera como resultado de una ganancia 
indebida al momento que los actores privilegiados abusan 
de su poder; y c) que tal ganancia no es «inofensiva» o es-
téril, sino que genera severos costos individuales —si se de-
frauda a un individuo—, o costos sociales al defraudar a un 
colectivo social.

1.2 La corrupción política. ¿Qué hace política a la corrupción?
La política es, en términos generales, la actividad huma-
na encargada de regular el conflicto entre grupos, a tra-
vés de la toma de decisiones que obligan —por la fuerza de 
ser necesario— a los miembros de esa comunidad (Vallés, 
p. 2000). Cabe subrayar la aserción de que la política es 
aquella actividad encargada de lidiar con el conflicto; por 
ejemplo, así como la economía tiene que sortear con la es-
casez de recursos para asegurar su distribución, la política 
debe gestionar el conflicto para garantizar el orden y la paz 
social, entre sus objetivos esenciales (Monedero, 2014). 

En tal sentido, si la corrupción es el abuso del poder 
público o privado para la ganancia personal o de grupo a 
costa de daños individuales o colectivos, como se entien-
de líneas atrás, entonces la corrupción política se refiere al 
abuso de la actividad política en favor de intereses ajenos 
a la finalidad de la política, a construir orden y gestionar el 
conflicto social.2 

2 A esta forma de definir a la corrupción política se le conoce como «el 
bien esencial dañado», el daño a la finalidad colectiva-regulativa y pa-
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En suma, la corrupción es «el uso de los recursos y atri-
buciones de los puestos públicos para proteger o favorecer 
intereses particulares, mediante decisiones políticas» (Es-
calante, 2000, p. 275). Los denominadores comunes que se 
seleccionan en esta investigación para identificarla son: 1) la 
alta jerarquía política de quien comete los actos que abusan 
de su encargo público; 2) el beneficio extraído o compartido 
del acto de gran corrupción; y 3) las decisiones políticas sin 
las cuales no sería posible el hecho. Por decisiones políticas 
se entiende que son aquellas que requieren de un mínimo 
grado de consenso entre actores e intereses enfrentados en 
la arena pública, y que al momento de ser tomadas tienen 
efectos vinculantes y colectivos tanto para los actores que 
las toman, como para el público que padece los efectos o 
consecuencias de tales decisiones.   

Si bien los elementos conceptuales anteriores son esen-
ciales para ubicar un acto corrupto, estos carecen de senti-
do si no hay una discusión social respecto a lo que es per-
cibido como corrupción. En este orden de ideas, en este 

cificadora de la política (Philip, 1997, citado en Villoria, 2006). En esta 
línea, en la corrupción política siempre se trasgrede el principio de 
«moralidad pública», se traiciona la confianza pública encomendada 
por los ciudadanos a sus autoridades que se corrompen. A diferencia de 
la corrupción en sentido estricto, en el sector privado se traiciona una 
«moral-profesional», aquellas encomiendas dadas por un jefe privado 
en particular o una corporación a un empleado de tal sector. En el sector 
público, la moral que rige es la «moral pública» porque tal funciona-
rio depende de un mandato por lo regular constitucional y de una suma 
de recursos públicos que le obligan a tener actos transparentes y rendir 
cuentas, los cuales con los actos corruptos son plenamente trasgredidos. 
(Villoria, 2006, pp. 103-104).
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trabajo no solo importa ubicar los elementos constitutivos 
del concepto de corrupción política arriba mencionados, 
sino que es muy importante también tomar en cuenta una 
característica de la discusión o debate público de los actos 
corruptos sugerida por Scott (1972), su carácter diacrónico: 
los cambios en las experiencias, en los debates y en los dis-
cursos públicos que hacen que la corrupción mute sus sig-
nificados sociales a lo largo de la historia.    

En concreto, la corrupción no solo es el abuso de la po-
sición de poder público y los aspectos legales que precisan3 

3 En México se contemplan alrededor de poco más de una decena de actos 
específicos que pueden ser considerados como corrupción por su diná-
mica de abuso de poder para el beneficio privado o de grupo. Estos se es-
pecifican y sancionan tanto en la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas como en el Título décimo del Código Penal Federal (Nieto, 
2018), (Casar, 2016, pp. 82-84) y son los siguientes, —nótese que se hace 
su listado para clarificar que no solo la corrupción política involucra a un 
solo acto ilegal e ilegítimo, sino que es toda una gama de actos corruptos 
que hay que considerar, y sobre los cuales vale, desde el plano teórico 
y empírico, identificar sus comunes denominadores de persistencia—:  
cohecho, que es obtener beneficios adicionales a las contraprestaciones 
de su labor como servidor público; peculado, que es apropiarse de recur-
sos públicos; desvío de recursos, que es desviar recursos públicos para un 
destino distinto del que estaban previstos según la ley o norma; utiliza-
ción de información indebida, que es usar información privilegiada para 
incrementar el patrimonio del servidor o de sus socios; abuso de funcio-
nes, que es cuando el servidor público se extralimita de sus funciones 
para obtener un beneficio adicional; actuación bajo conflicto de interés, 
que es cuando el servidor público interviene en asuntos en los que tiene 
un interés privado directo; contratación indebida, que es el autorizar la 
contratación de alguien que está inhabilitado o impedido para realizar 
una función pública; ocultar enriquecimiento o conflicto de interés, que es 
cuando el funcionario omite información patrimonial o miente en tales 
declaraciones; tráfico de influencias, que es cuando el servidor público 
utiliza su cargo para inducir una conducta indebida de otro actor público 
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tales delitos, ni nada más el soborno como su máxima ex-
presión, sino que engloba también el consecuente debate 
social necesario acerca del acto corrupto sin el cual la falta 
pasa desapercibida (Scott, 1972). Por tanto, quien hace que 
las categorías corruptas, independientemente de sus varia-
ciones tipológicas, cobren vida es el debate social respecto 
a los casos percibidos como corruptos.    

Por último, el principio teórico para entender a la co-
rrupción política en este trabajo es de orden multidimen-
sional, en el cual la corrupción se explica con el cruce de 
distintas perspectivas de abordaje. En este trabajo el abor-
daje es de 1) incentivos racionales: plenos cálculos de cos-
to y beneficio de los actores humanos involucrados; y 2) de 
corte institucional, una serie de instituciones políticas, so-

o privado; encubrimiento, que es cuando se ocultan actos u omisiones que 
constituyan faltas administrativas; desacato, que es cuando se retrasa, 
obstruye o se miente en las investigaciones de la autoridad fiscalizadora 
o la autoridad judicial; obstrucción de la justicia, que es cuando se impide 
el proceso de investigación o sanción de faltas administrativas o cuan-
do se revela la identidad de un denunciante anónimo; soborno, que es 
cuando un particular ofrece un beneficio a algún servidor público para 
que realice o se abstenga de hacer un acto relacionado a sus funciones; 
participación ilícita, que es el colaborar en procedimientos administrati-
vos aun cuando se esté inhabilitado; utilización de información falsa, que 
es presentar información falsa o alterada para simular el cumplimiento 
de requisitos; y colusión, que es cuando se acuerdan arreglos entre com-
petidores o particulares que generen un beneficio indebido en contra-
taciones públicas. En ciertos casos de corrupción pueden presentarse 
uno o más de estos ilícitos, y a su vez tienen bajos niveles de denuncia 
y sanción; por ejemplo, entre 1998 y 2013 hubo «582 denuncias, 8 en 
reserva, 12 que no ejercieron acción penal, y solo 21 casos consignados» 
(Casar, 2016, p. 68).
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ciales e incluso culturales4 que limitan la conducta de los 
actores y provocan que estos promuevan o se resistan a la 
probabilidad de cometer actos de corrupción política.  

Por esta razón, para observar de forma «operativa» 
cuando existe la posibilidad de que suceda un acto corrup-
to, tomamos en cuenta la siguiente premisa teórica que 
coincide con lo anterior descrito sugerida por Rose-Ac-
kerman y Palifka (2016, p. 126), quienes señalan que «la 
corrupción existe porque los servidores públicos tienen el 
poder de distribuir bienes escasos y de imponer costos one-
rosos». La posibilidad de que un actor público, en este caso 
los Presidentes o los poderes ejecutivos, promueva la co-
rrupción y que las instituciones que vigilan el ejercicio del 
poder público la limiten o la solapen depende por entero de 
tal capacidad política de distribuir bienes colectivos a socios 
privilegiados, y a su vez de imponer a conveniencia costos 
a actores desfavorecidos, o a los actores sociales que se vul-
neran con tales decisiones de poder. 

4 Aunque este trabajo no se centra en este aspecto, sin tener la intención 
de soslayar la explicación cultural que es importante, la opción de no 
ahondar en esta variable institucional es práctica y de extensión —pues 
tomarla en cuenta sería alargar en exceso los límites empíricos de este 
trabajo—; sin embargo, se sugiere abordarla con detenimiento en futu-
ros análisis, pues es vital para mostrar una cara social de la corrupción. 
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2. Aspectos metodológicos de este trabajo. ¿Qué pregunta 
central se formula y cómo se pretende responder? 

2.1 La importancia de las negociaciones políticas en el Ejecutivo 
federal y los equipos presidenciales para la promoción o limita-
ción de posibles actos de corrupción política 
Si se considera lo tratado en los apartados introductorios 
anteriores, se aclara que tanto la evolución en nuestra his-
toria política contemporánea de los modelos de corrupción 
política5 como la percepción y los costos asociados de esta, 
se producen en el seno de las negociaciones políticas de los 
distintos equipos presidenciales. 

Es de suma importancia entender que el Poder Ejecu-
tivo tiene una incidencia determinante al momento de 
propiciar acuerdos con socios privados para repartir be-
neficios públicos y, por igual, al momento de repartir los 
costos públicos de esos acuerdos hacia la sociedad. En 
este trabajo partimos de la premisa de que el Ejecutivo 
es una figura central en tales negociaciones que llevan a 
esos repartos y se convierte en una institución de poder 

5 Estos modelos de corrupción tienen que ver principalmente con la evo-
lución de quien o quienes poseen el dominio determinante de la pro-
moción de los actos corruptos desde claras posiciones de poder tanto 
estatal como social. En México estos han transcurrido desde un claro 
monopolio corrupto estatal hegemónico; luego un reparto bipartito 
de la corrupción entre Gobiernos y sector privado; después un reparto 
tripartito entre Gobiernos-sector privado y crimen organizado; y final-
mente el modelo más actual es de un corte tetrapartito entre Gobiernos, 
empresarios, crimen organizado y sociedad de «a pie» que también se 
sirve de ciertos contextos de corrupción. Para ahondar en este apartado 
sugiero leer la tesis en extenso (Alonso, 2021, pp. 19-23).  
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político preponderante para potenciar o limitar los actos 
de corrupción y de influencias privadas desmedidas sobre 
el Estado que a fin de cuentas terminan corrompiendo el 
proceso político y democrático con el cual deben6 apegar-
se los asuntos públicos.  

Una vez hecha esta aclaración, se señala la pregun-
ta central que da origen a este trabajo, los objetivos que se 
persiguen, la hipótesis y la metodología para llegar a los re-
sultados finales. 

2.2 Pregunta central de investigación
Esta investigación busca responder a la siguiente pregunta: 
¿qué factores explican los actos de persistencia de gran co-
rrupción política (gcp) que se han vivido en México entre 

6 Una posible objeción a lo anterior sería señalar que el hablar del «de-
ber ser» es una orientación normativa que no corresponde a la reali-
dad de las dinámicas institucionales en México. Con relación a esto es 
importante subrayar que una perspectiva normativa, bien delimitada 
de una perspectiva puramente descriptiva previa, es digna de tomarse 
en cuenta. Una perspectiva normativa importa porque, si bien las ins-
tituciones políticas mexicanas, como el caso del Ejecutivo, se ciñen a 
las normas establecidas, en los actos reales de negociación política pue-
den propiciar actos corruptos al igual que limitarlos. En función de esto 
surge la necesidad de contrastar la mirada normativa de la política y las 
instituciones con los hechos políticos concretos. Solo así, al ponderar 
lo normativo en contraste con los hechos y los casos percibidos como 
corruptos por la sociedad, es que se pueden identificar con mayor preci-
sión las fallas institucionales que terminan desvirtuando a los procesos 
políticos y democráticos. Si México es un país democrático, importa por 
igual estudiar a fondo el porqué de los fallos en su democracia, dado que 
son institucionales aumentan los potenciales de corrupción y de insatis-
facción con la vida pública nacional y solo si se conocen podemos traba-
jar en subsanarlos, así como en las formas o políticas públicas concretas 
y pertinentes para tratarlos.     
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los años 2000 y 2021 a pesar de los cambios políticos en el 
Poder Ejecutivo federal?  

2.3 Objetivo general de esta investigación
El objetivo general de esta investigación es explicar, con 
base en insumos teóricos y empíricos en nivel compara-
do, las causas necesarias y suficientes que explican la per-
sistencia de los actos de gran corrupción política (gcp) en 
México. 

2.4 Objetivos específicos
Se desprenden dos objetivos específicos: 

• Uno: comparar en la temporalidad de investigación 
las cuatro distintas administraciones ejecutivas fe-
derales entre 2000 y 2021 para encontrar y explicar 
los patrones consensuales o recurrentes en cuatro 
casos distintos emblemáticos de corrupción polí-
tica, que involucran a los Presidentes del Gobierno 
federal.     

• Dos: identificar, a través de la interpretación analíti-
ca de los casos tratados, el rumbo de la gran corrup-
ción política como una narrativa transexenal entre 
2000 y 2021. 

2.5. Hipótesis de investigación
La hipótesis que se propone es: 

La gran corrupción política persiste en México y su po-
tencial de recurrencia aumenta debido a que los distintos 
Ejecutivos federales propician, a través de la red de nego-
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ciaciones que surgen alrededor de la obtención del poder, 
de forma particular alrededor de los equipos del Ejecutivo 
federal, el reparto de beneficios públicos a socios privile-
giados, con una consecuente imposición de costos públicos 
a la sociedad.

Tales negociaciones comprometen acuerdos que pueden 
convertirse en actos concretos de gran corrupción y de cap-
tura estatal percibida como corrupta ante la sociedad.   

2.6 ¿Qué método se selecciona para cumplir lo que se propone 
esta investigación? 
Este trabajo se desarrolla con una metodología compa-
rada, en la cual se contrastan cuatro ejecutivos federales 
distintos en los cuales se desarrollan, a su vez, cuatro ca-
sos respectivos de corrupción política. Esta metodología 
se conoce como el método de la semejanza o consenso de 
John Stuart Mill (1843), y su lógica es responder en qué 
convergen los casos, qué causas son constantes a pesar de 
ser distintos entre sí. Este método es pertinente de utilizar 
porque «al examinar una muestra de casos que exhiben el 
mismo resultado, el investigador busca identificar la causa 
individual que todos los casos tienen en común» (Ragin, 
2009, p. 25). 

Para ejecutar propiamente la comparación se utilizó la 
técnica del análisis cualitativo comparado (qca), la cual 
pretende evaluar la presencia o ausencia de las variables 
teóricas citadas con anterioridad al expresarlas en ceros 
(ausencia) y unos (presencia), y así poder abstraer una fór-
mula algebraica booleana que indique los factores que po-
tencian la presencia de corrupción política. 
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Si se toma en cuenta la perspectiva teórica señalada, la 
corrupción se da cuando se combinan incentivos específi-
cos en formas de variables como: 1) el poder de distribución 
de un beneficio público por parte de una autoridad de Go-
bierno; 2) el poder de imposición de un costo público por 
parte de esa misma autoridad; 3) una estructura privada de 
oportunidad corrupta: potenciales socios que desde la es-
fera privada buscan un trato privilegiado al interactuar con 
el Gobierno en turno; y 4) falta de cooperación judicial para 
investigar casos y castigarlos. 

Además existen las variables institucionales que com-
pletan el marco teórico: 5) instituciones políticas inefecti-
vas de control interno (estatales) para detectar y denunciar 
los casos potenciales; 6) instituciones políticas inefectivas 
de control externo (autónomas del Estado mexicano), las 
cuales, al detectar la presencia o ausencia de estas seis va-
riables, condicionan el resultado o variable dependiente 
que es 7) los sesgos institucionales consecuentes que resul-
tan en un caso de gran corrupción. En el presente análisis 
cualitativo comparado (qca) se examinan y ponen a prueba 
tales variables que se comparan entre los casos sucedidos en 
2000 y 2021. 

3. Los casos seleccionados y su comparación a través del 
análisis cualitativo comparado (qca) 

3.1 El caso Amigos de Fox: Vicente Fox Quezada (2000-2006) 
Amigos de Fox es el nombre de una asociación civil (A. C.), 
fundada en 1998 por empresarios, colaboradores y amigos 
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personales de Vicente Fox7, con los objetivos de construir 
una candidatura presidencial efectiva y ganarle al Partido 
Revolucionario Institucional la Presidencia de la república 
en el año 2000. Según Tejada (2005, p. 67) esta asociación 
civil fungió de forma muy exitosa y sobre todo innovadora 
en el plano de la acción política nacional, al comportarse 
como un «partido político paralelo» que hizo posible el as-
censo de Fox a la candidatura presidencial del Partido Ac-
ción Nacional en 1999, y su posterior triunfo en las eleccio-
nes presidenciales de julio de 2000. 

Si bien los mencionados objetivos políticos de esta aso-
ciación civil parecen legítimos, la asociación posibilitó una 
importante fuente de gran corrupción al momento de eje-
cutar otra de sus funciones principales, la recaudación de 
fondos privados desde antes de las elecciones presidencia-

7 La asociación fue fundada en febrero de 1998 por José Luis Gonzá-
lez, cercano amigo y colaborador profesional de Vicente Fox Quesada 
(vfq), cuando este laboró en la empresa Coca-Cola. Destacan como 
miembros fundadores el empresario Lino Korrodi Cruz —amigo de Fox 
desde su trabajo en Coca-Cola, y coordinador de campaña presidencial 
de vfq—, principal señalado de la triangulación de recursos ilegítimos 
por $91,000,000 hacia la campaña foxista–; Ramón Muñoz Gutiérrez 
—alto ejecutivo del grupo Bimbo, y luego Jefe de Oficina de la Presi-
dencia con vfq, y Senador por el Partido Acción Nacional (pan) entre 
2006 y 2012—; Martha Sahagún —militante panista y excontendien-
te a la Alcaldía de Celaya, esposa de vfq; buscó de forma activa ser 
candidata a la Presidencia desde su posición como primera dama—; y 
Eduardo Sojo Garza-Aldape —economista formado en el itesm y en la 
Universidad de Pensilvania, fue asesor económico de vfq y coordina-
dor de asesores en materia de políticas públicas— (Tejada, 2005, p. 70 
y El Universal, 2017). 
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les de 2000 en favor de Vicente Fox, quien fungía enton-
ces como Gobernador del estado de Guanajuato entre 1995 
y 1999 antes de lograr la postulación presidencial del pan. 
Según Villamil (2018, p. 98) este objetivo de recaudación 
financiera era fundamental para no depender en exclusivo 
del financiamiento público y poder, a través de las aporta-
ciones privadas que se hacían a Amigos de Fox, rivalizar en 
directo contra el aparato público y el candidato «oficial» 
del pri a la presidencia, que en 2000 sería Francisco Labas-
tida Ochoa. 

Esta estructura, a pesar de ser exitosa en su propósito de 
asegurar el triunfo de vfq en las elecciones de 2000, resultó 
bastante incómoda para el propio pan, cuyos miembros más 
tradicionalistas, en estricto apegados a la doctrina política 
panista,8 la vieron con recelo. Amigos de Fox se perfilaba 
como la estructura más notable dentro de una corriente lla-
mada neopanismo9 (Tejada, 2005, p. 69), a la cual los miem-

8 Como Carlos Castillo Peraza, quien apoyó de forma moral a Fox, pero 
nunca de manera contundente. En 1997 compitió por las elecciones a 
Jefe de Gobierno del entonces Distrito Federal, y las perdió contra su 
contrincante de izquierda, el perredista Cuauhtémoc Cárdenas. Falleció 
en el año 2000, luego del triunfo presidencial del pan con Fox.    

  9 Corriente al interior del pan opuesta a la exclusividad doctrinaria de sus 
fundadores, y que se destacaba sobre todo por integrar a líderes em-
presariales en sus filas. Comenzó en 1987 en las primeras luchas demo-
cráticas del pan al interior del país y fue encabezada por el empresario 
sinaloense Manuel J. Clouthier, el cual invitó a Fox a hacer política en 
este partido. Otros destacados miembros de esta corriente fueron cono-
cidos como «los bárbaros del norte» por su arrojo contra la hegemonía 
priista y capacidad de liderazgo y organización popular —si bien con 
valores eminentemente conservadores—, estos eran Francisco Barrio 
en Chihuahua —quien luego gobernaría ese estado en 1992—; Ernesto 
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bros tradicionalistas le reclamaban su conformación de lí-
deres provenientes del sector empresarial —como Fox—, su 
excesivo pragmatismo y acciones políticas que dependían 
más del dinero que del propio ideario panista. 

Este esquema de financiamiento en paralelo logró capi-
talizar el triunfo del candidato panista a la Presidencia en 
2000, el cual se enfrentó directamente con el otrora Insti-
tuto Federal Electoral que investigó y sancionó tales opera-
ciones de financiamiento paralelo como ilegal. En conse-
cuencia, tanto el partido del Presidente como su entonces 
principal opositor, el pri —que también había sido conde-
nado por el caso conocido como Pemexgate, en el cual se 
detectaron millonarios desvíos de recursos desde el sindi-
cato de Petróleos Mexicanos a la campaña presidencial pri-
ista—, denegaron la continuidad en el organismo electoral 
federal en 2003 a los Consejeros que los sancionaron (Alon-
so, 2021, pp. 166-168). Tales sesgos institucionales conse-
cuentes evidencian que el entonces Ejecutivo aprovechó la 
falta de sanciones explícitas en su beneficio, lo cual, según 
el marco teórico aquí empleado, configura un caso percibi-
do como corrupto. La muestra de variables presentes y au-
sentes de este y los siguientes casos se expone justo al com-
pletar la reseña de los cuatro casos expuestos. 

Ruffo Appel en Baja California —señalado como el primer Gobernador 
de oposición en 1989— y Fernando Canales Clariond en Nuevo León —
mandatario panista de esa entidad en 1997. 
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3.2 Etileno XXI, tratos preferenciales desde el Poder Ejecutivo 
percibidos como corruptos: Felipe Calderón Hinojosa  
(2006-2012)
Este segundo caso de gran corrupción se vincula con el 
campo de las inversiones petrolero-energéticas en México. 
A pesar de no tener como en el primero una clara conexión 
tejida desde la lógica electoral, este califica para ser analiza-
do con detenimiento pues configura muchas claras señales 
estructurales de cómo la gcp10 puede abrirse paso, al ofer-
tar amplias ventajas para socios privados, a costa del interés 
público desde el Poder Ejecutivo, además de que también 
produjo graves sesgos en el desempeño institucional. 

Este caso se remonta a 2009 durante el sexenio del Pre-
sidente panista Felipe Calderón, año en el cual otra empre-
sa brasileña Braskem —filial de Odebrecht—,11 afiliada a la 
empresa petroquímica mexicana Idesa, obtuvieron por par-
te del Gobierno mexicano un contrato a largo plazo (de 20 
años) para que Pemex les suministrara gas etano con pre-
cios de descuento de hasta 30% respecto a las cotizaciones 
del mercado internacional (Rodríguez J., Ismael, 2020) para 

10 Gran corrupción política se entiende como aquella cometida por pocos 
funcionarios de alto o altísimo nivel burocrático, y si bien no es tan di-
seminada y recurrente involucra costos y ganancias multimillonarias, 
así como un gran daño político y social (Nieto, 2018; Alonso, 2021, pp. 
39-41). 

11 A pesar de este dato, se clarifica al lector que no es el mismo caso visto 
en el sexenio de Enrique Peña Nieto, aunque la relevancia estriba en que 
Odebrecht operaba en México en estrecha colaboración con los Gobier-
nos y sus políticos profesionales, sin distinción ideológica o partidaria, 
al igual que en otros países latinoamericanos, desde la segunda mitad de 
la década de 2000.
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la producción de etileno. El consorcio brasileño-mexicano 
se benefició puesto que los costos de importación, trans-
porte y separación del gas etano corrían a cuenta de Pemex, 
con amplias ventajas de producción y competencia para 
este a costa de pérdidas multimillonarias para la paraestatal 
mexicana. 

La planta para la producción de etileno comenzó a cons-
truirse en 2010 con el nombre del proyecto Etileno XXI, y 
tuvo una inversión multimillonaria público-privada con-
junta de $5,200,000,000, de la cual 30% fue privada y 70% 
pública vía deuda. La planta se construyó en Nanchital de 
Lázaro Cárdenas en el estado de Veracruz (Braskem-Idesa, 
2020).

Comenzó operaciones en el siguiente sexenio, hasta el 
año 2016, y se benefició de los subsidios directos que antes 
favorecían a Pemex Gas y Petroquímica Básica (pgpb), otro-
ra poderosa rama de transformación industrial de Pemex. 
Esto es así pues Pemex suscribió contratos que la obligaban 
a producir e importar la totalidad del gas etano y luego ven-
derlo a precios muy baratos o preferenciales que beneficia-
ron a Braskem-Idesa.  

Esta planta fue ideada a través del Proyecto Fénix, inten-
to de la administración del Presidente Vicente Fox Quezada 

12 Deuda financiada por organismos financieros internacionales y bancos 
privados como «el Banco Mundial-ifc; el Banco Interamericano de De-
sarrollo, Nafin y el Bancomext, de México, así como bndes, de Brasil; 
sace, de Italia; edc, de Canadá; Bank of Tokyo-Mitsubishi; hsbc; el 
Banco de Desarrollo de Corea, y Sumitomo Mitsui Banking Corpora-
tion» (Rodríguez J., 2020). 
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para revivir y relanzar la industria petroquímica nacional, 
pero con esquemas de participación abiertos a la inversión 
privada, no exclusivos del financiamiento público que se 
ejecutaba a través de Pemex. Este objetivo de política públi-
ca es importante porque, antes que solucionarse, se profun-
dizó el déficit petroquímico nacional. Según datos aporta-
dos por la actual Secretaria de Energía, Rocío Nahle García, 
el déficit se disparó de $8,000,000,000 de dólares en 2008 
a $35,000,000,000 dólares en 2020 (Canal 14, 2020), dinero 
que se eroga en importaciones de hidrocarburos necesarios 
para la producción de petroquímicos como los que produce 
Braskem-Idesa, cliente de Pemex. 

Estos acuerdos desventajosos entre el sector público 
y privado acarrean consecuencias hasta la actualidad. Se 
debe resaltar que los graves costos impuestos a Pemex son 
en parte el resultado de contratos desfavorables y arbitra-
rios —con un claro beneficio al sector privado y una fuerte 
sangría de recursos públicos— que fueron promovidos des-
de la propia decisión ejecutiva, avalada por el entonces Pre-
sidente y respaldada por funcionarios de alto nivel.  

Este episodio constituye un acto corrupto porque el 
Ejecutivo desplegó todas sus facultades para favorecer a 
un socio privado, a expensas no solo del desfalco del era-
rio federal; además, tras la negociación política clave con 
el consorcio privado, el Ejecutivo fungió como un escudero 
de los intereses privados al excluir a otros competidores del 
mercado petrolero. Uno de los compromisos resultantes fue 
que el Ejecutivo gravara a la propia importación de etileno 
para favorecer el negocio de sus socios privados. 
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El caso Braskem-Idesa no solo refleja un mal negocio 
para Pemex, sino el argumento central es demostrar que 
se trata de un negocio corrupto, porque los socios priva-
dos buscaron cerrar el negocio a través de un tráfico de in-
fluencias que, a fin de cuentas, excluyó a la competencia y 
cerró el paso a un mínimo de racionalidad en las finanzas 
públicas. Se trata de un caso corrupto de captura privada 
de una decisión púbica, el cual tampoco tuvo los mínimos 
estándares de apertura pública y mucho menos una discu-
sión amplia en el espacio público. Es un caso en el que el 
Ejecutivo promueve por entero el interés privado en vez de 
ponderar opciones públicas legítimas de mayor racionali-
dad y menor dispendio de los recursos nacionales.  

3.3 El caso Odebrecht. Corrupción electoral con beneficios  
a socios privados en el sector energético nacional:  
Enrique Peña Nieto (2012-2018) 
Odebrecht13 es una empresa constructora brasileña, de in-
geniería y manufactura de productos petroquímicos con 
operaciones a nivel mundial y fuerte presencia en América 
Latina, fundada en 1944 por el ingeniero Norberto Odebre-
cht. Dicha compañía se volvió, desde mediados de la déca-
da de 2010 y hasta el momento de escribir estas líneas, un 
sinónimo de corrupción a nivel mundial. Esto debido a su 
actuar, ya que, al menos desde fines de los años ochenta, 

13 Se declaró en quiebra —por los escándalos de corrupción mundial— en 
agosto de 2019 en los Estados Unidos, y dos meses antes en Brasil ese 
mismo año (El Universal, 2019). 
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esta corporación contaba con un departamento de «ope-
raciones estructuradas» que en la práctica se encargaba de 
asegurar contratos de infraestructura con el Gobierno bra-
sileño y otros Gobiernos latinoamericanos, a través del pago 
de coimas o sobornos para obtenerlos. 

La oficina operó desde 1987 hasta 1992 con el nombre de 
«sector de relaciones estratégicas», a cargo de Concepción 
de Andrade. Al dejar de trabajar ahí, Andrade guardó por 30 
años los registros de las coimas para asegurar contratos, las 
cuales entregó a la justicia brasileña a inicios de la década 
de 2010, cuando Odebrecht ya era investigada por actos de 
gcp, evidencias que también se utilizaron en Estados Unidos 
contra sus principales directivos acusados de corrupción.  

Con tales operaciones la empresa obtuvo ganancias 
multimillonarias en los últimos 30 años, pues aseguraba 
contratos con Gobiernos locales de Brasil y con empresas 
paraestatales tan poderosas como Petrobras. El que Ode-
brecht tuviese una oficina de sobornos es en sí un reflejo 
del nivel de penetración corrupta tolerado por la mayoría 
de los Gobiernos latinoamericanos involucrados. A través 
de políticos y altos funcionarios ejecutivos que capturaban 
las decisiones públicas para otorgar cuantiosas concesiones 
y facilidades para la operación de la empresa brasileña, esta 
última pagaba millones en sobornos a los políticos para fi-
nanciar por largo tiempo sus carreras y objetivos políticos. 
Odebrecht obtenía como retorno más contratos públicos y, 
sobre todo, un creciente poder de influencia política en los 
países donde operó.   

Las maniobras corruptas de Odebrecht fueron inves-
tigadas de forma directa en marzo de 2014 por la justicia 
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brasileña a través de su Policía Federal. Las investigaciones 
descubrieron que un total de 40 legisladores, varios funcio-
narios de Petrobras e incluso el ex Presidente Luiz Inácio 
Lula da Silva14 estuvieron involucrados en tratos corruptos 
de la constructora a cambio de vastos contratos de inver-
sión de la paraestatal. En los medios de comunicación y en 
la opinión pública brasileña y latinoamericana, este escan-
daloso caso fue conocido como Lava Jato o Autolavado, de-
bido a que mucho del dinero de las coimas se invirtió en una 
cadena de autolavado de coches para lavar o «legalizar» el 
dinero, triangularlo y repartirlo hacia sus beneficiarios po-
líticos, a cambio de las concesiones. 

La operación Lava Jato logró en Brasil el procesamiento 
judicial y el castigo de al menos 123 acusados —políticos, 
funcionarios y empresarios del sector privado—, (Agen-
cia efe, 2018 y 2019) entre ellos el ceo de la constructo-
ra, Marcelo Odebrecht, quien fue condenado a 19 años de 
prisión en marzo de 2016 (bbc Mundo, 2016),15 y los per-
juicios monetarios ascienden a R$10,000,000,000 de reales  

14 Lula fue acusado por el Juez Sergio Moro de recibir un apartamento 
como soborno. Fue sentenciado a 12 años de prisión y tras acusaciones 
de inconstitucionalidad respecto a su proceso y arresto fue liberado en 
noviembre de 2019, tras pasar 19 meses en prisión. Lula y la ex Presi-
denta Dilma Rousseff fueron absueltos de las acusaciones de corrupción 
en diciembre de 2019; sin embargo, ambos han denunciado una perse-
cución política en su contra. Lula fue acusado nuevamente de blanqueo 
de sobornos ante un juez federal en octubre de 2020 (bbc Mundo, 2019 y 
Rodríguez Gutiérrez, 2019).   

15 Aunque solo cumplió dos años en una penitenciaria brasileña, el resto 
estará bajo arresto domiciliario tras un acuerdo judicial de cooperación 
(Oliveira y Mendoça, 2017). 
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brasileños.16 El caso se internacionalizó el 21 de diciembre de 
2016 gracias a una investigación publicada sobre Odebrecht 
por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos; en 
dicha publicación se pormenorizaban las operaciones co-
rruptas de la constructora en países como Angola, Argenti-
na, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Mozambique, 
Panamá, Perú, República Dominicana y Venezuela. 

Con los reflectores de la justicia brasileña y estadouni-
dense, y de los medios de comunicación mundiales, el caso 
Odebrecht reveló toda una red de corrupción transnacional, 
en la cual los ejecutivos de la constructora, en concreto los 
encargados de representarla en los países latinoamericanos, 
fueron investigados por la justicia brasileña y comenzaron 
a colaborar para revelar detalles y conexiones de los sobor-
nos. En este contexto el caso de gcp estalló en México. 

Bajo la mira de la justicia brasileña y de Estados Uni-
dos, el caso Odebrecht comenzó a investigarse en México 
desde la Fiscalía Especializada para la Detección de Deli-
tos Electorales (fepade), encabezada por el entonces Fis-
cal Santiago Nieto Castillo (se abrevia snc) en 2017, a un 
escaso año antes de las elecciones presidenciales de 2018. 
Las primeras indagatorias revelaron que en 2012, durante 
la campaña presidencial del candidato Enrique Peña Nieto, 
su representante de asuntos internacionales, Emilio Lozo-
ya Austin (se abrevia ela), recibió transacciones millona-
rias por parte de Odebrecht en cuentas ligadas a empresas  

16 Esta cifra es la mínima considerada, si se toman en cuenta las operacio-
nes ilegales desde antes de la década de 2000 este dinero puede ascender 
incluso a los $10,000,000,000 de dólares (El Siglo Coahuila, 2015). 
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offshore17 de su propiedad, y que además el candidato epn se 
había reunido con Marcelo Odebrecht en 2010, 2011, 2012 y 
2013. 

Tras estas primeras revelaciones en la opinión pública 
en 2017, Lozoya presionó a snc para que lo absolviera de las 
acusaciones, las cuales tomaron mayor resonancia cuando 
en Brasil Luis Alberto de Meneses Weyll (se abrevia lmw), 
quien fue director de Odebrecht en México, ya había reve-
lado ante la justicia brasileña desde diciembre de 2016 que 
conocía a Lozoya desde 2009 y le había entregado a este un 
total de $10,500,000 de dólares en sobornos: 4,500,000 an-
tes de que epn ganara la Presidencia y 6,000,000 cuando 
este ya era Presidente y Lozoya director de Pemex.18

Luego de estudiar las evidencias documentadas al mo-
mento de escribir estas líneas, se identifica con claridad que 
el financiamiento corrupto a la campaña de epn tenía dos 
propósitos. El primero —antes y durante la campaña elec-
toral federal de 2012— sería beneficiar al candidato priista y 
asegurar su apoyo hacia Odebrecht una vez ganada la elec-
ción presidencial. El segundo —a partir de 2013 en adelan-
te— era influir en el cambio de las reglas de inversión ener-
gética y petrolera en México, a través de sobornos dirigidos 
a Lozoya como director de la petrolera mexicana, los cuales 

17 Estas son empresas registradas en «paraísos fiscales» en el extranjero, 
con lo cual pretenden evadir el radar de la justicia penal y fiscal mexi-
canas. 

18 lmw declaró entregarle a ela $2,000,000 de dólares antes del proceso 
de licitación de contratos para Pemex, y $4,000,000 una vez estableci-
dos los contratos con Odebrecht (El Economista tv, 2017). 
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asegurarían que Odebrecht obtuviera millonarios19 contra-
tos en el sector de la infraestructura energética de México. Al 
momento de presentar esta reseña, el exdirector de Pemex 
sigue en prisión preventiva en carácter de testigo privilegia-
do, sin que la red de corrupción que facilitó el acto corrupto 
y mucho menos sus implicados políticos de alto nivel como 
el ex Presidente Peña20 tengan sanciones judiciales por ello. 

3.4 Caso de «el Decretazo», lógicas indebidas de intercambio 
al amparo del poder público en beneficio de socios mediáticos. 
Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) 
En noviembre de 2019, el Presidente Andrés Manuel López 
Obrador tomó el compromiso ante empresarios de la radio 
y la televisión de reducir el tiempo oficial que el Ejecutivo 
dispone para difundir sus mensajes como materia de interés 
público (Proceso, 2019). La propuesta no era fortuita, ya que 
respondía a una petición de los empresarios de la indus-
tria de la radio y televisión para exigir la eliminación de los 
tiempos oficiales, pues según argumentaban sus represen-
tantes, estos tiempos eran un vestigio autoritario del viejo 
régimen priista-hegemónico.21

19 Se estima que las ganancias ilegales de Odebrecht en México, producto 
de este esquema de corrupción, ascienden a $3,000,000,000 en sus 
años de operación. 

20 A pesar de que la Fiscalía General de la República anunciara en agosto 
de 2022 que el ex Presidente tenía abiertas carpetas de investigación 
por otros casos de probable corrupción durante su sexenio (Forbes, 
2022). 

21 Según el Presidente de la Cámara de la Industria de la Radio y la Televi-
sión, José Luis Rodríguez, tales tiempos «[…] nacieron de un autorita-
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En paralelo a este argumento de la Cámara Empresa-
rial de la Radio y Televisión, el Presidente declaró que ta-
les tiempos oficiales son un impuesto de facto para esta in-
dustria y que, debido a que son «otros tiempos» (Proceso, 
2019), su Gobierno no necesita de la propaganda oficial, 
pues al ser democrático y tener contacto constante con la 
gente se puede prescindir de tales tiempos de transmisión 
oficial porque, en contraste, un Gobierno autoritario nece-
sita tal propaganda para acaparar los medios e imponerse en 
la opinión pública. 

La demanda de la eliminación de tales tiempos, si bien 
no se implementó a cabalidad —los tiempos oficiales esta-
tales de transmisión persisten— encontró cabida mediante 
una oferta hecha por el Ejecutivo el 3 de abril de 2020. En esa 
fecha, el Ejecutivo hizo público su compromiso con la in-
dustria de radio y televisión de devolver los tiempos fiscales 
correspondientes al Estado mexicano a los concesionarios 
privados para su comercialización (López Pérez, 2020). 

El argumento que declaró el Presidente López Obra-
dor para justificar tal decisión fue que debido a la situación 
crítica derivada de la pandemia de covid-19,22 la cual ha-
bía provocado serias mermas económicas en la industria  

rismo del Estado, también absolutamente fuera de la ley, derivado de 
la cobertura que se dio a los movimientos de 1968» (Proceso, 2019). 

22 Este es el nombre de una enfermedad que ataca al sistema respiratorio 
humano, y que desató una pandemia global a fines del año 2019, la cual 
se prolongó durante 2020 y persistió en 2021. Obligó a la mayoría de los 
Gobiernos a tomar medidas estrictas de aislamiento social para evitar 
la transmisión del virus. Las restricciones desaceleraron la economía 
global y provocaron pérdidas millonarias en el sector privado y público.
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radio-televisiva, su Gobierno hacía uso de la facultad del 
decreto presidencial para implementar la medida y permitir 
que los concesionarios privados aprovecharan tales tiempos 
para generar mayores ingresos, paliar las mermas y evitar 
despidos en tal industria.23 

20 días después de lo anterior, el 23 de abril de 2020, el 
Decreto que autoriza a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público a recibir de los concesionarios de estaciones de 
radio y televisión el pago del impuesto que se indica, en el 
cual se autoriza la medida de devolución, fue publicado en 
el Diario Oficial de la Federación (dof) y entró en vigor el 15 
de mayo de ese año. 

La medida no estuvo exenta de polémica y de oposición. 
La Asociación [Civil] Mexicana de Acceso a la Información 
(amedi) fue la primera en puntualizar que el decreto del 
Presidente era inconstitucional, pues se trató de «“un do-
ble regalo” del Gobierno federal a la Cámara Nacional de la 

23 La cita textual del Presidente es: 
[…] hice un compromiso hace un tiempo en una reunión con concesiona-
rios de radio, de televisión y les ofrecí que íbamos a analizar la devolución 
de los tiempos oficiales; y hoy voy a firmar el acuerdo, devolvemos los 
tiempos oficiales a estaciones de radio, canales de televisión, porque un go-
bierno que mantiene comunicación permanente con el pueblo, un gobierno 
del pueblo no necesita de propaganda, y la industria de la radio y la tele-
visión está pasando por un mal momento porque han bajado sus ingresos 
en general y nosotros no podemos darles dinero para publicidad, como era 
antes, se ha reducido considerablemente y se va a reducir aún más el gasto 
de publicidad. Entonces, con esta medida ellos van a poder comercializar 
esos tiempos y son ingresos que les van a ayudar a mantener sus empresas y 
sobre todo a mantener el trabajo de muchos quienes laboran en esta indus-
tria […] (Citado en Vivanco Lira, 2020). 
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Industria de Radio y Televisión (cirt), beneficio que solo se 
explica como un gesto político de López Obrador para ga-
narse el favor de los empresarios del sector» (Fierro, 2020).  

La amedi criticó la medida en función de que señaló 
que los tiempos oficiales24 no son una prerrogativa de libre 
disposición del Ejecutivo, sino que corresponden al Estado 
mexicano y no solo al Gobierno o al Poder Ejecutivo nacio-
nal. Por lo cual el decreto pasa por encima de otros pode-
res como el Legislativo, el único facultado para modificar 
las reglas constitucionales en los esquemas de comunica-
ción política, y por igual afecta la disposición de este tiem-
po a los órganos autónomos del Estado mexicano, quienes 
ven reducida su capacidad de transmisión de información,  

24 Estos a su vez se dividen en tiempos de Estado y tiempos fiscales. Los 
primeros son los que el Estado mexicano y sus instituciones de Gobier-
no, legislativas y órganos autónomos disponen como contraprestación 
natural de las concesiones radio-televisivas; y los segundos son ges-
tionados por el Ejecutivo federal a través de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y se dotan a las empresas de radio y televisión para que 
estas paguen impuestos «en especie» al Estado mexicano a través de la 
sesión de determinados minutos para el espacio radio televisivo. Antes 
del decreto la Constitución mexicana señala que los tiempos de Esta-
do corresponden a 48 minutos totales de transmisión. La legislación 
resulta de sumar 30 minutos de tiempos estatales y 18 minutos corres-
pondientes a los fiscales. En tiempos no electorales, de los 48 minutos 
de transmisión, 12% le corresponden al Instituto Nacional Electoral 
(ine), el cual es el máximo organismo encargado de gestionar los tiem-
pos de radio y televisión del Estado mexicano. En periodo electoral la 
relación se invierte, pues la mayoría de los 48 minutos de transmisión 
los dispone el ine para la difusión de las campañas electorales y 12% 
lo dispone el Estado mexicano para la transmisión de comunicaciones 
públicas oficiales no proselitistas.  
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en especial el ine que enfrentó en el año 2021 un proceso 
electoral federal.25

Además de estas asimetrías señaladas, la amedi a través 
de su Presidente, Jorge Bravo, señaló el intercambio ilegíti-
mo de favores ante la difícil situación económica y política 
del Gobierno federal mexicano derivada de la crisis sanitaria: 
«Parece que estamos ante una estrategia política para ob-
tener algún tipo de cobertura favorable frente a una situa-
ción tan compleja como la que enfrenta el presidente López 
Obrador en este momento. Esta iniciativa data de noviem-
bre de 2019, desde entonces ya se veía un fuerte cuestiona-
miento a las políticas del Ejecutivo federal» (Fierro, 2020). 

Algunos actores públicos, como la ex Consejera del ine 
Pamela San Martín, señalaron que de forma paradójica el 
decreto era contradictorio a la reforma del artículo 28 cons-
titucional hecha por el Presidente para evitar condonacio-
nes discrecionales de impuestos por parte del Ejecutivo ha-
cia particulares, enmienda que el Presidente López Obrador 
propuso en septiembre de 2019 y que fue aprobada por el 
Congreso de la Unión, además de que el decreto resulta 
contrario a la legislación electoral vigente desde 2007 y a 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión que 
otorga al Instituto Federal de Telecomunicaciones la recto-
ría de concesiones de radio y televisión (Fierro, 2020).

25 Según cálculos del ine referenciados por Vivanco Lira (2020) «el ine 
en periodo ordinario contaba con 7 minutos 48 segundos en radio y 5 
minutos 45 segundos en televisión; ahora, tendrá 6 minutos 7 segundos 
y 4 minutos 55 segundos, respectivamente. Lo anterior implica perder 
4,242 impactos en radio y 1,792 en televisión, esto es, “una afectación 
diaria de 6,034 promocionales pautados por el Instituto” al día». 
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Sin embargo, la medida fue impugnada por el ine el 
7 de mayo de 2020, a ocho días de su entrada en vigor, 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) por 
medio de una controversia constitucional, en la que este 
organismo autónomo alegó que el decreto «violenta di-
rectamente la función del Instituto Nacional Electoral, 
bajo el actual modelo de comunicación política, como ad-
ministrador de estos tiempos en materia electoral» (Con-
troversia constitucional ine-Gobierno Federal citada en 
Vivanco Lira, 2020).  

Al argumento anterior se suma la posición de que este 
decreto, además de vulnerar la competencia del ine para 
la gestión de los tiempos oficiales de radio y televisión, in-
fringe el derecho a la información en plena contingencia 
sanitaria derivada de la pandemia de covid-19. Como evi-
dencia, ante la alteración de los tiempos oficiales, la misma 
Presidencia de la república dirigió una carta al Consejero 
Presidente del ine, Lorenzo Córdova Vianello, a través del 
Coordinador de Comunicación Social y Vocero de la Presi-
dencia, Jesús Ramírez. En la misiva, se pedía al ine su inva-
luable cooperación para ceder sus tiempos de transmisión 
a las instancias sanitarias del Gobierno para informar sobre 
las medidas de precaución y reglas sociales ante la contin-
gencia. Ante la petición, el 18 de diciembre de 2020 el ine 
emitió un acuerdo en el cual solicitaba —de forma volun-
taria— la colaboración de los partidos políticos para ceder 
sus tiempos de difusión para este fin. Sin embargo, la amedi 
consideró que «el daño al derecho a la información, duran-
te la contingencia sanitaria y el proceso electoral, ya está 
hecho» (amedi, 2021).   
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Como último punto, el ine solicitó a la scjn la suspen-
sión de la aplicación del decreto hasta su plena resolución, 
debido a que alteraba el esquema de equidad en la transmi-
sión de la información política ante el proceso electoral de 
2021. En consecuencia, la scjn recibió y admitió la contro-
versia, pero negó la suspensión de la aplicación del decreto 
el 11 de mayo de 2020, a tan solo cuatro días de su entrada 
en vigor. Al momento de escribir estas líneas, la scjn aún no 
emite ningún fallo resolutivo y los tiempos de transmisión 
oficiales se mantienen reducidos debido a las disposiciones 
del decreto, con lo que la balanza de la decisión se inclinó 
determinantemente hacia los intereses del Ejecutivo y a sus 
socios mediáticos de facto beneficiados con el decreto pre-
sidencial. 

4. Hallazgos principales y conclusiones

4.1 El análisis cualitativo comparado de los casos citados 
• La matriz conjunta de condiciones causales de los casos
El primer paso en el análisis cualitativo comparado es obser-
var el comportamiento conjunto de los casos y las catego-
rías teóricas causales empleadas para observar su compor-
tamiento, las diferencias y patrones de semejanza entre los 
mismos. Por tanto, la Tabla 1 presenta los resultados agru-
pados de los cuatro casos examinados, para luego construir 
la Tabla 2, la tabla de la verdad, y pasar a la formalización 
analítica de la comparación. 

Es prudente comentar que en la Tabla 1 se observa el 
comportamiento de las variables propuestas para enten-
der la persistencia de la gcp. Los cuatro casos examinados 
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coinciden en las variables de reparto de costos del Ejecuti-
vo a actores públicos o privados (C); estructura privada de 
oportunidad corrupta (D), la falta de cooperación judicial 
para detectar y sancionar a las redes de corrupción (J), y la 
inefectividad de las instituciones horizontales de control 
estatal (H). 

Fuente: elaboración propia. 

TABLA 1. 
Matriz conjunta de condiciones causales presentes 

o ausentes en los cuatro casos estudiados

Unidad de análisis
2000-2006

Caso Amigos 
de Fox

2006-2012
Caso Etileno 

XXI

2012-2018
Caso 

Odebrecht

2018-2024
Caso «El 

decretazo»

Reparto de beneficios del Ejecutivo 
a actores públicos o privados

(B)

Estructura privada de oportunidad 
corrupta

(D)

Instituciones horizontales 
inefectivas 

(H)

Sesgos institucionales 
consecuentes

(S)

Reparto de costos del Ejecutivo a 
actores públicos o privados

(C)

Falta de cooperación 
judicial

(J)

Instituciones políticas inefectivas 
de control externo

(E)

0

1

1

1

1

0

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

1

Los casos comparados se diferencian en la variable de re-
parto de beneficios del Ejecutivo a actores públicos o pri-
vados (B) y también se distinguen en la variable de control 
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inefectivo de las instituciones de control externo o autóno-
mas del Estado (E). A pesar de tales variaciones, el análisis 
de los casos demuestra que en los cuatro pasa como resulta-
do el sesgo institucional consecuente (S), el cual se experi-
menta al no detectar ni sancionar a las redes de corrupción 
que posibilitan los casos. Estos factores son los que de forma 
predominante posibilitan que ocurra en primera instancia 
la gcp, y que luego persista aunque haya cambio de Gobier-
no federal. 

Para verificar estas observaciones y poder avanzar en su 
formalización demostrativa se presenta la Tabla 2, la tabla 
de la verdad (Ragin, 2009), en la que se agrupan los casos 
coincidentes y no coincidentes con las condiciones causa-
les hasta aquí trabajadas.  

Fuente: elaboración propia.

TABLA 2.
Tabla de la verdad para la presencia de sesgos en el desempeño

institucional que favorecen la reproducción de la gcp

Casos

Etileno XXI, Odebrecht, «el Decretazo»

Amigos de Fox

Orden B C D J H E S

1

1

1

0

1

1

1

1

1

1

1

1

1

0

1

1

La tabla de la verdad refleja las posibles lógicas de combina-
ción de condiciones a comparar entre los cuatro casos estu-
diados. Los resultados son los siguientes: los casos Etileno 
XXI, Odebrecht y «el Decretazo» —correspondientes a las 
administraciones de Felipe Calderón, Enrique Peña y An-
drés Manuel López Obrador, respectivamente— represen-
tan episodios de gcp en los cuales se da una combinación 
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óptima entre la estructura gubernamental de oportunidad 
corrupta —entiéndase reparto de beneficios (B) y costos 
(C)— y estructura privada de oportunidad corrupta (D). Es-
tas, aunadas a la total ausencia de cooperación judicial (J), 
más la presencia de instituciones de control horizontal (H) 
y externo (E), son inefectivas. La consecuente presencia del 
sesgo en el desempeño institucional (S) impide desarticular 
las redes corruptas que posibilitan los casos y sancionar ta-
les comportamientos. 

Resalta solo un caso con otras condiciones relevantes 
para la persistencia de la gcp: el de los Amigos de Fox. Como 
se trató en su respectivo apartado, presenta de forma parcial 
la estructura gubernamental de oportunidad corrupta, al 
exhibir solo el reparto de costos del Ejecutivo a actores pú-
blicos o privados (C), en ausencia del reparto de beneficios 
desde el Ejecutivo (~B). En cambio, la estructura privada de 
oportunidad corrupta (D) sí se encuentra patente. Aunado 
a esto, la siguiente condición presente es la falta de coope-
ración judicial (J) para evitar el financiamiento corrupto de 
las campañas, sumado a la inefectividad de instituciones de 
control horizontales (H). Si bien estas condiciones resultan 
manifiestas en el caso, hay una institución de control ex-
terno efectiva (~26E) para denunciar, procesar y sancionar el 

26 Se recuerda que, en este caso, el guion aquí graficado significa 
en concreto «la ausencia de una institución de control externo 
inefectiva» para procesar el caso, o para su entendimiento inmediato, 
que al menos una institución de control externo (el entonces Instituto 
Federal Electoral) fue efectiva para procesar y sancionar el caso en su 
área de competencia.  
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acto de gcp en el plano administrativo y, a pesar de esto, se 
da de todos modos el sesgo en el desempeño institucional 
(S), ya que ningún miembro político o empresarial de alto 
nivel implicado es procesado. 

Con esto en mente, se procede a la formalización de las 
condiciones de persistencia de la gcp a raíz de la aplicación 
de este análisis cualitativo comparado. 

4.2 Hallazgo principal de esta investigación
De estos resultados comparativos en primer lugar se obtiene 
que la presencia de las variables B y (*) C; y D; y J; y H; y E; 
resultan o dan lugar (=) a S. 

B*C*D*J*H*E=S

La condición anterior se manifiesta en tres casos: Etileno 
XXI, Odebrecht y «el Decretazo». 

Tenemos que cuando existe la ausencia de ~B; y la pre-
sencia de C; y D; y J; y H; y la ausencia de ~E; entonces S 
tiene lugar. 

Tal ecuación es operativa al examinar el caso de los Ami-
gos de Fox. 

~B*C*D*J*H*~E=S

Si se toman en cuenta las dos condiciones anteriores, una 
combinación de estas nos indica que todas resultan en S, el 
símbolo + representa la conjunción o:

B*C*D*J*H*E=S + ~B*C*D*J*H*~E=S
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Con esto en mente la fórmula es más parsimoniosa: las con-
diciones necesarias que en los casos examinados llevan a S 
son:

C*D*J*H=S

Se aclara que la ecuación resultante significa que la presen-
cia del reparto de costos desde el Ejecutivo a actores pú-
blicos o privados, una estructura privada de oportunidad 
corrupta, la falta de cooperación judicial, e instituciones 
(estatales) horizontales inefectivas resultan en sesgos ins-
titucionales consecuentes que facilitan y potencian a la gcp 
en México.

Conclusiones principales 
¿Por qué persiste la corrupción política en México a pesar 
de la alternancia política de los Gobiernos federales? Des-
de el enfoque adoptado en este trabajo, podemos indicar 
que esta subsiste gracias a que, aunque se sepa de casos de 
gcp a nivel federal, las variables de una interacción poco 
vigilada entre los cruces de intereses públicos y privados 
del Ejecutivo —o de estructuras gubernamentales y pri-
vadas de oportunidad corrupta que implican beneficios 
y reparto de costos—: la falta de cooperación judicial, un 
Estado débil e instituciones de control externo de desem-
peño variable conllevan a sesgos institucionales —insal-
vables bajo las condiciones actuales—, en los cuales se ga-
rantiza el cobijo de los intereses de los ejecutivos en turno 
y sus socios con los que intercambian ventajas y reparten 
costos públicos. 
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Esto se demuestra en la prueba de qca de los cuatro 
casos, en los cuales tienen sesgos de desempeño institu-
cional garantizados, en que ningún miembro político de 
alto nivel ni ningún socio privado es detenido o sancio-
nado mientras dura la administración federal en turno. 
Si se emplean los términos del historiador alemán Rein-
hard Koselleck (1993), la experiencia política que moldea 
las expectativas de todos los actores políticos y privados 
manda el mensaje claro de que la gcp es viable en tanto no 
aumentan los riesgos de practicarla. Por lo cual, los incen-
tivos corruptos permanecen inalterados en tanto tampo-
co se reforman las instituciones políticas y autónomas de 
control.   

Evaluación de la hipótesis propuesta 
Este trabajo de investigación concluye con la evaluación de 
la hipótesis propuesta en su inicio. En la cual se señaló que: 

La gran corrupción política persiste en México y su po-
tencial de recurrencia aumenta debido a que los distintos 
ejecutivos federales propician —a través de la red de nego-
ciaciones que surgen alrededor de la obtención del poder, 
de forma particular alrededor de los equipos del Ejecutivo 
federal— el reparto de beneficios públicos a socios privile-
giados o la imposición de costos públicos a la sociedad.

Como consecuencia, tales negociaciones comprome-
ten acuerdos que pueden convertirse en actos concretos de 
gran corrupción o de captura estatal percibida como co-
rrupta ante la sociedad.   
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Una vez elaborada la parte empírica de este trabajo se 
puede constatar que esta hipótesis es acertada de forma 
parcial. Las comparaciones hechas en el análisis cualitativo 
permiten repensar sus afirmaciones y a partir de esto soste-
ner las siguientes tesis: 

1. Las instituciones políticas nacionales tienen poca in-
cidencia y muy baja efectividad para vigilar los pro-
ductos o resultados de las negociaciones políticas que 
se dan entre la esfera pública (Ejecutivo) y la esfera 
privada (empresarios / socios privados).

2. Las negociaciones —opacas y de baja rendición de 
cuentas— importan porque en ellas se pueden repar-
tir beneficios a socios privilegiados e imponer costos 
desde el Ejecutivo a la sociedad para apuntalar ven-
tajas ilegítimas. El reparto de beneficios y costos po-
tencian la posibilidad de gran corrupción. 

3. La gcp no solo se limita en estricto al soborno. Tie-
nen por igual importancia la percepción social de las 
negociaciones políticas y sus productos ilegítimos 
como la captura estatal de ciertas decisiones que par-
ten desde los equipos presidenciales para favorecer 
intereses por entero privados.  

4. La inefectividad judicial, la debilidad estatal de las ins-
tituciones de control político estatal-horizontal y el 
ambiguo desempeño de las instituciones de control ex-
terno, o autónomas del Estado mexicano, generan evi-
dentes sesgos en el desempeño institucional al momen-
to de investigar y sancionar los posibles actos de gcp. 
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5. No hay sanciones ejemplares ni se desarticulan las re-
des corruptas de políticos y empresarios de alto nivel 
involucrados; los riesgos de detección y sanción de 
los actos corruptos no se incrementan. Los incentivos 
específicos que reproducen gcp no cambian, tampo-
co las instituciones y estas conductas persisten a pe-
sar de los cambios de Gobierno. Por tanto, el avance 
democrático en México no ha implicado un giro en 
las prácticas políticas y en las estructuras institucio-
nales que propician la gcp. 
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Reseña de la tesis
La presencia y participación de las mujeres en 
las legislaturas locales en México después de la 

instrumentación de la regla de paridad
Gabriela Gutiérrez Dávila

Introducción
La aplicación de acciones afirmativas ha sido una práctica 
común en varias democracias para disminuir la discrimi-
nación hacia ciertos grupos, como lo son los niños, niñas, 
adolescentes, personas indígenas, personas con discapa-
cidad, entre otras. En el caso específico de las mujeres, las 
medidas de acción afirmativa, como las cuotas de género y 
la regla de la paridad, son un claro ejemplo de este tipo de 
políticas. Su principal motivación es promover la igualdad 
entre géneros y romper con la desigualdad estructural que 
limita la representación política de los grupos en las socie-
dades. En México, estas han sido utilizadas para estimular 
el aumento del género subrepresentado en las legislaturas, 
tanto locales como a nivel nacional, ya que determinan un 
número mínimo de hombres o mujeres dentro de las candi-
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daturas para garantizar cierto porcentaje de representativi-
dad de cada género, así como de otros grupos como son las 
personas indígenas. Por lo general, las cuotas de género y la 
regla de la paridad aplican para las candidaturas, sin embar-
go, esto no garantiza el acceso del grupo subrepresentado.

En México, diversos estudios han demostrado la efecti-
vidad de las cuotas de género para homologar las oportuni-
dades de ser parte en las legislaturas. En los últimos años, la 
presencia de las mujeres en la Cámara de Diputados federal 
mexicana ha aumentado y, por tanto, la brecha entre am-
bos géneros se ha ido reduciendo. En 2014, se instrumentó 
la regla de la paridad, la postulación del mismo número de 
hombres y mujeres a las candidaturas en las legislaturas. 
Esta medida permitió que, en las elecciones para la Cámara 
de Diputados en 2015, el porcentaje de mujeres Diputadas 
fuera de 42.2%.

El problema de investigación que se plantea en el pre-
sente trabajo consiste en analizar la participación de las 
mujeres después de la instrumentación de la regla de la 
paridad, a un nivel legislativo subnacional. Una forma de 
atender este asunto de manera más profunda es mediante el 
estudio de la distribución de las comisiones en las legislatu-
ras locales. El tema es relevante porque el acceso a los pues-
tos de poder de los grupos en situación de vulnerabilidad es 
un desafío en varias democracias y en general, aún quedan 
pendientes muchas interrogantes sobre si las políticas para 
alcanzar tal fin han alcanzado sus objetivos, de manera in-
dependiente. Se hará primero un repaso sobre las principa-
les hipótesis, posteriormente se presentarán los hallazgos, 
con la descripción detallada de la metodología empleada, 
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así como los resultados obtenidos por la investigación. Fi-
nalmente, se presentarán los principales resultados encon-
trados de manera general por entidad federativa. 

Hipótesis principales
La investigación pretende medir el impacto de una legis-
lación en la vida cotidiana de una institución. Una primera 
hipótesis por desarrollar es que, a nivel local, la presencia 
y la participación sustantiva avanzaron de manera similar. 
Para poder medir la eficiencia de la regla de paridad a nivel 
local en México, en la Tabla 1 se documenta el número de 
Diputadas y Diputados (y su respectivo porcentaje) en dos 
legislaturas: (a) la legislatura inmediata anterior a la ins-
trumentación de la política de paridad y (b) la legislatura 
inmediata posterior a la implementación de la política de 
paridad (las cuales denominaremos como Legislatura 0 y 
Legislatura 1, respectivamente). Esto permite observar si ha 
existido un aumento de mujeres Diputadas en legislaturas 
estatales. 

Se eligieron estas dos legislaturas para poder tener un 
grupo de control y un grupo de tratamiento. El grupo de 
control es la legislatura que se integró sin que se les haya 
impuesto a los partidos políticos la obligación de aplicar la 
paridad en sus candidaturas. Por su parte, el grupo de tra-
tamiento es la legislatura que se integró después de que se 
les impuso la obligación a los partidos políticos de aplicar la 
paridad en sus candidaturas.

Como puede observarse, la presencia de las mujeres 
pasó, en promedio, de 27.20% a 42.67%. Hubo, en prome-
dio, un aumento mayor a los 15 puntos porcentuales entre 
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Fuente: elaboración propia con información de los congresos de los estados 
y la Asamblea del Distrito Federal.

TABLA 1. 
Integración por género de las legislaturas seleccionadas

Antes de la instrumentación de la paridad

Legis 0 Total
Dip. H M % H % M

Δ Legislaturas
Δ 

Abs. 
Muj.

Δ% Muj.

Después de la instrumentación de la paridad

Legis 1 Total
Dip. H M % H % M

Ags.

B. C.

B. C. S.

Camp.

Chis.

Chih.

Coah.

Col.

D. F.

Dgo.

Gto.

Gro.

Hgo.

Jal.

Méx.

Mich.

Mor.

Nay.

N. L.

Oax.

Pue.

Qro.

Q. Roo

S. L. P.

Sin.

Son.

Tab.

Tamps.

Tlax.

Ver.

Yuc.

Zac.

LXII

XXI

XIII

LXI

LXV

LXIV

LIX

LVII

VI

LXVI

LXII

LX

LXII

LX

LVIII

LXXII

LII

XXXI

LXXIII

LXII

LIX

LVII

XIV

LX

LXI

LX

LXI

LXII

LXI

LXIII

LX

LXI

27

25

21

35

41

33

25

25

66

30

36

46

30

39

75

40

30

30

42

42

41

25

25

27

40

33

35

36

32

50

25

30

1,137

19

17

13

26

25

19

23

19

45

25

29

36

21

30

62

31

23

16

33

28

29

23

16

22

27

25

20

25

24

38

19

19

827

8

8

8

9

16

14

2

6

21

5

7

10

9

9

13

9

7

14

9

14

12

2

9

5

13

8

15

11

8

12

6

11

310

70.37%

68.00%

61.90%

74.29%

60.98%

57.58%

92.00%

76.00%

68.18%

83.33%

80.56%

78.26%

70.00%

76.92%

82.67%

77.50%

76.67%

53.33%

78.57%

66.67%

70.73%

92.00%

64.00%

81.48%

67.50%

75.76%

57.14%

69.44%

75.00%

76.00%

76.00%

63.33%

72.74%

29.63%

32.00%

38.10%

25.71%

39.02%

42.42%

8.00%

24.00%

31.82%

16.67%

19.44%

21.74%

30.00%

23.08%

17.33%

22.50%

23.33%

46.67%

21.43%

33.33%

29.27%

8.00%

36.00%

18.52%

32.50%

24.24%

42.86%

30.56%

25.00%

24.00%

24.00%

36.67%

27.26%

5

1

2

11

8

3

10

4

9

6

8

8

3

9

17

8

-1

-3

7

5

7

11

2

3

5

5

-2

5

-1

6

4

5

170

18.52%

4.00%

9.52%

31.43%

19.51%

9.09%

40.00%

16.00%

13.64%

27.33%

22.22%

17.39%

10.00%

23.08%

22.67%

20.00%

-3.33%

-10.00%

16.67%

11.90%

17.07%

44.00%

8.00%

11.11%

12.50%

15.15%

-5.71%

13.89%

3.00%

12.00%

16.00%

16.67%

15.40%

LXIII

XXII

XIV

LXII

LXVI

LXV

LX

LVIII

VII

LXVII

LXIII

LXI

LXIII

LXI

LIX

LXXIII

LIII

XXXII

LXXIV

LXIII

LX

LVIII

XV

LXI

LXII

LXI

LXII

LXIII

LXII

LXIV

LXI

LXII

27

25

21

35

41

33

25

25

66

25

36

46

30

39

75

40

30

30

42

42

41

25

25

27

40

33

35

36

25

50

25

30

1,125

14

16

11

15

17

16

13

15

36

14

21

28

18

21

45

23

24

19

26

23

22

12

14

19

22

20

22

20

18

32

15

14

645

13

9

10

20

24

17

12

10

30

11

15

18

12

18

30

17

6

11

16

19

19

13

11

8

18

13

13

16

7

18

10

16

480

51.85%

64.00%

52.38%

42.86%

41.46%

48.48%

52.00%

60.00%

54.55%

56.00%

58.33%

60.87%

60.00%

53.85%

60.00%

57.50%

80.00%

63.33%

61.90%

54.76%

53.66%

48.00%

56.00%

70.37%

55.00%

60.61%

62.86%

55.56%

72.00%

64.00%

60.00%

46.67%

57.33%

48.15%

36.00%

47.62%

57.14%

58.54%

51.52%

48.00%

40.00%

45.45%

44.00%

41.67%

39.13%

40.00%

46.15%

40.00%

42.50%

20.00%

36.67%

38.10%

45.24%

46.34%

52.00%

44.00%

29.63%

45.00%

39.39%

37.14%

44.44%

28.00%

36.00%

40.00%

53.33%

42.67%Total
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la Legislatura 0 y la Legislatura 1. La Gráfica 1 permite vi-
sualizar cómo ha cambiado positivamente la presencia de 
las mujeres en casi todos los estados. Los únicos casos en los 
que no ha habido un aumento en el porcentaje de mujeres 
son Morelos, Nayarit y Tabasco.

Fuente: elaboración propia con datos de las legislaturas locales.

GRÁFICA 1. 
Presencia de las mujeres antes y después de la regla de la paridad

% Mujeres Legisatura 0 % Mujeres Legisatura 1

Ags.
B. C.

B. C. S.
Camp.

Chis.
Chih.
Coah.

Col.
D. F.
Dgo.
Gto.
Gro.
Hgo.

Jal.
Méx.

Mich.
Mor.
Nay.
N. L.
Oax.
Pue.
Qro.

Q. Roo
S. L. P.

Sin.
Son.
Tab.

Tamps.
Tlax.
Ver.
Yuc.
Zac.
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El objetivo general de este trabajo es conocer cómo ha evo-
lucionado la influencia y participación de las mujeres, una 
vez que ya se cuenta con presencia (gracias a la regla de pa-
ridad establecida a nivel constitucional) en las legislaturas 
locales.

En cuanto a los objetivos específicos, se pretende:

• Determinar si la participación descriptiva de las mu-
jeres aumentó en las legislaturas locales en la misma 
medida en que puede incrementarse su participación 
sustantiva, gracias a la instrumentación de la regla de 
paridad de género y

• Analizar si, en las legislaturas locales, la participación 
sustantiva de las mujeres es susceptible de aumentar, 
dada su participación en órganos de decisión (en este 
caso, las comisiones ordinarias).

Una vez detallados los objetivos a cumplir, en los apartados 
posteriores se describirá la metodología que sirvió para ana-
lizar los datos e información disponible sobre la participa-
ción de las mujeres en las legislaturas locales; en específico, 
en las comisiones ordinarias de dichos órganos legislativos. 
En México, se ha estudiado poco la labor y rol de las mujeres 
en las legislaturas locales, sobre todo en comisiones legis-
lativas, las cuales sirven como medio de división del trabajo 
y de especialización. El incremento del número de mujeres 
en las legislaturas permite pensar que paulatinamente au-
mentará su participación en el trabajo de las comisiones y 
que, por tanto, habrá un mayor número de Diputadas pre-
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sidentas de comisión en todos los asuntos que conocen y 
resuelven los poderes legislativos locales. 

En esta investigación se analizará cuál es la participa-
ción de las mujeres en las legislaturas de los estados. Exis-
ten otros estudios sobre las cuotas de género a nivel federal, 
aunque solo toman en cuenta la presencia de mujeres. Este 
trabajo abona a los principales debates académicos pues 
aborda temas no estudiados, toda vez que se necesita reali-
zar un análisis más profundo sobre el impacto que ha teni-
do el aumento de mujeres en las legislaturas, en la toma de 
decisiones en legislaturas locales. Este proyecto permitirá 
entender mejor el papel que desempeñan las mujeres en la 
creación de leyes y políticas públicas.

Hallazgos y resultados
La reforma constitucional de 2014, en México, estableció la 
paridad de género en las candidaturas, la cual exige a los 
partidos postular la mitad de las mujeres y la mitad de los 
hombres. Esta reforma ha permitido que haya un aumento 
significativo de mujeres en las legislaturas locales. Sin em-
bargo, la presencia de las mujeres en el órgano legislativo 
no implica que estén participando activamente en la vida 
política del país. Se debe prestar atención a cuál es el rol que 
juegan las mujeres como legisladoras, para así poder deter-
minar si su participación es efectiva. Por ello, para seleccio-
nar la población de estudio, se tomó en cuenta la legislatura 
inmediata anterior a la reforma constitucional de cada uno 
de los estados de la república mexicana, así como la primera 
legislatura a la que se le aplicó dicha regla. 
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En México, las legislaturas locales tienen procesos elec-
torales en diferentes momentos. Por lo cual cada una de las 
legislaturas seleccionadas inició funciones e integró sus co-
misiones en tiempos distintos. El estudio completo cuenta 
con una tabla que describe el año de inicio de la legislatura 
inmediata anterior a la instrumentación de la regla de pa-
ridad, la cual está marcada como Legislatura 0, así como el 
año en el que comenzó funciones la legislatura inmediata 
posterior a dicha regla, nombrada como Legislatura 1. 

Se pretende medir la participación de las mujeres en las 
legislaturas locales. Para ello, se seleccionaron todas las co-
misiones ordinarias de todas las legislaturas. Como ya se 
mencionó en el capítulo anterior, las comisiones son órga-
nos de decisión dentro de las legislaturas, por lo que estas 
permiten tener un proxy de la participación sustantiva de 
las mujeres. Por tal motivo, en la presente investigación la 
población objetivo son las comisiones ordinarias.

En la realización de la presente investigación, se toma-
ron en cuenta las 32 entidades federativas. Las comisiones 
ordinarias pueden ir cambiando de integrantes y roles por 
diferentes cuestiones normativas previstas en cada uno de 
los ordenamientos jurídicos que rigen a las legislaturas. Por 
esta razón, se decidió utilizar la primera conformación de 
cada legislatura (la integración inicial de las legislaturas). 
En total, la base está conformada con información de la in-
tegración inicial de todas las comisiones ordinarias de 64 
legislaturas: a) la legislatura inmediata anterior a la instru-
mentación de la regla de paridad de cada una de las enti-
dades federativas y b) la legislatura inmediata posterior a la 
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instrumentación de la regla de paridad de cada una de las 
entidades federativas. 

Como se explicó en los párrafos anteriores, la prime-
ra base de datos está conformada por la población de las 
comisiones ordinarias de las entidades federativas.1 De 
acuerdo con los documentos consultados, existen 879 co-
misiones ordinarias en las legislaturas inmediatas anterio-
res a la instrumentación de la regla de la paridad de género 
(Legislaturas 0) y 909 comisiones ordinarias en las legisla-
turas inmediatas posteriores a la implementación de dicha 
regla (Legislaturas 1). Por lo tanto, la población total es de 
1,788 comisiones ordinarias en las 64 legislaturas seleccio-
nadas.

1 La base de datos toma en cuenta las siguientes variables respecto 
a las comisiones: (1) entidad federativa; (2) legislatura; (3) nombre 
de la comisión; (4) género y (5) bancada de la persona que ocupa la 
presidencia; (6) género de la persona titular de la secretaría; (7) total de 
miembros, (8) género de los miembros y (9) partido de los integrantes. 
De acuerdo con la información obtenida, existen 1,789 comisiones 
ordinarias distribuidas en las 64 legislaturas: 910 comisiones en 
la Legislatura 1 y 879 en la Legislatura 0. Respecto a las variables 
mencionadas, la base de datos cuenta con la información completa de 
1,737 comisiones y, de 52 comisiones (pertenecientes a la Legislatura 
0 de los estados de Tabasco y Morelos), solo se cuenta con información 
de las primeras cinco variables. Asimismo, se incluyó la variable 
«presupuesto», la cual representa la cantidad de dinero vinculada 
a la responsabilidad de cada comisión en el presupuesto funcional, 
aprobado para ser ejercido por los respectivos poderes ejecutivos, 
legislativos y judiciales locales (previsto en la Ley de Egresos). Sin 
embargo, no se describirán a detalle sus resultados en esta reseña, pero 
la información se encontrará disponible en la versión completa de esta 
investigación. 
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Los datos permiten determinar si la regla de paridad 
tuvo un efecto positivo en la integración de las comisiones. 
En términos generales, se ha demostrado que las cuotas 
de género han aumentado la participación descriptiva de 
las mujeres en las legislaturas, pero esto no significa que, 
al ser Diputadas, las mujeres tengan oportunidades reales 
de participar sustantivamente. Sin embargo, un proxy para 
determinar si las mujeres cuentan con dicha posibilidad es 
precisar si el incremento de la presencia de las mujeres en 
las legislaturas es similar al aumento de presidentas de co-
misiones. Como ya se mencionó en otros apartados, las co-
misiones son órganos de decisión legislativos y, por tanto, 
presidir uno de ellos implica participación sustantiva. 

Esta reseña sintetiza los tres principales hallazgos de 
la investigación. A continuación, se presentará en primer 
lugar el efecto de la regla de paridad en la integración de 
las legislaturas locales; en segundo, el resultado en la in-
tegración de las comisiones; en tercero, los cambios en las 
presidencias de dichos órganos dentro de los congresos. 
La información será analizada también para determinar si 
existe alguna variación por partido político. Finalmente, se 
hará un resumen de los principales cambios y variaciones 
por entidad federativa. 

Efecto de la regla de paridad en la integración de las 
legislaturas locales
Las cuotas de género sí suelen tener un impacto positivo en 
la participación descriptiva de las mujeres, lo cual es un pri-
mer paso para alcanzar la participación sustantiva de este 
sector. Una de las preocupaciones de esta tesis es saber si la 
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regla de la paridad, instrumentada en 2014, tuvo un efecto 
en las legislaturas locales. Se debe recordar que esta políti-
ca pública tiene como objetivo incrementar la participación 
política de las mujeres y, por ello, impone a los partidos que 
su lista de candidaturas sea repartida de manera equitativa 
entre los géneros: 50% para cada uno de estos.

Si se tomaran en cuenta la composición de las 64 legisla-
turas estudiadas —una legislatura por entidad federativa an-
terior a la instrumentación de la regla de paridad y una legis-
latura posterior a dicha política—, se tendría un total de 1,137 
y 1,125 representantes legislativos en las Legislaturas 0 y 1, 

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

* Es la suma de los diferentes partidos locales en las entidades federativas.

TABLA 2. 
Universo de representantes legislativos en estudio: género y partido

Legis 0

Mujer

Legis 0

Hombre

Legis 0

% Mujer

Legis 0

% Hombre

Legis 1

Mujer

Legis 1

Hombre

Legis 1

% Mujer

Legis 1

% Hombre

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros*

Total

Total

N/A

123

79

54

17

15

0

7

7

8

310

N/A

341

180

120

58

41

1

30

33

23

827

N/A

26.51%

30.50%

31.03%

22.67%

26.79%

0.00%

18.92%

17.50%

25.81%

27.26%

N/A

73.49%

69.50%

68.97%

77.33%

73.21%

100.00%

81.08%

82.50%

74.19%

72.74%

49

162

121

60

28

15

5

9

17

14

480

47

196

169

78

43

29

11

24

23

25

645

51.04%

45.25%

41.72%

43.48%

39.44%

34.09%

31.25%

27.27%

42.50%

35.90%

42.67%

48.96%

54.75%

58.28%

56.52%

60.56%

65.91%

68.75%

72.73%

57.50%

64.10%

57.33%

Partido

1,137 100% 1,125 100%
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respectivamente.2 En la Tabla 2, se puede observar el número 
total de Diputados y Diputadas Locales, así como su distri-
bución en los partidos nacionales y otros partidos locales.

Otro resultado relevante es desglosar el cambio por par-
tido político. La Gráfica 2 permite visualizar el aumento de 
las Diputadas de cada una de las bancadas de los partidos 
políticos nacionales, así como de otros partidos locales. La 
brecha entre los géneros se redujo considerablemente tanto 
a nivel general como en cada uno de los partidos. Incluso, 
destaca que el partido Morena, a pesar de no estar presente 
en las Legislaturas 0, es el único en el que las mujeres tienen 
mayor participación descriptiva.

Respecto a los números absolutos, el cambio es evidente. 
En la Tabla 3, se muestra el aumento de las mujeres en cada 
uno de los partidos nacionales. La suma total de mujeres en 
la Legislatura 0 fue de 310 (de 1,137 lugares disponibles); en 
cambio, fueron electas 480 Diputadas en total en las Legis-
laturas 1. Por tanto, las mujeres ocuparon 170 espacios más 
que en las Legislaturas 0. En esa misma tabla, en el caso del 
panal pareciera que no hubo un cambio para el caso de las 
mujeres, pues el número de Diputadas de dicho partido no 
aumentó. Sin embargo, si se observa la Gráfica 3, el cambio 
es aún más significativo en términos porcentuales e, incluso, 
el caso del panal cambia. En todos los casos, se presenta un 
incremento porcentual de las mujeres en las Legislaturas 1.

2 Las legislaturas de las entidades federativas inician en fechas diferentes 
y, como se explicó en el apartado anterior, se consideró la primera 
integración de las comisiones de cada una legislatura, pues están en 
constante cambio.
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GRÁFICA 2. 
Comparativo de la integración de las legislaturas por género y partido 

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.
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La Gráfica 3 permite visualizar la importancia de tomar en 
consideración el cambio en términos porcentuales y no solo 
en términos absolutos, pues en casos como el panal, pare-
ciera que la regla de la paridad no impactó positivamente a 
las candidatas de dicho partido. 

Los datos demuestran que la regla de la paridad permitió 
que se incrementara el número de Diputadas en las legisla-
turas locales: hubo un aumento en la participación descrip-
tiva de las mujeres. Por tanto, en los siguientes apartados se 
analizará la inclusión de las mujeres en uno de los órganos 
de decisión de las legislaturas: las comisiones ordinarias, 
pues son en estos espacios donde las Diputadas tienen la 
oportunidad de participar sustantivamente.

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

TABLA 3. 
Diputadas en ambas legislaturas por género y partido

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros

Total

Partido

N/A

123

79

54

17

15

0

7

7

8

310

Mujeres 
Legislatura 0

49

162

121

60

28

15

5

9

17

14

480

Mujeres 
Legislatura 1

49

39

42

6

11

0

5

2

10

6

170

Δ Mujeres Leg 0 
y Leg 1
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GRÁFICA 3. 
Comparativo de la diferencia en la integración de las legislaturas por género 

y partido en números absolutos y porcentajes

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.
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Efecto de la regla de paridad en la integración 
de las comisiones ordinarias en las legislaturas locales 
De acuerdo con las legislaciones orgánicas de las legislaturas 
de las entidades federativas, las comisiones son las encar-
gadas de dictaminar, resolver, estudiar y discutir los asun-
tos bajo su responsabilidad. En otras palabras, los miembros 
de las comisiones son los encargados de analizar cualquier 
asunto que llegue a sus manos. Es relevante conocer si el 
impacto positivo de la regla de paridad también incidió en 
la integración de los órganos de decisión, ya que en estos 
las mujeres pueden tener una participación sustantiva y no 
solo descriptiva. 

En la Tabla 5 se puede observar el promedio de mujeres y 
hombres que integran las comisiones de todas las legislatu-
ras estudiadas, el porcentaje promedio de mujeres y hom-
bres en dichos órganos y, como medida de comparación, el 
porcentaje de hombres y mujeres miembros de las 64 legis-
laturas. Si se analizan los datos obtenidos, en promedio, la 
integración de las comisiones pareciera un reflejo de la com-
posición de las legislaturas. En ambos casos, el porcentaje 
promedio de mujeres en comisiones es mayor al porcentaje 
de mujeres de las legislaturas que les corresponden: a) 0.63% 
mayor en la Legislatura 0 y b) 0.87% mayor en las Legislatu-
ras 1. Además del aumento descriptivo de las mujeres en las 
legislaturas, estas están ligeramente sobrerrepresentadas en 
las Legislaturas 1, por lo que tienen mayores posibilidades de 
participar sustantivamente. Esto demuestra que las mujeres 
fueron incluidas en las comisiones casi en la misma medida 
que su presencia en las Legislaturas 1, por lo que no fueron 
subrepresentadas dentro de los órganos de decisión.
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Más allá del género, también se debe analizar si la integra-
ción de las comisiones es un reflejo de la conformación de 
las 64 legislaturas. Este aspecto permite determinar si, in-
dependientemente del género, los miembros de las legisla-
turas tienen mayores posibilidades de participar sustanti-
vamente en las comisiones. La Tabla 6 muestra el porcentaje 
promedio de integrantes de las comisiones por cada uno de 
los partidos políticos, el porcentaje promedio de los parti-
dos en las legislaturas y la diferencia entre ambos porcen-
tajes. De la Legislatura 0 a la Legislatura 1, el promedio de 
comisiones en que participó una mujer pasó de 1.6 a 2.3. 

De acuerdo con los datos anteriores, en general la parti-
cipación descriptiva tanto en comisiones como en las legis-
laturas es similar. Sin embargo, respecto a la Legislatura 0, 

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

TABLA 4. 
Porcentaje de Diputadas en ambas legislaturas: género y partido

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros

Total

Partido

N/A

26.51%

30.50%

31.03%

22.67%

26.79%

0.00%

18.92%

17.50%

25.81%

27.26%

Mujeres 
Legislatura 0

51.04%

45.25%

41.72%

43.48%

39.44%

34.09%

31.25%

27.27%

42.50%

35.90%

42.67%

Mujeres 
Legislatura 1

51.04%

18.74%

11.22%

12.44%

16.77%

7.31%

31.25%

8.35%

25.00%

10.09%

15.40%

Δ Mujeres Leg 0 
y Leg 1
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Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

TABLA 5. 
Promedio de mujeres y hombres que integran las comisiones

Promedio comisiones % legislatura

Mujeres Hombres % Mujeres % Hombres Mujeres Hombres

Legislaturas 0

Legislaturas 1

1.6167

2.3993

4.1790

3.1111

27.89%

43.54%

72.11%

56.46%

27.26%

42.67%

72.74%

57.33%

Legislatura

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

*D. E.: desviación estándar

TABLA 6. 
Integración de las comisiones y legislaturas por partido político (promedio 

porcentual)

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros 

Partido

N/A

42.30% (D. E.: 0.2337)

22.64% (D. E.: 0.1853)

12.25% (D. E.: 0.1565)

7.91% (D. E.: 0.1158)

5.92% (D. E.: 0.0978)

0.12% (D. E.: 0.0137)

3.28% (D. E.: 0.0695)

3.33% (D. E.: 0.0779)

2.24% (D. E.: 0.0619)

N/A

40.81%

22.78%

15.30%

6.60%

4.93%

0.09%

3.25%

3.52%

2.73%

N/A

1.50%

-0.14%

-3.05%

1.32%

0.99%

0.04%

0.03%

-0.19%

-0.49%

X % integración comisiones X % integración 
comisiones

X Δ % comisiones 
y %  legislaturas

7.00% (D.E.: 0.1213)

30.65% (D. E.: 0.1987)

26.00% (D. E.: 0.2136)

12.20% (D. E.: 0.1554)

6.50% (D.E.: 0.1221)

4.86% (D. E.: 0.0902)

1.79% (D. E.: 0.0535)

3.38% (D. E.: 0.0788)

3.42% (D. E.: 0.0901)

4.21% (D. E.: 0.1123)

8.53%

31.82%

25.78%

12.27%

6.31%

3.91%

1.42%

2.93%

3.56%

3.47%

-1.54%

-1.17%

0.22%

-0.06%

0.18%

0.95%

0.36%

0.44%

-0.14%

0.75%

Legis 0 Legis 0 Legis 0Legis 1 Legis 1 Legis 1

destacan los casos del prd y del pri, pues sus representan-
tes legislativos están subrepresentados en las comisiones. 
Por tanto, sus miembros tienen menores posibilidades de 
participar sustantivamente en los asuntos que se discuten y 
analizan en las comisiones ordinarias.
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Por otro lado, después de la instrumentación de la regla 
de la paridad, Morena y el pri quedaron subrepresentados 
dentro de las comisiones. El caso de Morena resalta pues, 
como se dijo en el apartado anterior, este partido es el úni-
co que tiene más mujeres que hombres en su bancada. Esto 
significa que, si eres una Diputada de dicho partido, proba-
blemente tengas menor probabilidad de participar sustan-
tivamente en las comisiones.

La información proporcionada hasta este punto permi-
te determinar que, por un lado, las mujeres incrementaron 
su participación descriptiva sustancialmente después de 
la instrumentación de la regla de paridad y, por otro lado, 
las Diputadas tienen mayor probabilidad de participar 
sustantivamente en los asuntos responsabilidad de las co-
misiones ordinarias, incluso están ligeramente sobrerre-
presentadas en dichos órganos de decisión. Sin embargo, 
se deben analizar otros aspectos que permiten determinar 
si la regla de la paridad puede incidir en la participación 
sustantiva de las mujeres. Por este motivo, en el siguiente 
apartado se abordará la distribución de las presidencias de 
las comisiones.

Efecto de la regla de paridad en la distribución 
de las presidencias de comisiones de acuerdo con el género
Dado que la unidad de análisis del presente estudio son las 
comisiones ordinarias, se debe tomar en cuenta que el car-
go de mayor relevancia en las comisiones es la presidencia. 
Conforme a lo que ya se ha señalado, las comisiones son 
órganos de toma de decisiones y, por tanto, las Diputados 
y Diputadas que presidan una comisión tendrán mayores 
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posibilidades de participar sustantivamente en los asuntos 
que se discuten en dicha comisión.

A manera de referencia y como se describió anterior-
mente, se integraron 879 comisiones en las Legislaturas 0 
y, en cambio, se conformaron 909 comisiones en las Legis-
laturas 1. Sin embargo, en conjunto, las Legislaturas 0 con-
taban con 1,137 curules y, las Legislaturas 1 tuvieron 1,125 
miembros. Por tanto, los integrantes de las Legislaturas 1, 
independientemente del género, tuvieron mayor probabi-
lidad de presidir una comisión, aunque sea en una pequeña 
proporción.

Respecto a la distribución de las presidencias según del 
género, la Tabla 7 muestra la cantidad de presidentas y pre-
sidentes en las legislaturas. En la Legislatura 0, las mujeres 
estaban sobrerrepresentadas. Sin embargo, en la Legisla-
tura 1, las Diputadas fueron ligeramente subrepresentadas 
en casi 1%. Después de la instrumentación de la regla de la 
paridad, las mujeres no ocuparon el máximo puesto de de-
cisión en las comisiones en la misma medida que su parti-
cipación descriptiva en las Legislaturas 1 y su participación 
sustantiva puede verse mermada.

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

TABLA 7. 
Presidencias de comisiones por género

Presidencias de las comisiones ordinarias Integración de la legislatura

Mujer Hombre % Mujer % Hombre Mujer Hombre

Legislaturas 0

Legislaturas 1

Diferencia

251

379

128

628

530

-98

28.56%

41.69%

13.14%

71.44%

58.31%

-13.14%

27.26%

42.67%

15.40%

72.74%

57.33%

-15.40%

Legislaturas
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Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

TABLA 8. 
Presidencias de comisiones por género y partido

Partido
Presidencias de comisiones

Mujer % MujerHombre % Hombre

Integración de la legislatura

Mujer % MujerHombre % Hombre

N/A

106

63

41

13

12

0

4

5

7

251

N/A

28.34%

33.33%

33.33%

20.31%

26.67%

0.00%

15.38%

17.24%

25.00%

28.56%

N/A

268

126

82

51

33

1

22

24

21

628

N/A

71.66%

66.67%

66.67%

79.69%

73.33%

100.00%

84.62%

82.76%

75.00%

71.44%

0

123

79

54

17

15

0

7

7

8

310

N/A

26.51%

30.50%

31.03%

22.67%

26.79%

0.00%

18.92%

17.50%

25.81%

27.26%

0

341

180

120

58

41

1

30

33

23

827

N/A

73.49%

69.50%

68.97%

77.33%

73.21%

100.00%

81.08%

82.50%

74.19%

72.74%

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros

Total 

Legislatura 0

Morena

pri

pan

prd

pvem

panal

pes

pt

mc

Otros

Total 

31

118

97

49

23

15

6

9

17

14

379

54.39%

40.69%

41.81%

42.61%

37.10%

36.59%

50.00%

33.33%

51.52%

35.00%

41.69%

26

172

135

66

39

26

6

18

16

26

530

45.61%

59.31%

58.19%

57.39%

62.90%

63.41%

50.00%

66.67%

48.48%

65.00%

58.31%

49

162

121

60

28

15

5

9

17

14

480

51.04%

45.25%

41.72%

43.48%

39.44%

34.09%

31.25%

27.27%

42.50%

35.90%

42.67%

47

196

169

78

43

29

11

24

23

25

645

48.96%

54.75%

58.28%

56.52%

60.56%

65.91%

68.75%

72.73%

57.50%

64.10%

57.33%

Legislatura 1
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Finalmente, otro factor que se debe tomar en consideración 
es la distribución de las presidencias por género y partido, 
lo cual se puede apreciar en la Tabla 8. En ambas legislaturas 
algunos partidos distribuyen sus presidencias inequitativa-
mente.

Respecto a la Legislatura 0, en término porcentuales, los 
tres principales partidos (pri, pan y prd) les dieron prefe-
rencia a las mujeres al momento de distribuir las presiden-
cias. En cambio, las Diputadas del pvem y pt no presidieron 
comisiones en la misma proporción que su participación 
descriptiva en las Legislaturas 0. Esta situación cambió en 
la Legislatura 1 ya que las Diputadas del pri están subrepre-
sentadas en casi cinco puntos porcentuales. Sin embargo, 
el pes, Morena, pt y mc sí les dan una mayor oportunidad a 
sus Diputadas para presidir una comisión ordinaria. 

De acuerdo con el análisis que se ha hecho hasta este mo-
mento, la regla de paridad sí aumentó significativamente la 
presencia de las mujeres en las legislaturas. Este efecto ha 
impactado en la integración de las comisiones en las cua-
les, incluso, las mujeres están ligeramente sobrerrepresen-
tadas. Esto permite que puedan participar sustantivamente 
en la discusión y análisis de los asuntos que se atienden en 
las comisiones. Sin embargo, cuando se deben distribuir 
las presidencias, siguen sin ser incluidas en la misma pro-
porción que su presencia en las legislaturas, aunque en una 
pequeña proporción. Para concluir con los hallazgos, en el 
siguiente apartado se presenta el análisis de cada una de las 
entidades federativas, pues hasta el momento se hizo un 
análisis nacional.
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Análisis descriptivo de las entidades federativas
El presente apartado tiene por objetivo describir y analizar el 
efecto de la regla de la paridad en cada una de las 32 entida-
des federativas. A continuación, se presentan los datos más 
relevantes detectados en cada uno de los casos de estudio:

En el caso de Aguascalientes resalta que el porcentaje de 
mujeres en la integración de las comisiones, tanto en la Le-
gislatura 0, como en la 1, es casi idéntico al porcentaje de 
Diputadas en las dos legislaturas. Sin embargo, en ambas 
las Diputadas están subrepresentadas en las presidencias de 
las comisiones. 

En Baja California, la regla de la paridad sí incrementó la 
presencia de las mujeres de 32% a 36%. El cambio porcen-
tual no es tan elevado como en otras entidades. En ambas 
legislaturas, la integración de las comisiones es un reflejo 
casi idéntico de la integración de las legislaturas. Asimis-
mo, la distribución de las presidencias de las comisiones es 
equitativa: ninguno de los géneros está sobrerrepresentado.

Para el caso de Baja California Sur, en la integración de 
las comisiones, las mujeres estaban sobrerrepresentadas en 
la Legislatura 0 por casi 10 puntos porcentuales. En cambio, 
en la Legislatura 1, la proporción de la representación des-
criptiva de las mujeres en las comisiones fue idéntica a su 
presencia en la legislatura. En la Legislatura 1, el porcenta-
je de presidencias ocupadas por Diputadas es 6% menor al 
porcentaje que las mujeres representan en la legislatura. Por 
tanto, se puede concluir que la regla de la paridad no tuvo 
un impacto positivo en esta entidad respecto a los puestos 
de toma de decisiones.
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En Campeche, en la Legislatura 0, las mujeres estaban 
sobrerrepresentadas en 5% en las comisiones. En cambio, 
en la Legislatura 1, las comisiones eran casi un reflejo de la 
integración de la legislatura. Sin embargo, en la distribu-
ción de las presidencias queda claro que la regla de la pa-
ridad no ha tenido un gran impacto en la entidad, pues en 
la Legislatura 1, las mujeres están subrepresentadas en casi 
27%. 

Asimismo, en Yucatán, la regla de la paridad tampoco 
pareciera haber impactado en las comisiones y sus presi-
dencias. Por un lado, las mujeres terminaron siendo subre-
presentadas en las comisiones por 8% y, por otro, en las 
presidencias las Diputadas fueron subrepresentadas en casi 
20 puntos porcentuales.

En el caso de Chiapas, después de la instrumentación de 
la regla de la paridad, las mujeres estuvieron sobrerrepre-
sentadas en la integración de las comisiones. En el caso de 
las presidencias, estas también fueron distribuidas de ma-
nera equitativa entre ambos géneros, acorde a la proporción 
de hombres-mujeres en la legislatura.

Por otro parte, en Chihuahua, después de la regla de la 
paridad, las mujeres estuvieron representadas en la misma 
proporción que su presencia en la legislatura. Sin embargo, 
en la legislatura previa, las Diputadas estaban sobrerrepre-
sentadas. En esta entidad, las mujeres sí ganaron en la dis-
tribución de las presidencias, pues estuvieron sobrerrepre-
sentadas en casi 7%.

Un caso muy relevante es Coahuila. En dicha entidad, 
después de la instrumentación de la regla de la paridad, las 
mujeres ganaron espacio tanto en la legislatura (de 8% a 
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48%), como en la integración de las comisiones (de 11.82% 
a 48.84%) y en las presidencias de estas (10% a 45.83%). 
Aunque cabe destacar que las mujeres estuvieron ligera-
mente subrepresentadas en estos dos últimos rubros.

De la misma manera, Querétaro es un caso similar al an-
terior. Después de la instrumentación de la regla de la pa-
ridad, las Diputadas ganaron espacio tanto en la legislatura 
(de 8% a 52%), como en la integración de las comisiones 
(de 8.08% a 50.53%) y en las presidencias de estas (8% a 
52%). Si bien las mujeres estuvieron ligeramente subrepre-
sentadas en la integración de las comisiones, desapareció 
la brecha en la distribución de uno de los puestos de mayor 
relevancia: las presidencias de las comisiones.

En los casos de Colima, Hidalgo, Michoacán, Puebla, San 
Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas, Veracruz y Zacatecas, en 
la Legislatura 1, tanto las presidencias como la integración 
de las comisiones son un reflejo casi idéntico de la integra-
ción de la legislatura. Esto permite concluir que la regla de 
la paridad tuvo un impacto positivo en la representación 
descriptiva de las mujeres en la legislatura y en la distribu-
ción de los puestos de toma de decisiones.

En el entonces Distrito Federal y Jalisco, en la Legislatura 
1, se puede observar una sobrerrepresentación de las mu-
jeres en la integración de las comisiones. Esta situación se 
replica en la distribución de las presidencias. Esto nos per-
mite concluir que, en estas entidades federativas, las muje-
res tomaron fuerza suficiente para poder ocupar un mayor 
número de puestos de toma de decisiones.

Otros casos relevantes son Durango y Guanajuato. En 
ambas entidades, después de la instrumentación de la re-
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gla de paridad, las mujeres estuvieron sobrerrepresentadas 
en las comisiones en más de 6%. Sin embargo, en Durango, 
al momento de distribuir las presidencias, estas se hacen 
de manera equitativa entre ambos géneros. En cambio, en 
Guanajuato, las mujeres también estuvieron sobrerrepre-
sentadas en las presidencias de las comisiones por más de 
14 puntos porcentuales.

Por otro lado, en Guerrero, en la Legislatura 1, las muje-
res estuvieron ligeramente sobrerrepresentadas en las co-
misiones. Sin embargo, esta situación no es similar en las 
presidencias, ya que las Diputadas estuvieron subrepresen-
tadas en casi 7%. Por tanto, la regla de la paridad no per-
meó en los órganos de toma de decisiones en la asamblea 
de dicha entidad en la misma proporción que impactó en la 
representación descriptiva de las mujeres.

En el caso del Estado de México y Morelos, no se observa 
que la regla de la paridad haya tenido un impacto positi-
vo en la integración de las comisiones y en la distribución 
de las presidencias, dado que en ambos rubros las mujeres 
están subrepresentadas. Incluso, en el Estado de México, 
destaca que las mujeres ocupan 29.41% de las presiden-
cias en una legislatura integrada por 40% de Diputadas y, 
en Morelos, dicha subrepresentación es de casi seis puntos 
porcentuales.

Nayarit llama la atención. En dicho estado la regla de 
la paridad no tuvo un efecto positivo en la representación 
descriptiva de las mujeres en la legislatura: las mujeres dis-
minuyeron en 10%. Sin embargo, pareciera que la partici-
pación de las mujeres es valorada, dado que las Diputadas 
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están sobrerrepresentadas tanto en las comisiones —en casi 
5%— como en las presidencias en más de 9%.

Aunque en Tabasco también disminuyó el número de 
mujeres en la legislatura después de la paridad de género, 
no se replicó lo sucedido en Nayarit. En aquella entidad, las 
mujeres perdieron espacios en la distribución de las presi-
dencias: de contar con 50% de estos cargos en la Legislatura 
0, en la siguiente dicho porcentaje se redujo a 33.33%, in-
cluso casi 4% menor al que representan en la Legislatura 1. 

Para el estado de Nuevo León, en la Legislatura 0 las mu-
jeres estaban sobrerrepresentadas en 4% en las presiden-
cias de las comisiones. En cambio, en la Legislatura 1, las 
mujeres están subrepresentadas en casi 15 puntos porcen-
tuales. La regla de la paridad no tuvo un impacto positivo en 
la distribución del puesto de mayor relevancia.

Respecto a Oaxaca, resalta que las mujeres solían estar 
sobrerrepresentadas en las comisiones y en las presidencias 
de la Legislatura 0. Sin embargo, después de la instrumen-
tación de la regla de la paridad la distribución de ambos 
rubros se realizó de forma más equitativa entre ambos gé-
neros. Este dato es relevante pues la regla de la paridad no 
pretende favorecer solo a las mujeres.

En el caso de Quintana Roo, en la Legislatura 0, las Di-
putadas estaban sobrerrepresentadas en las comisiones. La 
situación cambió después de la instrumentación de la regla 
de la paridad, pues las mujeres estuvieron subrepresenta-
das. No obstante, una forma que ha podido mantener la dis-
tribución de las presidencias en la misma proporción que 
la integración de la legislatura es la existencia del mismo 
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número de curules que de comisiones. En esta entidad no 
queda claro que la regla de la paridad haya tenido un im-
pacto positivo más allá de la representación descriptiva en 
la legislatura.

En Sinaloa, la regla de la paridad pareciera que tuvo un 
efecto positivo en todos los aspectos analizados en el pre-
sente estudio: representación descriptiva, integración de 
las comisiones y distribución de las presidencias. En el se-
gundo rubro, las mujeres estuvieron sobrerrepresentadas 
en casi cuatro puntos porcentuales y, respecto a las presi-
dencias, las mujeres ocupaban 44.12% de estas, casi 5% por 
arriba de su proporción en la legislatura.

En contraste, en Tlaxcala, la regla de la paridad no im-
pactó en ninguno de los rubros que se analizan. Aunque la 
legislatura pasó de 25% a 28% de Diputadas, este porcenta-
je fue muy por debajo de los alcanzados en otras entidades 
federativas. En cuanto a la integración de las comisiones, en 
ambas legislaturas se aprecia que las mujeres están sobre-
rrepresentadas, pero al analizar las presidencias, pasaron de 
una sobrerrepresentación de 10% a tener una representa-
ción casi idéntica a su proporción en la legislatura. En vez 
de incrementar su posible participación sustantiva, esta se 
vio reducida.

Las mujeres siguen siendo subrepresentadas en las pre-
sidencias de las comisiones en estados como Campeche, 
Guerrero, Estado de México, Morelos, Tabasco, Yucatán. A 
pesar de que la regla de la paridad ha tenido un efecto po-
sitivo en la participación sustantiva de las mujeres en los 
órganos legislativos, pues permite generar esa masa crítica 
que sí puede influir en la toma de decisiones. En algunos 
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estados dicha medida no influyó de la misma manera o sim-
plemente no impactó en la participación de las mujeres.

Casos de estudios detallados
Finalmente, la investigación realizó siete casos de estudio 
porque se encontró que en más de la mitad de las entida-
des había menos de una comisión disponible por legislador. 
Sin embargo, en aquellas que existe más de una comisión 
por congresista, se puede asumir que en una legislatura la 
presidencia de una comisión es menor motivo de disputa 
política que en aquella en que existan pocas comisiones 
vacantes. Para poder aislar el efecto de las presidencias de 
comisiones, se tomaron en cuenta las entidades federativas 
donde el número de comisiones por representante es menor 
a 0.70: Guanajuato, Jalisco, Nuevo León, Yucatán, Distrito 
Federal, Michoacán y Sinaloa. De igual manera, se incluye-
ron tanto el Estado de México como Puebla, por ser de inte-
rés particular para la autora. Los datos y resultados porme-
norizados de esas entidades federativas pueden encontrarse 
en la versión completa del trabajo de investigación. 

Conclusiones
Con este trabajo se buscaba determinar el efecto de la pari-
dad de género en la representación sustantiva de las muje-
res en las legislaturas locales. Como se mencionó, una posi-
ble hipótesis era que la distinta reglamentación garantizara 
solo un número mayor, pero con una participación igual que 
antes de esta reglamentación o incluso peor. Con el análi-
sis se pudo comprobar que la regla de la paridad de género 
efectivamente tuvo un impacto positivo en la participación 
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descriptiva de las mujeres en casi todas las legislaturas, con 
excepción de Morelos, Nayarit y Tabasco. De acuerdo con 
los datos, en promedio, la presencia de las mujeres en los 
órganos legislativos aumentó 15.4%.

La principal relevancia de este trabajo es la utilización 
de evidencia empírica a nivel local, con un análisis basado 
en métodos objetivos de comparación, pues utilizó como 
sujetos de observación a dos legislaturas por entidades fe-
derativas. De igual forma, es novedoso porque se tiene co-
nocimiento de diversos estudios similares para el Congreso 
de la Unión y para algunos estados, pero no con los alcances 
de la presente investigación. 

Es importante señalar la diferencia entre la representa-
ción descriptiva y sustantiva de las mujeres en las legisla-
turas. El primer concepto se refiere al número de mujeres 
Diputadas: la presencia de las mujeres en las legislaturas. 
En cambio, en el segundo concepto se describe la capacidad 
que tienen las mujeres de incidir en la agenda de los asuntos 
que se discuten en las legislaturas: su participación real y no 
solo su presencia. Existe una relación entre la representa-
ción descriptiva y la sustantiva, ya que si hay un porcentaje 
considerable de mujeres en los órganos legislativos (repre-
sentación descriptiva), entonces los representantes popu-
lares cuentan con mayor capacidad para dar respuesta a las 
prerrogativas de sus votantes (representación sustantiva).

En el presente estudio, se analizaron las comisiones le-
gislativas ordinarias, pues son una forma de organización 
del trabajo legislativo (grupos de trabajo divididos en di-
ferentes temáticas). Como en la mayoría de las organiza-
ciones, las comisiones cuentan con una presidencia para 
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encabezar el grupo de trabajo. Cada legislatura cuenta con 
cierto número de comisiones presididas por un represen-
tante legislativo. El aumento del número de mujeres en las 
legislaturas permite pensar que paulatinamente aumentará 
su participación en el trabajo de las comisiones y que habrá 
un mayor número de Diputadas presidentas de comisión en 
todos los asuntos que conocen y resuelven los poderes le-
gislativos locales. Por tanto, las comisiones permiten anali-
zar cuál ha sido la participación de las mujeres en las legis-
laturas de los estados.

En 2014 se reformó la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos para instrumentar la regla de la 
paridad de género a nivel nacional. Por este motivo, para 
seleccionar la población de estudio, se tomó en cuenta la le-
gislatura inmediata anterior a la reforma constitucional de 
cada uno de los estados de la república mexicana (Legisla-
turas 0), así como la primera legislatura a la que se le aplicó 
dicha regla (Legislaturas 1). Dado que las legislaturas locales 
tienen procesos electorales en diferentes momentos, cada 
una de las legislaturas seleccionadas iniciaron funciones e 
integró sus comisiones en diferente momento. Por tanto, la 
población estudiada estuvo compuesta por: 879 comisiones 
ordinarias de las Legislaturas 0 y, 909 comisiones ordinarias 
de las Legislaturas 1 (total: 1,788 comisiones). Las Legisla-
turas 0 estaban integradas por un total de 1,137 curules y, 
la Legislatura 1, por 1,125 curules. Si bien hubo variaciones 
entre ambas legislaturas, no se consideran significativas; en 
términos relativos la diferencia no representa ni 5%. 

Lo primero que se observó en el estudio fue que, a pe-
sar de que en tres estados no incrementó la representación 
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descriptiva de las mujeres, esta sí se incrementó en todos 
los partidos con presencia nacional a nivel general.3 Al mo-
mento de analizar el aumento de las mujeres —sin tomar en 
cuenta el estado— en cada uno de los partidos, en todos los 
casos el porcentaje de mujeres tuvo un incremento de, por 
lo menos, 7.31%. 

Otro de los datos que destacan es que, en las Legislaturas 
0, las comisiones están integradas, en promedio, por 72.11% 
de hombres y 27.89% de mujeres. Este porcentaje cambió 
sustancialmente en las Legislaturas 1, pues las comisiones se 
integraron por 56.46% de hombres y 43.54% de mujeres. Si 
bien podría esperarse que en el futuro esta tendencia no se 
mantenga de manera consistente al alza, pues los porcenta-
jes llegarán a un tope. Se considera una buena noticia que las 
cuotas hayan tenido este efecto de manera inmediata.

Respecto a las presidencias de las comisiones, se pre-
sentó un cambio de 13.1%: incrementó la posibilidad de las 
mujeres de participar sustantivamente en las legislaturas. 
Sin embargo, dicho aumento no se dio en la misma propor-
ción que su presencia en las legislaturas que fue de 15.4%. 
Esto significa que la regla de la paridad ha tenido un im-
pacto positivo en la representación descriptiva y sustantiva 
de las mujeres en las legislaturas; sin embargo, esta reper-
cusión no ha sido en la misma medida para ambos tipos de 
representación. 

La distribución de las presidencias también depende de 
cada partido político. Por ejemplo, en las Legislaturas 1, en 

3 En los partidos pri, pan, prd, pvem, panal, pes, pt, mc.
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términos generales, las Diputadas del pri estuvieron subre-
presentadas en casi cinco puntos porcentuales; en cambio, 
el pes, Morena, pt y mc sí les dieron una mayor oportunidad 
a sus Diputadas para presidir una comisión ordinaria. Aun-
que se presenta de manera enunciativa, esta diferencia abre 
la puerta a otro tipo de análisis sobre la manera en que cada 
organismo político paulatinamente crea cuadros y estruc-
turas de mujeres. 

En la presente investigación, se realizó el estudio de un 
congreso nacional hipotético, el cual estaba conformado 
por todos los Diputados y todas las Diputadas de cada una 
de las legislaturas locales al inicio de las Legislaturas 0 y 1. 
De acuerdo con los datos, la regla de la paridad tuvo un im-
pacto positivo en la representación descriptiva de las muje-
res, así como en la sustantiva. 

Fuente: elaboración propia con información de los congresos estatales 
y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

TABLA 8. 
Presidentas y Diputadas en las legislaturas

Legislaturas 0

Legislaturas 1

Diferencia

28.56%

41.69%

13.14%

27.26%

42.67%

15.40%

Legislaturas
Presidentas 

de comisiones 
ordinarias

Diputadas 
integrantes 

de las legislaturas

Por un lado, lo anterior es porque el porcentaje de presi-
dentas se incrementó casi en la misma proporción que el de 
mujeres dentro de nuestra Legislatura 1 hipotética. Esto se 
puede observar en la Tabla 8, la cual da cuenta que las presi-
dencias tuvieron un incremento de 13.14% y las integrantes 
de las legislaturas de 15.40%.
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Sin embargo, como se señaló en el apartado anterior, en 
los términos particulares, este efecto positivo no se presen-
tó en todas las entidades federativas; en algunas las muje-
res siguen sin tener una representación sustantiva en las 
legislaturas, como Guerrero, Estado de México, Morelos, 
Tabasco, Tlaxcala, por mencionar algunos casos relevantes. 
Esto evidencia que la regla de la paridad, aunque ha tenido 
un impacto positivo en términos generales, sigue sin ser un 
instrumento suficiente para lograr un cambio en la distri-
bución del poder político y representación sustantiva de las 
mujeres en las legislaturas.

En resumen, este trabajo permite concluir interesantes 
efectos positivos derivados de la legislación, pero que aún 
son insuficientes. Para el futuro, será primordial seguir ana-
lizando este tipo de variables desde una perspectiva local. 
De igual forma, será fundamental incorporar perspectivas 
cualitativas, así como variables que midan cómo van res-
pondiendo las mujeres a esta participación. En gran medi-
da, las cuotas son un primer paso para alcanzar una socie-
dad más justa y equitativa; sin embargo, siempre se corre 
el riesgo de que existan retrocesos o alteraciones al espíritu 
que promovió la legislación.
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